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A.
INTRODUCCIÓN Y CONTEXTO GENERAL

1) Naturaleza de la visita in situ 
1 MACROBUTTON NUMBERING .

México depositó su instrumento de ratificación sobre la “Convención sobre el combate  al cohecho de los servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales” el 27 de mayo de 1999.  La legislación para la implementación entró en vigor el 18 de mayo de 1999.  La legislación mexicana fue revisada bajo la Fase 1 en febrero de 2000 y la visita in situ para la evaluación tuvo lugar del 2 al 6 de febrero de 2004. Del 22 al 24 de junio de 2004, el Grupo de Trabajo sobre el Cohecho revisó el presente informe y adoptó las recomendaciones.

2 MACROBUTTON NUMBERING .

El equipo de evaluadores de la Fase 2 del grupo de trabajo sobre el cohecho de la OCDE estuvo integrado por evaluadores principales de los Países Bajos y España, así como por representantes de la Secretaría de la OCDE (vea el anexo 3). Las reuniones tuvieron lugar a lo largo de cinco días y las contrapartes principales fueron la Secretaría de la Función Pública (SFP), la Procuraduría General de la República, (PGR), el Servicio de Administración Tributaria (SAT) perteneciente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secretearía de Relaciones Exteriores (SRE).  El equipo de evaluadores se reunió también con representantes del sector privado, con contadores y abogados, con miembros de la sociedad civil, periodistas, etc. (vea el anexo 2).

3 MACROBUTTON NUMBERING .

De conformidad con el procedimiento adoptado por el grupo de trabajo para la auto evaluación y evaluación mutua de la Fase 2 de la Convención y de la Recomendación Revisada, el propósito de la visita in situ fue estudiar las estructuras establecidas en México para aplicar las leyes y reglamentos para implementar la Convención y evaluar su aplicación en la práctica, así como monitorear el cumplimiento en la práctica de México en lo referente a la Recomendación de 1997. La visita sirvió también para que México explicara las iniciativas de ley para modificar la legislación para la implementación, preparadas a la luz de las recomendaciones hechas por el grupo de trabajo durante la evaluación de la Fase 1 del año 2000 y con miras a cumplir con las obligaciones de la Convención.  Estas iniciativas de ley y otras pertinentes, están pendientes en el Congreso de la Unión y, por lo tanto, sujetas a modificación. El grupo de trabajo revisará la legislación pertinente una vez que sea adoptada.  En preparación para la visita in situ, México respondió a las preguntas de los cuestionarios de la Fase 2, mismos que entregó junto con los anexos documentales.  Esta documentación fue revisada y analizada por el equipo de evaluadores antes de la visita in situ.  Durante y después de la visita in situ, las autoridades mexicanas continuaron proporcionando al equipo de evaluadores la información de seguimiento.

2) Metodología y estructura del informe 

4 MACROBUTTON NUMBERING .

El informe de la Fase 2 refleja una evaluación de la información obtenida a partir de las respuestas de México a los cuestionarios de la Fase 2, de las consultas realizadas durante la visita in situ, de una revisión de la legislación pertinente y de la jurisprudencia conocida y de investigaciones independientes realizadas por los evaluadores principales y la secretaría. 

5 MACROBUTTON NUMBERING .

El informe de la Fase 2 está estructurado de la siguiente manera: la introducción, Sección A, explica los antecedentes y el contexto con relación a México. La Sección B analiza la jurisprudencia sobre cohecho nacional y presenta las reformas planeadas que tendrán un impacto en la lucha contra el cohecho de servidores públicos extranjeros. La Sección C analiza los diversos factores que, en opinión del equipo de evaluadores, tienen una relación con la eficacia de las medidas disponibles en México para evitar el cohecho transnacional, con énfasis en actividades de toma de conciencia. La Sección D analiza el funcionamiento del sistema para investigar y perseguir el cohecho transnacional y los delitos de lavado de dinero, con referencia específica a las características que aparentemente tienen un impacto pronunciado, ya sea positivo o negativo, en la eficacia del esfuerzo en su conjunto.  La Sección E establece recomendaciones específicas del grupo de trabajo, con base en las principales conclusiones a las que llegaron los evaluadores principales en cuanto a prevención, detección, procesamiento y sanciones.  También identifica aquellos asuntos que, a juicio del grupo de trabajo, debe dárseles seguimiento como parte de un esfuerzo continuo de monitoreo.

6 MACROBUTTON NUMBERING .

Este informe busca medir la eficacia de los mecanismos instalados en México para cumplir con los requerimientos específicos de la Convención de la OCDE. La presente evaluación se lleva a cabo dentro de los términos de las normas objetivas establecidas en la Convención, incluyendo la que se refiere a equivalencia funcional; debe aplicar los mismos amplios criterios y normas tal y como han sido usados en otros Informes de Fase 2 a la fecha. Sin embargo, también debe tomar en cuenta las realidades de la situación interna de México en cuanto a la lucha contra la corrupción.  Así pues, el informe busca ofrecer a México no solamente una evaluación de sus logros a la fecha, sino más importante aún, un conjunto de observaciones constructivas y realistas que le ayudarán a cumplir con sus compromisos más amplios, así como también con aquellos que ha asumido específicamente al ratificar la Convención.

7 MACROBUTTON NUMBERING .

El equipo de evaluadores agradece la participación activa de los representantes de la SFP, la PGR, el SAT y la SRE en la evaluación de la Fase 2 y su prontitud en explicar el antecedente nacional frente al cual se elaboran los programas anticorrupción. Esto resultó de gran ayuda para el equipo de evaluadores ya que puso en evidencia que cualquier evaluación objetiva de las disposiciones anticorrupción requiere entender ciertas características inherentes a los problemas de corrupción que enfrenta México.

3) Observaciones generales y el problema de la corrupción nacional

a) Factores económicos y sociales clave 

8 MACROBUTTON NUMBERING .

La economía mexicana ha venido experimentando un cambio estructural profundo desde 1980. La intervención y la participación directa del gobierno en la economía productiva han disminuido mucho, notablemente a través de un vasto programa de privatización. Las cuentas comerciales y de capital fueron liberalizadas y se firmaron diversos acuerdos comerciales, señaladamente el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) en 1986, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) en 1994 y varios otros con países de América Latina,
 Asia,
 así como con la Unión Europea.
 

9 MACROBUTTON NUMBERING .

El desempeño económico de México reaccionó después de la crisis del peso en 1995.  El crecimiento de PIB ha sido dinámico, debido en gran medida al crecimiento de las exportaciones. La inflación ha disminuido de manera constante.  El gobierno introdujo ajustes fiscales y ha logrado reducir el déficit de la cuenta corriente.

10 MACROBUTTON NUMBERING .

Los servicios son el principal contribuyente para la producción y el empleo nacional.  Sin embargo, la manufactura juega un papel esencial, aportando alrededor del 20% del PIB y representando más del 85% de las exportaciones mexicanas.  El aporte de la agricultura a la producción ha disminuido pero sigue siendo una fuente importante de empleo (alrededor de una quinta parte de la fuerza laboral). La minería representó apenas un 1.2% del PIB en 2002.  Esta última cifra, sin embargo, subestima la importancia de la producción petrolera en la economía, en particular para el erario, así como para el comercio exterior, con las exportaciones petroleras representando 9% del total de las exportaciones en 2002.

11 MACROBUTTON NUMBERING .

Las importaciones representaron alrededor de 170 mil millones de dólares estadounidenses en 2002 (30% del PIB). La mayoría de las importaciones de México se benefician por reglas preferenciales, teniendo el TLCAN la mayor participación. En particular, Estados Unidos suministró más del 70% de las importaciones a México y Canadá alrededor del 2%. Alemania y Japón son otros dos socios importantes. Los productos básicos importados incluyen maquinaria para la elaboración de metales, productos siderúrgicos, maquinaria agrícola y equipo eléctrico, partes para ensamblado automotriz, refacciones para vehículos motorizados, aeronaves y refacciones para aeronaves. 

12 MACROBUTTON NUMBERING .

En 2002, las exportaciones fueron de alrededor de 160 mil millones de dólares estadounidenses, representando aproximadamente el 27% del PIB de México (comparado con 17% a principios de la década de los mil novecientos noventa). Más del 90% de las exportaciones mexicanas se dirigen a los socios del TLCAN.  Estados Unidos, el principal socio comercial, representó el 89% de las exportaciones de México. Canadá recibió el 1.7% de las exportaciones de México, América Latina, el 3.5%, la Unión Europea el 3.3% y Japón menos del 0.5%.

13 MACROBUTTON NUMBERING .

El cambio de rumbo de la producción hacia los mercados extranjeros después de la crisis del peso dio como resultado el aumento de la participación de México en el mercado de las exportaciones mundiales totales en 2000-01 a 2.6% (comparado con el 1.4% de 15 años antes). La creciente predominancia de los bienes manufacturados redujo la vulnerabilidad de los ingresos por exportaciones frente a las fluctuaciones del precio del petróleo.  En 2002, alrededor del 55% de las exportaciones provino de la industria maquiladora.
 Estas exportaciones se dirigieron principalmente a Estados Unidos, poniendo en evidencia la creciente interdependencia entre las dos economías.

14 MACROBUTTON NUMBERING .

La economía mexicana no solo se abrió al comercio, sino que también promovió la Inversión Extranjera Directa (IED). México es el segundo beneficiario más importante de IED en América Latina. Los flujos de IED fueron por un total de 13 mil millones de dólares estadounidenses en 2002 (un monto menor al excepcionalmente alto de 26 mil millones de dólares estadounidenses en 2001 como resultado de la adquisición de Banamex por Citicorp en un monto de más de 12 mil millones de dólares estadounidenses). El sector terciario, en particular los servicios financieros, atrajo la mayor parte de la IED desde finales de la década de los mil novecientos noventa.
 Las economías de los mercados desarrollados son los principales inversionistas. Estados Unidos y Canadá representan más del 70% de estas inversiones
 seguido por la UE que representa más del 15%. Los flujos de inversión hacia el exterior representaron un promedio anual de 97 millones de dólares estadounidenses entre 1999 y 2001.  Los títulos de inversión hacia el exterior como porcentaje del PIB representaron casi el 2% en 2002.  Los países latinoamericanos son los principales beneficiarios. 

15 MACROBUTTON NUMBERING .

El desempeño del crecimiento de México desde el restablecimiento de la estabilidad macroeconómica ha sido insuficiente para lograr reducir la brecha con otros países de la OCDE en cuanto al nivel de vida.  El PIB per cápita de México es el segundo más bajo entre los países de la OCDE
 por un valor de alrededor de una sexta parte del de Estados Unidos. Asimismo, México enfrenta una elevada tasa de desempleo (18% en 2002), a pesar de la fuerte generación de empleos (la cifra total de empleo en la economía formal creció en alrededor de 10 millones entre 1991 y 2002).  El país enfrenta además varios problemas sociales como resultado de, entre otros, disparidades en la distribución de recursos (40% de la población mexicana vivía por debajo del umbral de pobreza en 2002) y un elevado nivel de analfabetismo (casi 10% de la población por debajo de los 15 años de edad era analfabeta en 2002).

b) Corrupción nacional 

16 MACROBUTTON NUMBERING .

Institucionalmente, los Estados Unidos Mexicanos son una república encabezada por un presidente. El país comprende 31 estados y un distrito federal con un sistema político basado en la separación de poderes entre el ejecutivo, el legislativo y el judicial.  En 2000, las elecciones presidenciales dieron por terminadas siete décadas de gobierno del Partido Revolucionario Institucional (PRI).  La lucha contra la corrupción fue un tema central de la campaña electoral del 2000.  Efectivamente, los análisis muestran que las instituciones públicas adolecían de una corrupción muy enraizada y un escaso respeto por el régimen de derecho, lo que facilitaba la penetración de grupos de traficantes de drogas en las estructuras estatales.
 Varios participantes de la visita in situ, incluyendo a representantes de las embajadas de países firmantes de la Convención, resaltaron los problemas ocasionados por la burocracia, la complejidad y la falta de claridad de los reglamentos administrativos.  Estos factores alimentan la solicitud de sobornos y recalcan la necesidad de una reforma profunda del sistema legal mexicano.

17 MACROBUTTON NUMBERING .

El grado de corrupción interna ha sido ampliamente divulgado. Según el Informe 2003 sobre la Corrupción Mundial publicado por Transparencia Internacional (TI), la corrupción es un problema nacional persistente y grave aun cuando se ha reconocido que México ha logrado importantes avances en cuanto a la lucha contra la corrupción. Los análisis muestran que el nivel de corrupción varía, dependiendo de la institución y del área de actividad.
 Por ejemplo, las fuerzas policíacas y las juntas locales de conciliación y arbitraje
 son percibidas como altamente corruptas, mientras que la Suprema Corte es percibida como ajena a la corrupción, afirmación que recibió el apoyo de los participantes de la visita in situ, notablemente de los representantes de las embajadas de países miembros de la OCDE.

18 MACROBUTTON NUMBERING .

La corrupción tiene un efecto perturbador grave para el desarrollo económico de México.
 En el sector privado, el Índice de la percepción de la corrupción de las empresas en México,
 basado en una encuesta a 3,985 empresas
 realizada en los 32 estados, mostró que el 65% reconocía haber recurrido cuando menos una vez a la corrupción con el argumento de que este tipo de actos era necesario para poder permanecer competitivos. […] Los sectores públicos que fueron percibidos como los más corruptos son él de obras públicas y construcción, armamento y defensa, petróleo y gas, electricidad y telecomunicaciones.
 Algunos artículos de prensa también estiman que en 2003, 10 centavos de cada peso fueron devorados por la corrupción.
 

19 MACROBUTTON NUMBERING .

Como resultado, uno de los desafíos más importantes del gobierno es restablecer la confianza pública en sus instituciones.  Efectivamente, las encuestas de opinión realizadas por TI muestran que México obtuvo 3.6 sobre 10 de calificación en el Índice de Percepción de la Corrupción para 2003,
 calificación que está mejorando paulatinamente desde la publicación inicial del índice en 1996.
 Varios participantes de la visita in situ observaron que los ciudadanos, como guardianes y garantes de la democracia y sus leyes, desconfían del sistema legal y de sus instituciones, incluyendo a la policía.

c) La lucha del gobierno contra una cultura de corrupción

20 MACROBUTTON NUMBERING .

El equipo de evaluadores observó muestras de la voluntad política y del compromiso del gobierno por luchar contra la corrupción. Durante la visita in situ, una percepción ampliamente compartida entre los participantes mexicanos integrantes de esta visita fue que el gobierno está atendiendo las causas de raíz que alimentan una “cultura” de corrupción. Para reducir los efectos dañinos de la corrupción en el desarrollo económico de México, el gobierno ha elaborado programas de divulgación y comunicación para promover la prevención de la corrupción nacional entre el gobierno, los negocios y los ciudadanos. También ha hecho esfuerzos por promover la toma de conciencia en todos los sectores de la sociedad mexicana. El gobierno mexicano eligió un enfoque formalista para manejar la lucha contra la corrupción, es decir, mediante la elaboración de múltiples programas, leyes, normas y reglamentos. El inicio fue con el Programa de modernización de la administración pública 1995-2000
 y luego con el Plan Nacional de Desarrollo 2001-06,
 que establece su estrategia global para combatir la corrupción a través de la promoción de una cultura de transparencia y rendición de cuentas en la administración pública y haciendo hincapié en medidas preventivas al interior del gobierno federal. 

21 MACROBUTTON NUMBERING .

En un esfuerzo por involucrar a actores decisivos en la lucha contra la corrupción en la Administración, en el año 2000 se creó una Comisión Intersecretarial para la Transparencia y el Combate a la Corrupción (CITCC)
 que realizó una revisión trimestral de los esfuerzos de cada institución por luchar contra la corrupción y promover la transparencia. La CITCC funciona de eje en la conformación de la política anticorrupción. Su meta es revisar y coordinar políticas y establecer lineamientos y directrices con vistas a fomentar valores éticos en el servicio público.  Al hacerlo, promueve mecanismos para garantizar la rendición de cuentas y la transparencia en cada uno de los aspectos de la administración pública.
 Aun cuando la CITCC se encarga principalmente de la corrupción interna, la implementación de la Convención de la OCDE también forma parte de su programa.  Al respecto, las autoridades mexicanas indicaron que la CITCC aprobó una resolución el 26 de junio de 2003 para desarrollar las medidas y acciones necesarias para la pronta implementación de las recomendaciones del grupo de trabajo.

22 MACROBUTTON NUMBERING .

Como parte de un análisis general del alcance de la corrupción en la Administración Pública Federal (APF), el Programa 1995-2000 identificó las deficiencias generales, incluyendo la necesidad de mejorar el estatus y la preparación de los servidores públicos. La revisión también reveló una falta de transparencia en la administración debida, en particular, a poderes excesivos del ejecutivo, una falta de rendición de cuentas y una supervisión poco eficiente por parte del público y sus representantes electos.  Finalmente, el programa demandaba un mayor fomento al desempeño, honradez, lealtad, esfuerzo e iniciativa, así como oportunidades de capacitación y evaluación del desempeño del personal.  En 2001, la CITCC identificó 2,050 áreas de acción y 5,328 tipos de comportamiento irregular en 205 instituciones de la APF.  De los 292 procesos identificados como objetivo para mejorar, más de la mitad correspondieron a las contrataciones públicas, las obras públicas, los servicios e inspección.
 Entre otros logros, la CITCC creó un Índice de Monitoreo de Transparencia para evaluar las políticas anticorrupción de cada una de las instituciones federales y para valorar las políticas anticorrupción con el fin de afinar estrategias y objetivos.

23 MACROBUTTON NUMBERING .

Los esfuerzos por lograr mejorar la prevención de la corrupción al nivel federal incluyen una política estricta sobre la rendición de una declaración patrimonial que deben hacer los servidores públicos,
 y que supera los requisitos de la mayoría de los países de la OCDE.  Aún más reciente es la elaboración en 2002 de un código de ética para los servidores públicos federales que debe ser transpuesto por todas las instituciones federales.
 También del año 2002, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, refuerza las obligaciones de éstos y causa responsabilidad administrativa en casos de corrupción y conflictos de interés.
 En el año de 2003, se emitieron 5,224 sanciones administrativas contra 4,155 servidores públicos, 58 de las cuales estuvieron relacionadas con corrupción o extorsión (1%), principalmente en la Secretaría de Gobernación (13 casos), la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural (8 casos) y la PGR (7 casos).  Las autoridades mexicanas subrayan que la sanción por faltas administrativas tiene un efecto benéfico al prevenir que se materialice la corrupción y otros actos ilícitos graves. 

24 MACROBUTTON NUMBERING .

[…] El gobierno mexicano afirmó estar poniendo especial interés en los funcionarios que están particularmente expuestos a la corrupción.  Los servidores públicos asignados a las áreas de contrataciones públicas, aduanas y administración fiscal,
 son auditados y rotados regularmente
  Una avance de importancia ha sido la adopción en abril de 2003 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, bajo la responsabilidad de la Secretaría de la Función Pública (SFP). De conformidad con la ley que entró en vigor el 4 de abril de 2004, la contratación se basa en la igualdad de oportunidades y méritos desde los niveles más bajos (de entrada) hasta el nivel de director general.  El reglamento de esta ley del servicio profesional de carrera también establece el requerimiento de llevar a cabo evaluaciones regulares del desempeño de los funcionarios y el despido en caso de reprobar por segunda vez el examen.

25 MACROBUTTON NUMBERING .

Las prácticas para las contrataciones han sido modernizadas para mejorar la transparencia en las licitaciones federales a través de un programa de ciudadano testigo
 y del sistema electrónico de contrataciones gubernamentales (Compranet). Además, los procedimientos administrativos han sido simplificados y se han hecho más accesibles mediante la reducción de los trámites burocráticos y la publicación de los requisitos administrativos en Internet.
 También se ha introducido un proceso de autorización automática en el caso de algunos procedimientos donde se proporciona la autorización tácita si no se obtiene respuesta de parte de la administración en un determinado período de tiempo. Varios participantes, incluyendo los consejeros económicos de las embajadas reconocieron que los programas gubernamentales a través de la vía electrónica mejoran la transparencia al reducir el contacto personal entre los servidores públicos y los ciudadanos, así como también las oportunidades de comportamientos poco éticos tales como el soborno y el mal uso de los poderes discrecionales.  El representante de un sindicato, sin embargo, hizo notar las limitaciones de este tipo de iniciativas: aun cuando el uso de herramientas electrónicas como Compranet o Declaranet crece año con año, el número de computadoras en los hogares mexicanos
 podría obstaculizar un avance considerable.

26 MACROBUTTON NUMBERING .

Mediante su campaña anticorrupción, el gobierno ha buscado modificar la cultura que “facilita” la corrupción en todos los niveles sociales e inculcar una cultura de cero tolerancia.  A pesar de estos esfuerzos, un funcionario de alto nivel declaró ante el equipo de evaluadores que todavía existe una falta de conciencia y un enfoque endémico “cultural” hacia la corrupción. Según este funcionario, al gobierno todavía le falta mucho camino por recorrer en su lucha contra la corrupción.  Este equipo de evaluadores también observó que los esfuerzos gubernamentales se concentran principalmente en la corrupción pasiva nacional, mientras que la lucha contra el cohecho transnacional requiere que también se tomen medidas transfronterizas. 

d) La participación internacional 

27 MACROBUTTON NUMBERING .

Las autoridades mexicanas han expresado su compromiso por combatir la corrupción al nivel internacional.  Además de ser firmante de la Convención de la OCDE, México también es signatario de la Convención de la OEA desde junio de 1997 y firmó el 15 de mayo de 2002 la Convención de Derecho Penal sobre Corrupción del Consejo Europeo. A últimas fechas, México auspició la firma de la Convención de Naciones Unidas sobre la Corrupción el 15 de mayo de 2002 en Mérida.  En el ámbito nacional, el gobierno mexicano ha preparado dos anteproyectos de ley para reformar el Código Penal Federal en respuesta a las recomendaciones e inquietudes expresadas por el grupo de trabajo durante la Fase 1. Asimismo, la Secretaría de la Función Pública gastó 234,482 pesos
 en materiales informativos (folletos, publicaciones, carteles, etc.) para divulgar los objetivos y las recomendaciones de la Convención. 
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La atención de México, sin embargo, se ha centrado principalmente en la implementación de la Convención con respecto a los sobornos entregados por empresas extranjeras a servidores públicos mexicanos. México tiende a considerar a la Convención en términos de la “protección” que ofrece a las empresas mexicanas contra la corrupción perpetrada por empresas extranjeras en México más que en términos de las obligaciones que impone a las empresas mexicanas que operan en el extranjero. Por otra parte, las autoridades mexicanas perciben en gran medida el combate al cohecho por las empresas mexicanas en el extranjero como un tema limitado debido al bajo nivel de inversión mexicana en el extranjero y a la estructura y naturaleza de sus exportaciones, siendo Estados Unidos el principal socio comercial de México. Mientras que los actos delictivos transfonterizos, tales como el contrabando de personas y el tráfico de drogas, son manejados comúnmente por las autoridades encargadas de aplicar la ley en México y Estados Unidos, ninguna de las iniciativas de cooperación existentes aborda la lucha contra el cohecho de servidores públicos extranjeros.
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Algunos factores económicos apuntan hacia una creciente participación de empresas mexicanas en los mercados mundiales, elevando así el riesgo de prácticas corruptas en el extranjero.  Por ejemplo, los representantes de la institución de crédito a la exportación, Bancomext, sugirieron durante la visita in situ que el sector de las exportaciones está impulsando a la economía mexicana. Esto apoyaría el punto de vista del equipo de evaluadores en el sentido de que las oportunidades para que empresas mexicanas se involucren en prácticas corruptas en el extranjero están creciendo. Según Bancomext, 31,282 empresas exportan al extranjero, de las cuales alrededor de 12,500 tienen una orientación hacia la exportación.  Aproximadamente 750 representan el 88% de las exportaciones totales de México.  Por lo tanto, como resultado del incremento de las exportaciones mexicanas y de las inversiones en el extranjero, la exposición de las empresas mexicanas y sus subsidiarias extranjeras a operaciones propensas a la corrupción está creciendo. Por estas razones, es necesario realizar mayores esfuerzos para evitar, detectar y procesar el cohecho en el extranjero. 

B. EL DELITO DE COHECHO TRANSNACIONAL: UN MARCO LEGAL EN EVOLUCIÓN
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Desde la entrada en vigor en México de la legislación para la implementación en mayo de 1999, no se han presentado casos de cohecho transnacional o de tráfico de influencias con respecto a un servidor público extranjero. Las autoridades mexicanas apuntan, sin embargo, a una investigación en curso que recae indirectamente dentro del campo de aplicación de la Convención referente a supuestos actos de cohecho de servidores públicos de alto nivel mexicanos por una empresa extranjera con sede en un país firmante de la Convención. Sin embargo, no hay más información disponible por el momento debido a la naturaleza confidencial de la investigación.  
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Por lo tanto, las autoridades Mexicanas proporcionaron información acerca de la jurisprudencia existente sobre cohecho nacional para mejorar el entendimiento de la posible interpretación del delito por los tribunales (vea en anexo 1).
 A partir de la información y de los extractos de jurisprudencia entregados, el equipo de evaluadores observó también la ausencia […] de casos complejos o de alto nivel que involucren a cómplices, intermediarios o terceros beneficiarios, centros extraterritoriales, etc. Como consecuencia de esto, varias de las preguntas que surgieron durante la Fase 1 sobre la probable interpretación del artículo 222 bis del Código Penal Federal (CPF) sobre el cohecho activo de servidores públicos extranjeros siguen en pie ya que no han sido confirmadas por la jurisprudencia.  Algunas preguntas, relacionadas a terceros beneficiarios y la definición de servidores públicos extranjeros, quedan potencialmente aclaradas con la iniciativa de ley pendiente.

1) El delito de cohecho 

a) Las reformas al delito 

i) Iniciativa de reforma al delito en la sección 222 bis del Código Penal Federal (CPF)
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Una iniciativa de ley que surgió a partir de la evaluación del grupo de trabajo durante la Fase 1 referente a terceros beneficiarios y a la definición de servidores públicos extranjeros y una iniciativa de ley para crear el delito de conspiración fue presentada ante el Senado en otoño de 2003. Debido a discusiones sobre proyectos presupuestarios urgentes, la deliberación sobre las iniciativas fue pospuesta hasta la sesión de primavera (marzo-abril de 2004). […] El 29 de abril de 2004, el Senado adoptó la iniciativa de ley reformando los elementos del delito, después de la visita in situ.  Adoptó la reforma propuesta por el gobierno referente a la definición de servidores públicos extranjeros, pero rechazó la inclusión de una referencia expresa a terceros beneficiarios.  La iniciativa de ley se encuentra ahora pendiente en la Cámara de Diputados. 
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Terceros beneficiarios: Como se indicó durante la Fase 1, el artículo 222 bis no se aplica expresamente al caso donde se ofrece, promete o concede directamente a un tercero un beneficio con el fin de obtener o retener una ventaja indebida de un servidor público extranjero.   El Grupo de Trabajo, a pesar de las seguridades ofrecidas por las autoridades mexicanas, estaba incierto de si este caso quedaría cubierto y recomendó que se le diera seguimiento a este tema en la Fase 2. La revisión de la jurisprudencia sobre cohecho nacional no es pertinente en este elemento, ya que el delito de cohecho nacional no se aplica expresamente al soborno donde el beneficio es para un tercero (Artículo 222 del CPF). La iniciativa de ley presentada al Congreso agregaba las palabras “en beneficio de él/ella o en beneficio de un tercero” al Artículo 222 bis, fracciones I y II y el equipo de evaluadores consideró que esto eliminaría la duda acerca de la cobertura de la situación donde el soborno es entregado directamente a un tercero. Sin embargo, el Senado rechazó recientemente esta reforma, considerando que los terceros beneficiarios ya estaban contemplados en el texto existente.  Si la cobertura de terceros llegara a permanecer implícita, las dudas expresadas en la Fase 1 seguirían existiendo hasta que la jurisprudencia aclare el caso de sobornos entregados a servidores públicos extranjeros para el beneficio de terceros y de sobornos entregados directamente a terceros sin pasar a través de servidores públicos extranjeros. Ya sea que la cobertura de estas situaciones en el futuro sea implícita o explícita, los evaluadores principales alientan a las autoridades mexicanas a garantizar que esta cobertura quede perfectamente entendida por las autoridades encargadas de aplicar la ley.   
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Definición de servidores públicos extranjeros: Actualmente, de conformidad con el Artículo 222 bis del CPF, un servidor público extranjero es toda persona que ostenta u ocupa un cargo público de conformidad con la ley del país del funcionario.
 En esta evaluación de la Fase I, al Grupo de Trabajo le inquietaba que el método no autónomo de definir a los servidores públicos extranjeros, pudiera llevar a la aplicación inconsistente y, en algunos casos, inadecuada del delito de cohecho transnacional. Por lo tanto, recomendó que este tema fuera supervisado en la Fase 2.  Sin embargo, las autoridades mexicanas se anticiparon a esta revisión al proponer una reforma al artículo 222 bis. La definición propuesta ya no estaría expresamente ligada a la ley del país del servidor público extranjero:

“… se entiende por servidor público extranjero, toda persona que ostente u ocupe un empleo, cargo o comisión en la rama legislativa, ejecutiva o judicial o en un organismo público autónomo de cualquier tipo o nivel de gobierno de un Estado extranjero, ya sea que haya sido nombrado o elegido; toda persona que realice una función para una autoridad pública, organismo o empresa o que sea de participación estatal de un país extranjero; y todo servidor o representante de una entidad u organización pública internacional (las reformas en comparación con la definición actual han sido señaladas por la Secretaría). 
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El Senado ha adoptado la nueva definición y las autoridades mexicanas confían en que también será adoptada por la Cámara de Diputados en los próximos meses. […] El equipo de evaluadores recibe con beneplácito esta iniciativa de ley y espera que sea adoptada en los próximos meses.  En cualquier caso, en vista de que ni la definición actual ni la definición propuesta han sido probadas en los tribunales, los evaluadores principales recomendarían que el Grupo de Trabajo dé seguimiento a este tema a medida que la jurisprudencia se vaya desarrollando ya que algunas cuestiones potenciales señaladas en el informe de la Fase 1 subsistirían con la nueva definición.
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Creación del delito de conspiración: Hasta ahora, al igual que en otros países con sistemas jurídicos basados en el Derecho Romano, el concepto de conspiración está limitado a delitos contra la seguridad nacional (Artículo 141 del CPF).  En consecuencia, el CPF no cubre la noción de conspiración tal y como se entiende en el sistema jurídico anglo-sajón.  La iniciativa de ley planea introducir la conspiración en un nuevo artículo 12 bis donde se establezca que “Se comete conspiración cuando uno o más individuos se ponen de acuerdo para ejecutar un delito y resuelven ejecutarlo. La conspiración para cometer un delito solamente será castigada en los casos previstos expresamente por la ley”, incluyendo el cohecho de un servidor público extranjero (con la creación del nuevo artículo 222 bis 1) y lavado de dinero (nuevo artículo 400 bis 4 del CPF).  Sin embargo, la conspiración no se aplicaría al cohecho nacional.  El Artículo 222 bis 1 establece: “Una pena de prisión de un mes a dos años y una multa de 10 a 200 salarios diarios serán impuestas a quien conspire para cometer el delito señalado en el artículo 222 bis de este código.” Los antecedentes legislativos de la iniciativa de ley establecen que la conspiración puede ser castigada solamente en los casos en que el delito principal no haya sido cometido para evitar así la posibilidad de la doble condena. 

ii) La posibilidad de otras reformas a los elementos del delito
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Después de la Fase 1, México […] ratificó la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción […] y pretende depositar pronto su instrumento de ratificación.
 La implementación de la Convención de las Naciones Unidas tiene implicaciones en varias áreas de la ley nacional y las autoridades mexicanas planean crear un grupo de estudio con la participación de la Secretaría de Gobernación, la PGR, el SAT y la SFP.
 En esta etapa, las autoridades mexicanas no están en posición de indicar qué leyes serían reformadas, aunque las leyes sobre protección de víctimas y testigos, sanciones y confiscación, así como la estructura de los organismos encargados de luchar contra la corrupción serán sometidas a revisión. Las autoridades mexicanas planean terminar la implementación de la Convención en un plazo de dos/tres años. En consecuencia, no es posible en este momento saber si el Artículo 222 bis del CPF será reformado y, en caso afirmativo, hasta qué grado.


Comentario

Con respecto a la definición de servidores públicos extranjeros y a la cobertura de los sobornos entregados a terceros, los evaluadores principales opinan que el anteproyecto de ley tal y como lo presenta el gobierno atiende satisfactoriamente las Recomendaciones de la Fase 1 y alienta a las autoridades mexicanas a impulsar la rápida adopción del texto presentado. 

b) La jurisprudencia sobre cohecho nacional 
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Como se señaló anteriormente, existe escasa jurisprudencia federal y estatal sobre delitos de cohecho que sugiera cómo podría interpretarse el artículo 222 bis del CPF y ninguna tiene el peso de una jurisprudencia obligatoria.
 Además, debido a que las definiciones de delito nacional y delito transnacional difieren ligeramente, no toda la jurisprudencia existente es pertinente.  Por último, las autoridades mexicanas observaron que los comentaristas académicos no se han mostrado lo suficientemente interesados en el tema, a pesar de los diversos foros, talleres y cursos que se han organizado en México. La PGR no ha emitido lineamientos internos oficiales que ayuden a las autoridades encargadas de aplicar la ley […] a interpretar el artículo 222 bis, ni tampoco los tribunales han emitido criterios interpretativos para explicar el artículo 222 bis. 
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Las interpretaciones propuestas por las autoridades mexicanas de ciertos elementos del delito aún no han sido confirmadas por la jurisprudencia. En consecuencia, varios temas explorados en la Revisión de la Fase 1 continúan generando incertidumbre, tales como (i) la interpretación del “propósito de obtener y retener para sí o para otra persona, ventajas indebidas en el desarrollo o al conducir operaciones internacionales de negocios”; (ii) la interpretación del elemento que se refiere al acto u omisión del servidor público extranjero;
 (iii) si una persona es responsable si él/ella sobornó a un servidor público extranjero visto que fue el licitante mejor calificado (Comentario 4 a la Convención);
 (iv) si una persona es responsable si él/ella sobornó a un servidor público extranjero cuando la ley del Estado del servidor público extranjero permitía o requería la ventaja (Comentario 8); (v) la distinción entre pagos de facilitación (Comentario 9) y ventajas de valor bajo (Comentario 7); (vi) la distinción entre tráfico de influencia y corrupción; o (vii) el alcance de la cobertura de complicidad.  Sin embargo, algunas preguntas que surgieron durante la Fase 1 han sido atendidas y fueron discutidas con mayor profundidad durante la visita in situ: 
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Intención: De conformidad con el artículo 15 fracción I del Código Penal Federal, la intención es un requisito previo para la responsabilidad. En un fallo emitido en 2001,
 el tribunal especificó que el intento debe ser específico. Señaló claramente que: “la intención de la dádiva u ofrecimiento debe consistir en que el servidor público realice o no realice una acción correcta o incorrecta relacionada con sus funciones”.  En consecuencia, podrían surgir dudas cuando la intención no es específica.  Por ejemplo, cuando el sobornador no está plenamente conciente de la identidad del servidor público extranjero corrupto o del monto del soborno ya que él/ella utilizó un intermediario responsable de distribuir los sobornos.
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El equipo de evaluadores está satisfecho de que el fallo de 2001 antes mencionado, claramente señala que “la norma penal no requiere que el servidor público lo acepte”. 
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Ofrecer, prometer o dar: El artículo 222 bis abarca a todo aquel que “ofrezca, prometa o dé” un soborno, mientras que el artículo 222 abarca a todo aquel que “de manera espontánea dé u ofrezca” un soborno. En consecuencia la promesa de un soborno es un nuevo elemento del delito transnacional y se deja a un lado la condición de la espontaneidad.  Así pues, el delito transnacional parece ser más amplio que el delito nacional. El equipo de evaluadores considera que esta diferencia debe recalcarse cuando las autoridades encargadas de aplicar la ley están siendo capacitadas sobre delitos económicos para que el delito de cohecho transnacional sea plenamente implementado. 
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En relación con “ofrecer”, en un fallo emitido en 2000 relacionado con el delito de cohecho nacional en el estado de Michoacán,
 el tribunal señaló que puesto que la ley establece que el delito lo comete “todo aquel que dé u ofrezca” un soborno, una simple oferta impropia es suficiente para que el crimen sea cometido, ya que el cohecho no es un crimen que requiere de un resultado.
 Una solución similar fue adoptada referente al cohecho pasivo en fallos emitidos en 1985 y 1993 donde los tribunales sostuvieron que la solicitud era suficiente y que no era necesario efectuar la entrega del soborno.
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La determinación de la fecha del crimen y sus consecuencias: En un fallo emitido en 1985, el tribunal señaló que el delito de cohecho pasivo se comete el día en que se hace la solicitud y que “no puede decirse que si el servidor público recibió lo que se había solicitado o si aceptó una promesa, en ese caso está cometiendo de nueva cuenta el crimen en cuestión, puesto que esta acción sería una consecuencia de la acción anterior que completó el [delito] y no un crimen autónomo.  De esta declaración surgen varias preguntas.
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Primero, en el caso en el que una persona haya ofrecido un soborno al servidor público extranjero antes de la entrada en vigor del artículo 222 bis, pero la transferencia efectiva del soborno fue hecha después de esa fecha, no existe la certeza de que un tribunal tomará en cuenta el ofrecimiento y luego considerará que el delito no existe (bajo el principio de la no retroactividad establecido en la Constitución, artículo 14, §1 y 2)  o si el tribunal pudiera seguir considerando al soborno como la acción detonante y, consecuentemente, aplicar el artículo 222 bis.  En segundo lugar, cuando el ofrecimiento ocurre en el extranjero y el soborno en México, surgen dudas concernientes a la aplicabilidad de la jurisdicción territorial para el delito.  En tercer lugar, una implementación rígida de esta jurisprudencia podría crear problemas con la ley que fija términos de prescripción, si la ley corre a partir de la fecha del ofrecimiento, y no a partir de la fecha de la dádiva o recepción de la ventaja.
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Naturaleza y monto del soborno: Los delitos de cohecho nacional y transnacional difieren ligeramente en este punto, ya que el artículo 222 bis se aplica al obsequio, etc. de “dinero o cualquier otra dádiva, ya sea en bienes o servicios”, mientras que el artículo 222, fracción II simplemente abarca “dinero o cualquier otra dádiva”.  Extractos de jurisprudencia se refieren solamente al “beneficio indebido”, “un cierto monto”, “dinero o dádivas” pero la forma del soborno jamás se menciona claramente.  La información proporcionada por la SFP indica que el soborno es casi siempre en dinero y generalmente por un monto bajo.
 El equipo de evaluadores considera que acrecentar el conocimiento de los investigadores acerca de las distintas formas que puede adoptar el soborno (es decir, viajes, reconocimientos, etc.) podría mejorar la detección y persecución del delito. 
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Acto u omisión del servidor público: el artículo 222 bis sobre el cohecho transnacional y el 222 sobre cohecho nacional están redactados de forma distinta en lo que a este punto se refiere.
 Así pues, la jurisprudencia existente tiene un valor explicativo limitado, pero puede, no obstante, aportar ideas sobre las tendencias de interpretación futura del artículo 222 bis.
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En un fallo dictado en 2001,
 el tribunal señala claramente que “es indispensable demostrar que la acción u omisión que se solicitó al [servidor público] que realizara está relacionada con las funciones con que él/ella está investido debido al cargo público que le fue conferido, puesto que es solamente este caso el que pone en peligro el funcionamiento debido de la administración pública, un interés legal protegido contra el delito de cohecho”.
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En un fallo dictado en 2002 sobre cohecho federal pasivo,
 el tribunal sostuvo que “las actividades relacionadas con las funciones de los servidores públicos” abarcaban un acto que no estaba directamente relacionado con las funciones específicas del servidor público.  En ese caso, la aceleración del procedimiento que era lo que el sobornador estaba solicitando no era parte de las funciones del servidor público, aunque, no obstante, la acción resultaba factible para éste último.  Esta situación podría ser similar a las situaciones abarcadas por la fracción II del artículo 222 bis.
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En un fallo emitido en 2000 relacionado con el delito nacional en el estado de Michoacán,
 el tribunal indica que el hecho de que el servidor público no haya podido realizar lo que el soborno supuestamente debería haber logrado, no exonera al sobornador ya que el cohecho se consumó a partir de un ofrecimiento indebido.  Sin embargo, el tribunal indica más adelante que en ese caso particular, aun si la situación no fuera precisamente la que el sobornador tenía en mente, el servidor público hubiera podido actuar en el sentido que el sobornador esperaba.
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En casos sucedidos en 1995 y 2003 sobre cohecho activo,
 unas personas le pagaron a unos servidores públicos para que dejaran de actuar arbitrariamente. Los tribunales sostuvieron que en esos casos, las personas no eran responsables de cohecho. A pesar de que el resultado del caso no es argumentable (las personas pagaron para ser liberadas de una detención ilegal), la justificación de los tribunales en los dos fallos es preocupante si se transpone a otras situaciones de cohecho como respuesta al ejercicio indebido de las atribuciones y cuando la libertad de la persona no está en riesgo. 

Comentario

En vista del número reducido y la naturaleza de los casos sobre cohecho federal que han sido dictaminados por los tribunales, no es posible evaluar con claridad cómo ciertos elementos del delito de cohecho de servidores público extranjeros serán interpretados en la práctica. Por lo tanto, los evaluadores principales recomiendan que la jurisprudencia […] sea monitoreada a medida que vaya evolucionando. 

Por ultimo, tomando en consideración las diferencias que existen entre los delitos de cohecho de servidores públicos mexicanos y el cohecho de servidores públicos extranjeros, los evaluadores principales alientan a las autoridades mexicanas a elaborar lineamientos internos dirigidos a las autoridades encargadas de aplicar la ley, resaltando esas diferencias, tales como la necesidad de poner mayor atención a los intermediarios y a los terceros beneficiarios, la diferencia de actos por los cuales el servidor público es sobornado, la cobertura de la promesa de un soborno, la ausencia del requisito de espontaneidad para que el cohecho activo sea perpetrado, etc. Alientan también a los tribunales a emitir criterios interpretativos sobre el mismo tema. 
2) La represión al lavado de dinero
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Introducido en 1990 como delito fiscal, el lavado de dinero fue trasladado al Código Penal Federal en 1996.  En la actualidad este delito aparece sancionado en el artículo 400 bis, independientemente del delito predicado.
  Las autoridades mexicanas indicaron que desde el año 2000 se han iniciado 416 investigaciones relacionadas con lavado de dinero que han conducido a 77 sentencias, la mayoría de las cuales están relacionadas con el tráfico de drogas.  Hasta ahora, no existe jurisprudencia en relación con el lavado de dinero ligada al cohecho de un servidor público extranjero por personas o empresas mexicanas.  Sin embargo, durante la visita in situ, la PGR mencionó que había descubierto un caso de cohecho transnacional donde participa una empresa de otro país de la OCDE sospechosa de haber sobornado a oficiales públicos mexicanos de alto nivel. México se enteró de este caso después de haber sido notificado por la Unidad de Inteligencia Financiera del otro país de la OCDE acerca de una investigación de lavado de dinero.  Las autoridades encargadas de aplicar la ley siguen investigando el caso.
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La PGR señaló que experimentaban dificultades en llevar a juicio el lavado de dinero.  La PGR resaltó la complejidad del delito y la dificultad de probar el origen ilegal de los fondos lavados. Sin embargo, la PGR también indicó que un fallo judicial reciente señalaba que una condena por el delito predicado no era un requisito previo para una condena por lavado de dinero: señales bien fundadas del origen ilegal de los fondos lavados son suficientes y no es necesaria la prueba más allá de una duda razonable del delito predicado.
 Como consecuencia, una vez que el juicio ha demostrado cierto nivel de certidumbre en cuanto al origen ilegal de los fondos, la carga de la prueba se revoca y el acusado tiene que probar la legitimidad del origen de sus bienes. La PGR indicó, sin embargo, que al iniciar una investigación sobre lavado de dinero, se investigan sistemáticamente todos los delitos posibles relacionados, incluyendo el cohecho. Como ejemplo, la PGR mencionó que dos casos de lavado de dinero iniciaron primero por una investigación sobre lavado de dinero que condujo a la sospecha de cohecho.
 Las autoridades mexicanas indicaron, sin embargo, que tuvieron dificultades para utilizar la disposición de revocación de la carga de la prueba.
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Otra dificultad está relacionada con probar que el acusado sabía que los fondos eran ilegales y que el lavado tuvo lugar para un fin específico.  Para enfrentar esta dificultad y con el fin de que México pueda cumplir con las obligaciones internacionales, una iniciativa para reformar el CPF y el Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP) fue presentada ante el Senado en septiembre de 2003.  Esta iniciativa incluye una propuesta para introducir el lavado de dinero negligente en un nuevo artículo, el 400 bis 1 del CPF.  El lavado de dinero negligente sancionaría a las personas que, debido a su profesión, trabajo, posición o comisión no adopten los medios necesarios para determinar si los recursos, derechos o fondos son legítimos.  Este artículo, de ser aprobado, sería una innovación legal del marco mexicano antilavado de dinero, puesto que la negligencia ya no sería una defensa disponible para estas personas.  Sin embargo, al momento de la visita in situ, la iniciativa de ley todavía no había sido discutida en el Senado. La iniciativa de ley también prevé introducir la conspiración al lavado de dinero en un nuevo artículo 400 bis 2.
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Una tercera dificultad es el retraso procesal debido al requerimiento de obtener una denuncia penal formal de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) cuando el dinero es lavado a través del sistema financiero mexicano (de las 416 investigaciones preliminares iniciadas por el delito de lavado de dinero, durante el período de enero del año 2000 al 15 de mayo de 2004, 8 acusaciones fueron espontáneamente entregadas por la SHCP y 72 acusaciones fueron entregadas por la SHCP a petición del Procurador General de la Nación). La SHCP explicó que el lavado de dinero inicialmente estaba ligado al delito fiscal, pero que jamás se ha negado a entregar una demanda formal a la PGR cuando se ha cometido un delito utilizando al sistema financiero.
 La SHCP también indicó que este vínculo procesal fue preservado por el Congreso como garantía de que el sistema financiero estaría respaldado por un marco firme legal, reglamentario y de supervisión.  Además, la intervención de la SHCP (a través de su UIF) también es benéfica debido a que su personal tiene mayor experiencia en cuanto a los delitos fiscales y de fraude que la PGR, así como también el acceso irrestricto a información fiscal.  Con relación a este último punto, la SHCP indicó que las reformas de los reglamentos financieros deberían permitir a la UIF divulgar más información y consultar las bases de datos de las unidades penales.

56 MACROBUTTON NUMBERING .

En cuanto a la capacitación, las autoridades mexicanas indicaron que varios funcionarios de la UIF de la SHCP asistieron a cursos de capacitación sobre lavado de dinero y financiamiento al terrorismo. Las autoridades mexicanas mencionaron asimismo que la PGR, a través de su Instituto Nacional de Ciencias Penales, está también proporcionando capacitación sobre casos complejos de cohecho a sus ministerios públicos y agentes investigadores federales.  Sin embargo, un representante de la policía presente en la visita in situ indicó que aun cuando México cuenta con suficientes recursos en la actualidad, en el futuro se van a requerir más fondos debido al esperado incremento de delitos transnacionales. 

Comentario

Los evaluadores principales felicitan a las autoridades mexicanas por haber tomado medidas para asegurar la capacitación adecuada sobre lavado de dinero y las alientan a garantizar que la capacitación y el número de empleados sigan siendo los adecuados en el futuro. Los evaluadores principales también agradecerían que se les mantenga informados acerca de la evolución del probable caso de cohecho transnacional que resulte de la investigación inicial de lavado de dinero.  

Los evaluadores principales están complacidos por el marco legal mexicano en su conjunto en lo referente al lavado de dinero y apoyan a las autoridades mexicanas en sus esfuerzos constantes en cuanto a la implementación de varias iniciativas que apunten a corregir los vacíos legales y a cumplir con mayor eficiencia las obligaciones internacionales esperadas.  Por lo tanto, los evaluadores principales recomiendan enfáticamente que México promulgue el artículo 400 bis 2 sobre lavado negligente lo antes posible.  Una vez que este artículo sea promulgado, será necesario someterlo a seguimiento.  

3) La reforma a la responsabilidad de las personas morales 

Naturaleza de la responsabilidad y de las sanciones hacia las personas morales 

57 MACROBUTTON NUMBERING .

Al nivel federal, México introdujo sanciones para las personas morales en 1999 por delitos, estableciendo expresamente las disposiciones para su aplicación (artículo 11 de CPF
). Hasta ahora, éstas incluían únicamente dos delitos: cohecho de servidores públicos extranjeros (artículo 222 bis del CPF
) y actos u omisiones que afecten seriamente al consumo nacional (artículo 253 del CPF). Las sanciones penales para las personas morales no se aplican a corrupción interna, lavado de dinero o delitos contables.
 En esta etapa, no se han presentado casos en los que una persona moral haya sido acusada de cohecho activo o delito contra el consumo. En consecuencia, el equipo examinador no pudo revisar su aplicación y eficacia. 

58 MACROBUTTON NUMBERING .

La ausencia de jurisprudencia contribuye a la falta de interés de las empresas y de sus abogados acerca de la aplicabilidad de sanciones a personas morales. Es evidente que la comunidad de negocios considera a la Convención (y a su legislación para implementarla) como principalmente centrada en la responsabilidad personal de los individuos.  Además, un abogado indicó que la ley de sociedades contempla desde hace varios años sanciones similares para las personas morales pero que nunca se han aplicado.  Una de las razones mencionadas es que la sanción principal, la liquidación de una persona moral sería poco probable.  

59 MACROBUTTON NUMBERING .

Dos iniciativas de ley proponiendo reformas a las sanciones para las personas morales están siendo discutidas en el Congreso de la Unión. Una primera iniciativa propone crear la responsabilidad penal de las personas morales (artículo 11
), modifica las sanciones existentes y especifica los procedimientos aplicables.
 La segunda iniciativa de ley propone adaptar el último párrafo del artículo 222 bis al futuro artículo 11. Los evaluadores principales consideraron que en vista de la discusión en curso sobre las reformas a los artículos 11 y 222 bis, los nuevos textos, de existir, deberían ser examinados a su debido tiempo por el grupo de trabajo sobre cohecho.

Campo de aplicación

60 MACROBUTTON NUMBERING .

Actualmente el artículo 11 restringe la imposición de sanciones a personas morales a “los casos exclusivamente especificados por la ley”, mientras que el texto de la iniciativa abandona esta limitación. Las autoridades mexicanas declaran que un gran número de casos podrían resultar a partir de la aprobación de la reforma propuesta.  Asimismo, el artículo 11 actual contempla la discreción de un juez para imponer una sanción (“podrá imponer”), mientras que la iniciativa de ley parece indicar que la sanción es obligatoria (“impondrá”). 

Criterio de responsabilidad

61 MACROBUTTON NUMBERING .

De conformidad con el artículo 11 actual del CPF, una persona moral no puede ser penalmente responsable per se pero puede ser sujeta a sanciones si se cumplen varios requisitos, ninguno de los cuales ha sido probado en los tribunales. Los representantes de la PGR indicaron que esos requisitos no están siendo reformados por la iniciativa de ley y la introducción de responsabilidad penal: un miembro o representante de la entidad debe haber sido condenado por el delito de cohecho transnacional y tiene que haber cometido el delito de cohecho con los medios proporcionados por la entidad legal para tales fines de una forma tal que el delito haya sido cometido a nombre y en representación o bajo la protección de la entidad.

62 MACROBUTTON NUMBERING .

La iniciativa de ley especifica que el juez impone una sentencia a la persona moral “sin prejuicio para la responsabilidad en que pudieron haber incurrido las personas físicas por los delitos cometidos”. Los representantes de la PGR, no obstante, confirmaron que la condena de la persona física involucrada seguiría siendo necesaria, bajo el principio de “responsabilidad solidaria”.  Las autoridades mexicanas explicaron en la Fase 1 que “un miembro o representante” podría ser cualquier empleado de la entidad jurídica. Sin embargo, los trabajos de preparación de la iniciativa de ley solamente se refieren a “personas físicas que forman parte de las instancias administrativas”.

63 MACROBUTTON NUMBERING .

El requisito de que el delito sea cometido “con los medios que para tal objeto la entidad moral les proporcione" también alarmó al equipo de evaluadores ya que parece indicar que en los casos donde un empleado común soborna a un servidor público extranjero, el juez tendría que probar la intención o por lo menos la autorización de uso de los medios de la entidad jurídica por las instancias administrativas, y así su participación, cuando menos como instigadoras o cómplices.  Esto podría resultar difícil de probar y podría restringir el campo de aplicación de las sanciones. Lo anterior explicaría, en consecuencia, la interpretación restrictiva  encontrada en los trabajos de preparación referentes a las personas físicas involucradas.  Esta condición también evitaría sancionar a una persona moral en los casos en que una segunda persona moral proporcione los medios para sobornar al servidor público extranjero en beneficio de la primera persona moral. 

64 MACROBUTTON NUMBERING .

En México, la responsabilidad de una empresa matriz mexicana por los actos de su filial extranjera parece ser extremadamente limitada ya que la condición de que los medios para cometer el soborno deben ser suministrados por la persona moral (en este caso, la empresa matriz), como la simple autorización de la empresa matriz […] sería insuficiente para desencadenar su responsabilidad.  Los representantes de la PGR mencionaron la posibilidad de acusar a la persona física y a la empresa matriz de complicidad por el cohecho perpetrado por la filial o, inclusive, la posibilidad de sancionar a la empresa matriz por el delito de lavar los fondos del delito de cohecho.  Sin embargo, ninguno de los casos anteriores, ha sido jamás llevado a la práctica.  En la investigación en curso mencionada en el §30 sobre una empresa europea que sobornó a servidores públicos mexicanos, el representante de la PGR indicó que las investigaciones se han iniciado tanto contra individuos como contra personas morales y que la empresa europea utilizó personas morales creadas en Centroamérica para el único fin de sobornar a servidores públicos (no hubo mayor información debido a lo temprano del procedimiento).  Sin embargo, el resultado de la investigación contra la persona moral parecería inclinarse a la disolución de la persona moral debido a su propósito ilícito más que a sancionar a la persona moral por haber sobornado a un servidor público, puesto que las sanciones penales para las personas morales no están previstas en el caso de cohecho de un servidor público mexicano.   

65 MACROBUTTON NUMBERING .

El equipo de evaluadores considera que la duda expresada durante la Fase 2 sobre si se cumple el criterio de sanciones efectivas, proporcionadas y disuasivas permanece aún. Las autoridades mexicanas reafirmaron que estaban interesadas en compartir información con el Grupo de Trabajo sobre las prácticas más eficaces concernientes a la responsabilidad de las personas morales por el delito de cohecho transnacional. 

Personas morales comprendidas 

66 MACROBUTTON NUMBERING .

Entidades privadas: En la actualidad, el artículo 11 del CPF se aplica a una “entidad jurídica” o a una “sociedad, corporación o empresa de cualquier clase” excepto “las instituciones del Estado”.
 En el artículo 11 propuesto, el texto se simplificaría, refiriéndose a “personas morales”, aunque abarcando a las mismas entidades.
 En consecuencia, la conclusión del Informe de la Fase 1 de que el artículo 222 bis pareciera abarcar a cualquier entidad con personalidad jurídica como no fueran las instituciones gubernamentales seguiría siendo válida.

67 MACROBUTTON NUMBERING .

Entidades públicas: la iniciativa de ley no reforma este aspecto del artículo 11; las empresas de propiedad estatal o bajo el control estatal aun así no quedarían sujetas a sanciones por sobornar a servidores públicos extranjeros.
 Así pues la propuesta legislativa no aborda la cuestión planteada por el Grupo de Trabajo durante la Fase 1 sobre la falta de disponibilidad de sanciones para las empresas de propiedad estatal o bajo el control estatal.  Al equipo de evaluadores le preocupa esta exclusión, ya que considera que la naturaleza pública de una empresa no evita su participación en los negocios internacionales y que compita con empresas privadas.  Es más, esta cuestión es especialmente crítica en el caso de México que tiene una gran cantidad de empresas públicas. Efectivamente, existen alrededor de 225 empresas paraestatales, la mayoría involucradas en monopolios tales como el petróleo, el agua, la electricidad, las carreteras, los ferrocarriles y los puertos y que están definidas en la Constitución.
 Muchas de ellas también realizan actividades internacionales. 

68 MACROBUTTON NUMBERING .

Las autoridades mexicanas indicaron que la falta de disponibilidad de sanciones penales para las personas morales públicas está contemplada en la Constitución.  En consecuencia, la Constitución tendría que ser reformada para incluir este establecimiento de sanciones. El 14 de junio de 2002, una reforma constitucional estableció “la responsabilidad del gobierno por daños y perjuicios derivados de irregularidades en sus actividades administrativas infligidos a la propiedad y derechos de las personas físicas”.  Asimismo, una iniciativa de ley introduciría la responsabilidad patrimonial del estado. Las autoridades mexicanas indicaron que aun con esta reforma, las empresas paraestatales no estarían sujetas a sanciones penales, pero tendrían que responder, no obstante, bajo un mecanismo distinto por cualquier conducta (incluyendo conducta delictiva) de sus empleados.  Sin embargo, esto parece estar restringido a la reparación del daño ocasionado por los servidores públicos y no a abarcar sanciones, tal y como está establecido en el artículo 2 de la Convención.

Comentario

El hecho de que la condena de una persona física sea requisito previo para sancionar a una persona moral podría entorpecer la eficacia de dicha sanción. Los evaluadores principales observan al respecto que solamente otro de los firmantes de la Convención tiene este tipo de requisito. Los evaluadores principales recomiendan enfáticamente a las autoridades mexicanas que vuelvan a examinar este punto durante el proceso legislativo actual.  Además, los evaluadores principales exhortan a las autoridades mexicanas a introducir la responsabilidad de […] las empresas de propiedad estatal o de control estatal en cuanto al delito de cohecho transnacional […]. Por último, a los evaluadores principales les preocupa que para que las personas morales puedan ser sancionadas, el delito de cohecho debe haber sido cometido con los medios proporcionados por la persona moral “para tal objeto”, ya que podría evitar sanciones en casos donde los empleados ordinarios o las filiales extranjeras cometieran el delito.   

4) La reforma a las sanciones

69 MACROBUTTON NUMBERING .

Debido a la falta de condenas por cohecho transnacional y por la escasa información sobre cohecho nacional o delitos económicos relacionados, el equipo de evaluadores no pudo evaluar si las sanciones son proporcionadas, efectivas y disuasivas.

70 MACROBUTTON NUMBERING .

El Grupo de Trabajo recomendó en la Fase 1 que México incremente las multas para las personas físicas.  También recomendó que los niveles de las multas ordenadas en relación con las personas morales sean monitoreados.  En respuesta a las recomendaciones del Grupo de Trabajo, las autoridades mexicanas prepararon iniciativas de ley que se espera sean tomadas en consideración por el Congreso durante su sesión de primavera.

Personas físicas

71 MACROBUTTON NUMBERING .

En respuesta a las recomendaciones del Grupo de Trabajo para la Fase 1, una iniciativa de ley preparada por las autoridades mexicanas modificaría el nivel actual de las multas (de 30 a 300 veces el salario mínimo diario (“SMD”) para sobornos que no excedan de 500 veces el SMD y de 300 a 500 veces el SMD para sobornos 500 veces superiores al SMD) a una multa pecuniaria de 30 a 300 días multa y de 300 a 1,000 días multa, respectivamente.  La iniciativa de ley fue analizada por el Senado después de la visita in situ, el 29 de abril de 2004 y pasará ahora a la Cámara de Diputados para su análisis.  Los días multa equivalen al salario mínimo neto del responsable tomando en cuenta todos los ingresos de la persona sentenciada en el momento en que cometió el delito. Según las autoridades mexicanas, el cambio de SMD a días multa aumenta las sanciones posibles ya que el artículo 29 del CPF establece que los días multa toman en consideración la percepción neta diaria del sentenciado en el momento de consumar el delito, tomando en cuenta el ingreso por empleo o por cualquier otra actividad.  Sin embargo, si una persona en este caso no tiene ingresos, sería imposible imponerle una multa.  En consecuencia, sería necesario comprobar en la práctica si el nivel de multas podría ser más elevado que con la ley actual.

72 MACROBUTTON NUMBERING .

Debido a que en la ley actual, así como en la iniciativa de ley, se aplican distintas sanciones monetarias dependiendo de si la pena excede el monto umbral (500 veces el SMD), al equipo de evaluadores le inquieta la dificultad de cuantificar una ventaja en cuanto a sobornos intangibles (Vg., obtener el ingreso a la universidad para el hijo de la persona que recibe el soborno). Para este tipo de ventajas, difíciles de cuantificar en términos monetarios, se aplicaría la menor de las dos sanciones.

73 MACROBUTTON NUMBERING .

El equipo de evaluadores se mostró un tanto preocupado acerca de la amplitud (de 2 a 14 años) del rango de la sanción de prisión y si los puntos de referencia o los lineamientos de establecimiento de sentencias estaban a disposición del juez.
 Las autoridades mexicanas explicaron que no existen criterios o lineamientos de aplicación de sentencias que indiquen cómo se aplicaría, en la práctica, la sanción de privación de libertad para casos de cohecho. Funcionarios mexicanos de la PGR observaron que para determinar la sentencia, el juez está obligado a tomar en consideración los elementos señalados en el artículo 52 del CPF que incluyen entre otros, la magnitud del daño causado, el peso que el juez dé cada elemento, a pesar de que éste debe exponer los motivos de su decisión en la sentencia.  El equipo de evaluadores no recibió información o ejemplos sobre cómo […] las sanciones de prisión se aplicaban en la práctica para los casos de cohecho.  
Personas morales

74 MACROBUTTON NUMBERING .

El gobierno ha propuesto una iniciativa de ley que modifica la sanción actual de 500 días multa y suspensión o disolución. De conformidad con la propuesta de ley, el nivel de la sanción se basa en el capital social de la persona moral, la situación del negocio, el beneficio obtenido y la gravedad y consecuencias del delito cometido.  Las autoridades mexicanas explican que el nivel de la sanción podría ir de 1 a 1,000 días multa.  Sin embargo, en vista del hecho de que los elementos que determinan el número de días multa no están claramente definidos (Vg. la “situación” del negocio, la “gravedad” del delito, etc.), y en vista del rango amplio de sanciones, es poco claro qué tan importante sería la sanción y, en consecuencia, si ésta resulta efectiva, proporcionada y disuasiva. 

75 MACROBUTTON NUMBERING .

Aun cuando la nueva base para calcular la multa de la persona es la declaración de ingresos de la persona, lo que en principio permitiría sanciones monetarias más elevadas, al equipo de evaluadores le preocupa particularmente que este nuevo método pudiera crear un vacío en el caso donde la persona moral no declare apropiadamente sus ingresos, o no tenga ingresos (Vg. en el caso de un vehículo específicamente creado para el propósito del cohecho).  Sin embargo, las autoridades mexicanas han señalado que el juez puede considerar todos los hechos y circunstancias circundantes para determinar los ingresos reales de la entidad moral sin apoyarse únicamente en lo señalado en su declaración de impuestos.

76 MACROBUTTON NUMBERING .

Por ultimo, las autoridades mexicanas señalaron que el gobierno no estaba actualmente considerando la posibilidad de sanciones civiles o administrativas (tales como la descalificación de las licitaciones públicas, la práctica de otras actividades comerciales o una exclusión del derecho a beneficios o asistencia pública).  Hasta ahora, Bancomext no le ha retirado el apoyo a una transacción específica, no se ha negado a reparar los daños, no ha interrumpido los desembolsos de un crédito, no ha negado el acceso al apoyo oficial, ni ha apelado en relación con actos de cohecho. Además, en el caso de una sentencia por cohecho, Bancomext solamente negaría acceso al apoyo para la transacción específica en cuestión, pero no para todos los negocios de la empresa o del individuo aun si esto fuera posible desde el punto de vista legal.
 El equipo de evaluadores considera que una negativa de apoyo futuro para cualquier actividad comercial del delincuente durante un determinado período de tiempo podría ser una sanción más disuasiva.

Decomiso 

77 MACROBUTTON NUMBERING .

La segunda iniciativa de ley propone también reformas a las disposiciones sobre decomiso. El propósito de esta reforma es agregar a la disposición existente (artículo 40 del CPF) la posibilidad de decomisar bienes por un valor equivalente al producto obtenido con el delito cuando este producto ya no exista o no pueda ser localizado. El equipo de evaluadores recibe con beneplácito esta iniciativa de ley que coloca a la legislación mexicana en concordancia con el artículo 3(3) de la Convención. Las autoridades mexicanas indicaron que están considerando la posibilidad de crear unidades especializadas encargadas de hacer cumplir la ley, dedicadas exclusivamente a investigar los frutos del delito.

Comentario

Con respecto al nivel de las sanciones materiales para las personas físicas, los evaluadores principales tomaron nota de la iniciativa de ley y reconocen los esfuerzos hechos por las autoridades mexicanas para atender la recomendación de la Fase 1.  Aun cuando, el objetivo de la iniciativa de ley es efectivamente incrementar el nivel de las sanciones monetarias, su aplicación práctica está todavía por comprobarse en vista del cambio de criterios utilizados para calcular la multa aplicable. 

Además, a los evaluadores principales les inquieta la nueva base propuesta para calcular la multa para las personas morales que consiste en los ingresos declarados por la persona.  Por lo tanto, los evaluadores principales alientan a las autoridades mexicanas a reconsiderar la propuesta actual con el fin de evitar vacíos posibles.  Por último, los evaluadores principales invitan a las autoridades mexicanas a considerar la posibilidad de introducir sanciones adicionales para las personas morales, tales como la descalificación temporal o permanente de participar en contrataciones y obra pública y una exclusión general del derecho a los beneficios o a la asistencia pública.

5) Reforma jurídica

78 MACROBUTTON NUMBERING .

Durante el transcurso de la visita in situ, varios participantes recalcaron la necesidad de una reforma a fondo del sistema legal mexicano.  Se mencionaron, por ejemplo, como una de las fallas del sistema actual, los requisitos procesales innecesarios que crean cargas de trabajo mayores.  La multiplicidad de dependencias encargadas de hacer cumplir la ley está también entre las deficiencias señaladas y que afectan negativamente el funcionamiento del sistema en su conjunto debido a que la coordinación y cooperación son mediocres o inexistentes. De manera similar, la policía – federal y estatal – está subordinada directamente a la Procuraduría General de la República, lo que podría comprometer su independencia. 

79 MACROBUTTON NUMBERING .

La duplicidad de disposiciones legislativas en los niveles federal y estatal son causa de preocupación. Si los estados introdujeran en sus códigos penales el delito de cohecho extranjero de manera  diferente a la contemplada en el CPF, esto podría crear problemas de implementación (Vg. evitar procedimientos eficaces y expeditos).

80 MACROBUTTON NUMBERING .

Además, la confianza limitada de los ciudadanos en el sistema judicial debilita gravemente la denuncia de delitos.  En efecto, al equipo de evaluadores se le dijo que el escepticismo hacia el sistema judicial es decisivo para comprender la baja incidencia de denuncia de delitos y la discrepancia resultante entre las estadísticas sobre el crimen y los casos efectivamente presentados ante las autoridades.
 

81 MACROBUTTON NUMBERING .

Durante la visita in situ, un representante de la PGR reconoció que era necesario contar con un sistema judicial más transparente y equilibrado.  Entre las cuestiones que debe abordar la reforma judicial, el representante de la PGR mencionó, por ejemplo, la necesidad de una relación más estrecha y flexible entre los elementos policíacos y los jueces, con la posibilidad de que los elementos policíacos puedan directamente aclarar situaciones con los jueces, en lugar de a través de procedimientos por escrito.
 

82 MACROBUTTON NUMBERING .

El compromiso con la reforma judicial ha sido una prioridad del gobierno mexicano desde mediados de la década de mil novecientos noventa.
 También tiene una elevada importancia en el Programa Nacional de Procuración de Justicia 2001-06.
 El programa revisa, entre otros, la relación entre la rama judicial y la PGR, busca disminuir las posibilidades de impunidad y tiene el objetivo de incrementar la confianza del público y fortalecer el régimen de derecho.
 El programa también presenta un calendario para la reforma: 

“… visualizamos en tres años una estructura funcional de procuración de justicia, en seis un sistema saneado.  Lo anterior, para que en el año 2025 las instituciones que participan en la procuración de justicia sean de excelencia, cuenten con personal con vocación de servicio y sólida formación que contribuya a que los ciudadanos vivan en condiciones que promuevan el desarrollo integral dentro del Estado de derecho.”

83 MACROBUTTON NUMBERING .

Adicionalmente a las diversas iniciativas incluidas en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-06 sobre la reforma del sistema legal mexicano, el presidente de México […] presentó ante el Congreso el 31 de marzo de 2004, después de la visita in situ, […] una propuesta de cambios substantivos para el sistema judicial mexicano.  Las autoridades mexicanas indicaron que, entro otros, la iniciativa de ley unificaría a las dependencias policiales,
 reformaría a la PGR y permitiría los juicios orales.
 También se prevén cambios importantes en el área de los derechos humanos con una propuesta de contemplar la presunción de inocencia en la Constitución y anular oficialmente la pena de muerte.
 […]
Comentario

Los evaluadores principales se muestran complacidos […] de que el proyecto de reforma haya sido presentado ante el Congreso el 31 de marzo de 2004 y confían que, de ser aprobados, los cambios legislativos atenderán las principales preocupaciones en cuanto al sistema judicial actual.   Además, los evaluadores principales apoyan los esfuerzos gubernamentales por lograr una policía más proactiva e incrementar sus poderes de investigación para alcanzar mayor autonomía. Por último, los evaluadores principales alientan al gobierno mexicano a mantener sus esfuerzos para llegar a la población con el fin de infundir mayor confianza en los sistemas judicial y administrativo. 

C.
TOMA DE CONCIENCIA Y PREVENCIÓN 

1) La creación de una toma de conciencia 

84 MACROBUTTON NUMBERING .

Una parte importante del Plan Nacional de Desarrollo 2001-06 del gobierno y de su Programa Nacional para Luchar contra la Corrupción y Alentar la Transparencia y el Desarrollo Administrativo 2001-2006 (“Programa Nacional de Lucha Contra la Corrupción”) es una campaña amplia y permanente lanzada en la última mitad del año 2000 para incrementar el grado de conciencia gubernamental y público de los efectos nocivos de la corrupción y abogar por la cero tolerancia. Dirigido en primer lugar a la corrupción interna, el plan también incluye la toma de conciencia pública acerca de la Convención y el delito de cohecho transnacional según las leyes mexicanas.  Para sensibilizar a los miembros de la administración, a la sociedad civil, a los medios, al sector privado y al público en general, la Secretaría de la Función Pública (SFP) coordinó una amplia campaña informativa para abordar el campo de aplicación de la Convención y sus repercusiones para todos los actores de la sociedad mexicana a través de folletos, reuniones, circulares oficiales, hojas de datos, paquetes informativos, carteles, espacios en radio en 28 de las ciudades más importantes, comerciales de televisión y vínculos de más de 500 sitios al sitio Web de la SFP sobre la Convención. 
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La SFP divulgó información sobre el cohecho transnacional a amplios grupos, principalmente a través del “Paquete de la Convención”.  El Paquete de la SFP contiene un folleto sobre la Convención, incluyendo como presentar una acusación (“Reglas claras, negocios transparentes. Recomendaciones de la Convención Anticorrupción de la OCDE”
), un folleto sobre programas de integridad (“Construyendo un Programa de Integridad, El Papel de los Códigos de Conducta”) y el vínculo al sitio Web de la SFP sobre la Convención (www.funcionpublica.gob.mx/ocde/). El Paquete también incluye materiales diseñados para adaptarse a las necesidades particulares de servidores públicos, empresas, contadores, abogados, etc. 

a) La toma de conciencia en la administración pública

Campañas para elevar el grado de conciencia dentro de la administración federal
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En el año 2002, el gobierno mexicano organizó junto con la OCDE una conferencia sobre “La Implementación de la Convención Anticorrupción de la OCDE: trabajando con el sector privado”.
 El principal programa de divulgación, sin embargo, comenzó en septiembre de 2003 cuando la Unidad de Vinculación para la Transparencia de la SFP
 hizo un llamado a un gran número de dependencias federales y a sus órganos internos de control
 para pedirles ayuda en la divulgación de información sobre la Convención al interior de sus instituciones.
 En una circular, les informaba sobre la ratificación de México de la Convención y las obligaciones que de ahí se derivan.  También proporcionaba un vínculo a su sitio Web sobre la Convención e incluía una muestra del Paquete de la Convención.
 Además, solicitaba a las instituciones que presionaran a sus contratistas a adoptar los códigos de conducta y programas de integridad que prohíban el cohecho.  
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Como resultado de los esfuerzos de la SFP, varias instituciones y agencies federales solicitaron paquetes de la Convención para distribuirlos a sus funcionarios y un vínculo al sitio Web de las SFP sobre la Convención se insertó en varias páginas Web federales
 Algunas secretarías también colocaron carteles en los vestíbulos de sus edificios, donde se informaba a los empleados y visitantes acerca de la ratificación de México de la Convención de la OCDE y sobre las consecuencias penales por aceptar u ofrecer sobornos dentro y fuera de México.
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En lo referente a los esfuerzos de secretarías y dependencias específicas, Bancomext ha estado participando activamente para elevar el grado de conciencia.  Bancomext distribuyó el paquete de la SFP sobre la Convención a través del correo electrónico a toda su base de datos.  También firmó un acuerdo de cooperación con la SFP en agosto de 2003 para promover programas sobre integridad a la comunidad empresarial.  Por último, incluyó artículos sobre programas de integridad en su revista y colocó información en su sitio Web sobre su programa de integridad. También proporcionó vínculos al sitio Web de la SFP sobre la Convención.
 Sin embargo, al igual que en muchos otros gobiernos, Bancomext ha enfatizado la aplicación de la Convención a transacciones de empresas nacionales y extranjeras en México, mientras que la toma de conciencia podría reforzarse en lo que se refiere a la existencia del delito de cohecho de servidores públicos extranjeros por empresas mexicanas.
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La Secretaría de Economía promueve políticas para asegurar la competitividad en el mercado y la transparencia y ayuda a las empresas mexicanas (principalmente las PYMES) a desarrollar sus negocios en México y en el extranjero.  En vista de su amplio mandato,
 podría desempeñar un papel decisivo en la lucha contra el cohecho de servidores públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales. Sin embargo, el sentimiento general es que la Secretaría de Economía no se ha mostrado particularmente activa en este campo.  Efectivamente, durante la visita in situ, no se mencionaron iniciativas sobre la promoción o implementación de la Convención Anticorrupción de la OCDE.
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La Secretaría de Relaciones Exteriores ha incluido un vínculo al sitio Web de la SFP sobre la Convención. También ha enviado el paquete de la SFP sobre la Convención a las embajadas mexicanas en países miembros de la OCDE, mientras que las embajadas de otros países solamente recibieron información general.  Las autoridades mexicanas también han promovido activamente la Convención en embajadas y Cámaras de Comercio de los países miembros de la OCDE en México.  Al igual que varias de las instituciones ya mencionadas, los esfuerzos de las autoridades mexicanas en esta área necesitan centrarse más en la promoción de la toma de conciencia sobre las obligaciones señaladas en la Convención por las empresas mexicanas que invierten y exportan fuera de México.  En el transcurso de la visita in situ, el equipo de evaluadores sugirió que México debería también enviar información sobre la Convención a las embajadas mexicanas localizadas en todos los países que no son miembros de la OCDE hacia donde las empresas mexicanas exportan o invierten, tales como China, país con el cual el comercio está creciendo.  Estas medidas permitirían al personal de las embajadas desempeñar un papel en la prevención del cohecho por empresas mexicanas en el extranjero, y a su vez, elevar el grado de conciencia de las empresas mexicanas que se ponen en contacto con ellos en referencia a los mercados locales. En marzo de 2004, después de la visita in situ, la Secretaría de Relaciones Exteriores envió el Paquete de la SFP a todas las oficinas consulares mexicanas y a las embajadas en el extranjero (distintas a las localizadas en los países miembros de la OCDE que ya habían recibido el paquete de información en agosto de 2003). Además, los consulados y embajadas fueron instruidos de informar a las empresas que hacen negocios en esos países, así como a las autoridades locales y a las Cámaras de Comercio acerca de las obligaciones de México establecidas en la Convención. Los funcionarios económicos y comerciales fueron instruidos de permanecer atentos y actuar en la prevención y detección del cohecho en el extranjero. El equipo de evaluadores está complacido con esas iniciativas y alienta a la Secretaría de Relaciones Exteriores para que mantenga el nivel de participación a largo plazo.
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La impresión del equipo de evaluadores fue que en México existe una amplia percepción de que la Convención sirve principalmente para prevenir y sancionar a las empresas extranjeras que sobornan a servidores públicos mexicanos. La prevención y sanción de personas y empresas mexicanas que sobornan en el extranjero parecería no estar adecuadamente apreciada. Esto puede deberse a la estrategia del gobierno mexicano que está principalmente enfocada a sensibilizar a la administración pública acerca de la corrupción en que está imbuida la sociedad mexicana, ocupando la atención al delito de cohecho transnacional un lugar secundario. Efectivamente, no parece haber ninguna […] capacitación específica sobre la detección de […] cohecho de servidores públicos extranjeros en ninguna de las dependencias que participaron en la visita in situ.  Una segunda observación es que esta campaña para elevar el grado de conciencia todavía no lograr infiltrarse a los niveles más bajos de la Administración. La mayoría de los participantes alabaron el papel de liderazgo asumido por ciertos funcionarios de alto nivel dentro de la Administración, lo que ayudará a la Administración Federal a avanzar hacia una mayor prevención y detección, debido, en gran medida, al programa de divulgación que acaba de instalarse (septiembre de 2003).  Sin embargo, algunos representantes de embajadas indicaron que aun cuando reconocían la participación de las Secretarías y de colaboradores directos en la lucha contra la corrupción, la participación y el grado de confianza disminuye gradualmente conforme se desciende hacia los niveles administrativos inferiores.

La toma de conciencia al nivel de los gobiernos estatales y locales e iniciativas
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El equipo de evaluadores no se reunió con ningún funcionario de los niveles estatales y locales para evaluar el impacto de la campaña del gobierno federal para elevar el grado de conciencia en los estados y municipios de la República Mexicana o de los esfuerzos de coordinación entre los estados y la federación en este respecto.  Las autoridades mexicanas, sin embargo, argumentaron que como parte de la campaña para elevar el grado de conciencia general, el gobierno federal ha difundido información acerca de la Convención en cada uno de los estados de la Federación Mexicana y sus 2,450 municipios a través de las tres asociaciones que los representan.  Aparentemente, como lo señaló el consejero económico de una embajada extranjera, los estados todavía están más rezagados que la Federación en su lucha contra la corrupción en general.  Según algunos miembros de la comunidad empresarial y de la sociedad civil, el nivel de “tolerancia” a la corrupción varía de un estado a otro y diferentes estrategias se han adoptado para reducir las instancias de corrupción menor. En conjunto, la percepción era que aun cuando la campaña del gobierno federal había logrado elevar el grado de conciencia sobre la corrupción pasiva interna, hasta el momento ha sido bastante ineficaz para cambiar las actitudes profundamente arraigadas hacia la corrupción en el gobierno local, en particular en el poder judicial (incluyendo los tribunales laborales) y en la policía, donde la corrupción se percibe generalmente como endémica y los sobornos son comunes.
 Además, existe mucha incertidumbre en cuanto a la filtración de las políticas federales y las iniciativas contra el cohecho de servidores públicos extranjeros hacia los niveles estatales y locales.
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El gobierno federal ha desarrollado acuerdos de cooperación y coordinación con los 31 estados para fortalecer la supervisión y revisión estatal del servicio público en un esfuerzo por promover la transparencia, la rendición de cuentas, el desarrollo administrativo y evitar la corrupción y la mala administración, principalmente en lo referente al uso de fondos federales. La Subsecretaría de Control y Auditoría de la Administración Pública de la SFP ha llevado a cabo una campaña donde difunde información sobre la Convención de la OCDE en los 31 estados a través de la Comisión Permanente de la Contraloría Estatal/Federal, que está compuesta por representantes de las Unidades de Contraloría Interna de los gobiernos estatales. Después de la visita in situ, como parte de la toma de conciencia al nivel de los gobiernos locales, la PGR ha incluido el tema del cohecho transnacional en el orden del día de la Conferencia Nacional de Procuradurías, donde participan las 31 procuradurías estatales.
b) La toma de conciencia en la sociedad civil
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Como se indicó anteriormente, la lucha contra la corrupción fue el tema central de la campaña electoral presidencial que contribuyó en gran medida a elevar el grado de conciencia acerca de la corrupción a nivel comunitario. A últimas fechas, para reforzar la campaña de toma de conciencia encabezada por la Administración, el gobierno se ha mostrado muy comprometido en educar a los ciudadanos acerca del costo de la corrupción en sus vidas diarias. En 2003, el gobierno lanzó una campaña de medios masivos de comunicación promoviendo su política de cero tolerancia hacia la corrupción por medio de carteles, anuncios espectaculares, transmisiones por radio y televisión.
 El equipo de evaluadores está satisfecho de que la campaña de medios masivos estuvo diseñada para alcanzar a un público amplio. Las transmisiones de radio transmitían anuncios acerca de la Convención de la OCDE y proporcionaban números telefónicos de atención a quejas de los ciudadanos. La introducción de vínculos con la página Web de la SPF sobre la Convención en las páginas Web de las dependencias federales también contribuyó a elevar el grado de conciencia acerca del alcance y el contenido de la Convención.
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Además de esta campaña de medios masivos, el gobierno ha desarrollado asociaciones con representantes de la sociedad civil.  La Unidad de Vinculación para la Transparencia del gobierno está unida, entre otros, a organizaciones de la sociedad civil, sindicatos, así como instituciones académicas y universidades. 
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Al reconocer que la educación es una eficaz herramienta de prevención, la SPF trabaja con escuelas y universidades para promover programas de transparencia y ética. En particular, el Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey (ITESM) ofrece un curso virtual gratuito titulado “La ética como una estrategia redituable” que está a disposición de los estudiantes, así como de los servidores públicos y de empresarios interesados en promover programas de integridad dentro de sus organizaciones. El ITESM ha participado activamente también en medir el nivel y la percepción de la corrupción.  Sin embargo, aun cuando los académicos con los que hubo reuniones durante la vista in situ estaban concientes de la Convención, los esfuerzos de la academia hasta ahora han estado centrados principalmente en la corrupción interna más que en acrecentar el grado de conciencia acerca del delito de cohecho transnacional cometido por personas o empresas mexicanas que hacen negocios en el exterior.
 La SFP debería considerar que, además de los programas existentes, otros que traten específicamente del cohecho en las transacciones comerciales internacionales, incluyendo el cohecho por individuos o empresas mexicanas de servidores públicos extranjeros, podrían elaborarse en las facultades de derecho y administración. 
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A pesar de que las ONG son de reciente arribo a la sociedad mexicana y comparativamente reducidas en número, muchas han estado participando en elevar el grado de conciencia acerca de la corrupción. El Grupo Oaxaca, una coalición disgregada de periódicos, organizaciones de derechos humanos y universidades nacionales y locales, fue un eje importante para promover la transparencia y la apertura a través de su participación en el proceso legislativo que llevó a la adopción de la Ley de Libertad de la Información.
 Además, el capítulo mexicano. Transparencia Mexicana de la organización Transparencia Internacional monitorea activamente la corrupción y publica informes sobre las percepciones de la corrupción doméstica. Sus encuestas, que han arrojado niveles consistentes de desconfianza pública en el gobierno, han contribuido a elevar el grado de confianza acerca de la corrupción en la sociedad mexicana. Aun cuando las ONG parecen estar desempeñando un papel cada vez más importante en el monitoreo y rendición de informes sobre la corrupción y en particular sobre el cohecho transnacional, la consolidación de sus esfuerzos contribuiría a un mayor grado de conciencia sobre este nuevo delito. 
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Los medios de comunicación han servido de poderosa herramienta para impulsar la campaña de toma de conciencia.  Sin embargo, mientras que los medios han propugnando por la libertad de la información, aparentemente la prensa no ha aprovechado suficientemente la mayor transparencia derivada de la ley.  A pesar de que la prensa mexicana cubre de manera regular la corrupción interna, parecería que el enfoque de sus reportajes sobre el tema todavía es más de reacción que de investigación y el material que se le proporciona a la prensa sigue siendo su principal fuente de información. El representante de una ONG observó que esto se debe a que la Administración se centra principalmente en revelar casos de alto perfil a costa de los casos más visibles de corrupción menor. Como resultado, las funciones de reportaje e investigación de los medios como “fiscalizadores” fueron percibidas como limitadas aunque mejorando paulatinamente.
 A pesar de la amplia campaña gubernamental, ninguno de los periodistas con los que se reunió el equipo de evaluadores tenía conciencia de que el cohecho transnacional estuviera tipificado como delito en las leyes mexicanas.  Esto podría ser indicio de que el papel de monitoreo de los medios es seriamente limitado. 

c) La toma de conciencia en el sector privado

La comunidad empresarial
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En cuanto a las iniciativas por elevar el grado de conciencia acerca de la corrupción al nivel de la industria en su conjunto, el equipo de evaluadores tomó nota de la iniciativa emprendida por la asociación patronal mexicana denominada Consejo Coordinador Empresarial (CCE), entre cuyos miembros se encuentran la CONCAMIN, la CONCANACO y la COPARMEX.  Mediante diversas encuestas realizadas por EGDE (Encuesta de Gobernabilidad y Desarrollo Empresarial) y cerca de 4,000 instituciones privadas, el CCE ha demostrado que la incidencia de corrupción entre el gobierno y el sector empresarial representa un problema importante que afecta negativamente el desarrollo y la productividad del sector privado. Concluye que un gran número de empresas desea colaborar para eliminar esta corrupción y 57% están dispuestas a invertir recursos para erradicar las prácticas corruptas.
 No obstante, un representante del CCE afirmó que, a pesar de que el consejo representa a sus miembros ante las autoridades en caso de queja y con la seguridad de mantener la confidencialidad, a la fecha no ha recibido ninguna queja formal.  Por otra parte, las autoridades mexicanas señalaron que la Bolsa Mexicana de Valores (BMV) y los despachos de evaluación de riesgo se han encargado de hacerle publicidad a la Convención entre las empresas, los clientes y los bancos, además de enfatizar el vínculo entre las normas de transparencia para empresas y las recomendaciones de la Convención.  
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El gobierno ha afianzado sus lazos con el sector privado en su lucha contra la corrupción a través de la Unidad de Vinculación para la Transparencia de la SFP.  Esta unidad, mediante un enfoque de “responsabilidad compartida”, trabaja con la comunidad empresarial labrando una cultura de transparencia y mejores prácticas.  Esta unidad proporcionó 15,000 paquetes de información a las cámaras de comercio y a la comunidad empresarial y solicitó a las cámaras de comercio extranjeras y a las embajadas de los Estados miembros de la OCDE, su apoyo para divulgar información sobre la Convención.  Por ejemplo, la Cámara Americana de Comercio, organización que representa a alrededor de 2,000 empresas en México, ha estado trabajando en estrecha colaboración con la SFP para elevar el grado de conciencia acerca de la Convención entre sus miembros. En una encuesta realizada sobre cómo podría mejor servir a sus miembros, el ejemplar número uno fue sobre “ética”, tema que, a decir del vocero de la Cámara, no hubiera sido planteado hace unos cuantos años. Varios representantes del sector empresarial han insertado en sus propios sitios un vínculo al sitio Web de la SFP sobre la Convención.  Además, a las entidades federativas
 se les pidió su colaboración para proporcionar información sobre la Convención a sus proveedores y contratistas.  La SFP también elaboró programas de integridad con varias empresas mexicanas y creó un curso virtual titulado: “Integridad como una estrategia para ser rentable”, referente a las mejores prácticas.
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Según un abogado que se reunió con el equipo de evaluadores, aparentemente las grandes empresas  tienen un mayor grado de conciencia que las PYMES en cuanto a las cuestiones relacionadas con la corrupción, aunque las pequeñas empresas están cada vez más concientes al respecto.  Por ejemplo, una empresa grande invitó a alrededor de 50 proveedores, todos ellos de la categoría de PYMES, a diseñar códigos de conducta apegados al suyo propio que contiene lineamientos acerca de cómo conducir negocios con proveedores.
 Durante la visita in situ, se hizo patente el elevado nivel de compromiso expresado por las empresas participantes para combatir la corrupción.  Las empresas con matrices estadounidenses y las inscritas en la bolsa de valores de Estados Unidos son más propensas a incluir políticas anticorrupción en sus programas de códigos de conducta e integridad. 
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Además de reunirse con diversas empresas del sector privado, el equipo de evaluadores tuvo oportunidad de celebrar reuniones con dos de las empresas públicas más importantes de México: PEMEX y la Comisión Federal de Electricidad.  PEMEX en particular, había sido famosa por su falta de transparencia.  El compromiso de PEMEX de luchar contra la corrupción está en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo como lo demuestra la creación de una Comisión de Transparencia en la paraestatal. Su sitio Web también incluye un folleto titulado “Reglas claras, negocios transparentes” diseñado en colaboración con el Centro de la OCDE en México.  Sin embargo, PEMEX ha centrado sus esfuerzos principalmente en reducir las oportunidades para la corrupción pasiva de sus empleados más que para la corrupción activa de la paraestatal.

Profesiones de contadores, auditores y abogados
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En el segundo semestre de 2003, como parte de la campaña de toma de conciencia, las autoridades mexicanas sostuvieron reuniones sobre la Convención con el Instituto Mexicano de Contadores Públicos de México, A.C. (IMCP), la Sociedad Mexicana de Contadores Públicos y Abogados, la Barra Mexicana de Abogados y algunos prominentes despachos legales.  Las autoridades mexicanas indicaron que organizaron, en particular, foros y talleres sobre ética, transparencia y anticorrupción y establecieron un curso de 60 horas sobre Transparencia y Gobierno Corporativo que será impartido dos veces al año. La SFP también armó junto con la Barra Mexicana de Abogados y la Escuela Libre de Derecho un curso sobre “Corrupción y Estrategias para Combatirla” que cumplirá su tercer año en septiembre de 2004 con aproximadamente 150 participantes a la fecha. Este curso también ha sido grabado para transmitirse en el futuro.  La SFP ha firmado acuerdos corporativos con el IMCP y la Sociedad Mexicana de Contadores Públicos y divulgado información sobre la Convención a sus miembros. 
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En sus reuniones con contadores, el equipo de evaluadores observó la inexistencia de capacitación específica para los miembros de esta profesión sobre el delito de cohecho transnacional o delitos económicos relacionados con éste.  Su curso de Ética Profesional, sin embargo, aborda varios tópicos referentes a las obligaciones éticas de los contadores frente a la corrupción, el cohecho, el fraude y delitos relacionados con estas cuestiones. El Instituto Mexicano de Contadores Públicos (con una afiliación de 20,000 contadores en ejercicio) hace que sus miembros se inscriban a un programa obligatorio de educación continua que ofrece más de 200 cursos.  Recientemente, la institución ha ofrecido cursos sobre cómo detectar fraudes a través de las auditorías y el curso sobre Transparencia y Gobierno Corporativo se impartió en mayo de 2004 a 40 participantes.  El Instituto Mexicano de Contadores Públicos tiene planeado ofrecer este curso dos veces al año. Por el momento, no existe la obligación de tomar cursos específicos tales como el de cohecho transnacional o sobre delitos económicos relacionados a éste, aunque las autoridades mexicanas señalan que el Instituto analizará la posibilidad de incorporar una sección sobre cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales. 
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En cuanto al grado de conciencia del gremio de los abogados, a pesar de que no constituye una obligación afiliarse a la Barra Mexicana de Abogados, la organización es de cobertura nacional y está asociada a las barras locales.  La Barra ha promovido la Convención entre sus miembros.  El socio de un prominente despacho legal, sin embargo, mencionó la necesidad de desarrollar un “programa” sobre cómo implementar mejor la Convención y señaló también que no existen foros específicos dedicados a la Convención.

Comentario

Los evaluadores principales reciben con beneplácito los esfuerzos de las autoridades mexicanas por promover una toma de conciencia general anticorrupción en todos los sectores de la sociedad mexicana.  Estos esfuerzos certifican la voluntad política de combatir la corrupción a través de campañas de información y educación en los medios. Los evaluadores principales, sin embargo, consideran que las campañas para elevar el grado de conciencia podrían fortalecerse si se logra garantizar que las políticas e iniciativas federales se canalicen a los niveles inferiores de la administración y a los estados. 
A la fecha, la atención de las iniciativas gubernamentales está centrada en la corrupción nacional activa y pasiva. Los evaluadores principales consideran que esto es una plataforma de lanzamiento indispensable para las campañas futuras de toma de conciencia centradas en el delito de cohecho transnacional. 

Los evaluadores principales recomiendan a las autoridades mexicanas que desarrollen campañas específicas dirigidas a las dependencias con mayores probabilidades de entrar en contacto con empresas que hacen negocios en el extranjero.  En particular, los evaluadores principales consideran que las instituciones tales como Bancomext y las embajadas mexicanas podrían desempeñar un papel más activo para elevar el grado de conciencia entre las empresas mexicanas sobre la Convención.

Para elevar el grado de confianza, la Convención no debiera abordarse solamente en términos de la “protección” que ofrece a las empresas mexicanas contra la utilización del cohecho que pudieran ejercer las empresas extranjeras para invertir en México, sino que también debiera enfocarse a las obligaciones de las empresas mexicanas que invierten y exportan al extranjero. […]
2) Establecimiento de un marco legal para prevenir la corrupción 

a) Prevención por parte de la Administración Pública
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La política anticorrupción mexicana no está únicamente centrada en la administración sino que busca involucrar también al sector privado.
 Señaladamente, las autoridades mexicanas planean introducir requisitos en las licitaciones públicas dirigidos a prevenir la corrupción de servidores públicos mexicanos. El 11 de noviembre de 2003, la Cámara de Senadores aprobó anteproyectos de ley para reformar la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público (LAASSP) y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas (LOPSRM), mismos que se encuentran actualmente bajo revisión en la Cámara de Diputados.  Estas medidas buscan prevenir la inclusión de elementos o características en las bases de licitación que pudieran excluir a ciertos participantes o estar sesgados hacia una marca o proveedor particular, situaciones que podrían abarcar al cohecho.

107 MACROBUTTON NUMBERING .

Aparentemente, no existe un sistema general para poner en una “lista negra” a las empresas sancionadas por actos de corrupción o involucradas en este tipo de actos, con el fin de excluirlas de futuras contrataciones u obras públicas. Sin embargo, existen algunas iniciativas individuales.  Las autoridades mexicanas señalaron que cuando se infringe la LAASSP o la LOPSRM, la institución contratante
 se abstiene de contratar a la compañía o al individuo en cuestión, y que la lista correspondiente de empresas sancionadas puede ser consultada en las páginas Web de la SFP en la sección sobre proveedores y contratistas sancionados.
 La SFP señaló que la Secretaría del Medio Ambiente creó una lista de empresas que se han visto involucradas en casos de cohecho o, en términos más generales, en malos manejos. No se trata de una lista negra per se (las empresas o personas no quedan excluidas de participar en licitaciones futuras), pero se les proporciona a los servidores públicos con fines informativos.  En un caso específico, la Secretaría logró sancionar administrativamente a un servidor público que favoreció a una empresa, pero no tuvo pruebas suficientes para sancionar a la empresa misma. No obstante, el nombre de la empresa fue incluido en la lista, así como una anotación del conflicto de interés que se presentó entre el servidor público y la empresa.
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Adicionalmente, un comunicado oficial enviado por el Subsecretario de Atención Ciudadana y Normatividad de la SFP
 de fecha 3 de septiembre de 2003, señalaba los requisitos de la Convención y solicitaba a las dependencias gubernamentales que promovieran los programas de integridad entre sus contratistas y proveedores.  Por ejemplo, la Secretaría de Salud envió una carta sobre la lucha contra la corrupción a sus compradores y proveedores incluyendo información sobre la Convención de la OCDE contra el cohecho y enfatizó que era importante que las empresas implementaran programas de integridad basados en un código de conducta y que informaran a la Secretaría sobre esta implementación.  La página Web de la Secretaría de Relaciones Exteriores, en lo referente a las contrataciones, incluye una nota informativa sobre la Convención para participantes de países miembros de la OCDE, mencionando las responsabilidades del sector privado de combatir la corrupción a través de la adopción de medidas preventivas tales como códigos de conducta y mejores prácticas.
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Estas iniciativas podrían tener un efecto positivo en lograr que el sector privado esté más consciente de sus responsabilidades cuando responde a solicitudes de cohecho y acerca de la existencia de sanciones para ambos lados en el caso de transacciones corruptas. Las autoridades mexicanas deberían continuar esos esfuerzos y evaluar la implementación y eficacia de esas medidas en el mediano plazo, además de alentar la participación continúa del sector privado en los esfuerzos de prevención. Sin embargo, aquí de nueva cuenta, el equipo de evaluadores observó que las actividades de prevención con respecto a la Convención estuvieron esencialmente dirigidas hacia empresas nacionales o extranjeras que compiten por contrataciones públicas mexicanas. 
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Bancomext, la institución de crédito a la exportación representa un ejemplo aislado sobre las medidas dirigidas específicamente a prevenir el cohecho de servidores públicos extranjeros.  Bancomext implementa la Declaración de Acción 2000 de la OCDE y los Créditos a la Exportación con Apoyo Oficial, según los cuales todos los solicitantes deben declarar no haber participado en actos de corrupción y que obligan a  los firmantes a incluir una cláusula en el contrato de crédito que autoriza a la institución a negar el apoyo financiero en caso de cohecho.
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El equipo de evaluadores se reunió también con autoridades fiscales (SAT)
 para determinar si el hecho de que la legislación impida que el soborno sea deducible de impuestos constituye una medida preventiva eficaz. El artículo 31 del Código Fiscal de la Federación específicamente prohíbe a las personas morales la posibilidad de deducir gastos tales como sobornos (incluyendo gratificaciones, obsequios, gastos de representación, etc.) bajo el razonamiento de que los sobornos no son gasto estrictamente relacionados con la actividad del contribuyente.  El artículo 32 enumera los gastos no deducibles que incluyen obsequios y atenciones, gastos de representación, viáticos o gastos de viaje cuando no se destinen a hospedaje, alimentos y transporte, etc., los pagos por servicios aduaneros distintos de los honorarios de agentes aduanales y de los gastos en que incurran dichos agentes, etc. El Artículo 172 (aplicable a las personas físicas) […] no permite deducir gastos que no sean estrictamente indispensables para la obtención de los ingresos por los que se está obligado al pago de este impuesto. El artículo 173 señala que los gastos no deducibles incluyen los consumos en bares o restaurantes, los pagos por servicios aduaneros distintos de los honorarios de agentes aduanales y de los gastos en que incurran dichos agentes o la persona moral constituida por dichos agentes aduanales en los términos de la Ley Aduanera, el uso o goce temporal de automóviles, las inversiones en casas habitación, aviones o embarcaciones, etc.
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Además de auditar las declaraciones de impuestos, los inspectores fiscales desempeñan una función clave para detectar y sancionar la contabilidad fraudulenta.  Debido a que la contabilidad se utiliza como la base para la preparación de informes fiscales, el artículo 28 de Código Fiscal de la Federación obliga a todos los contribuyentes a llevar registros contables.
 Además, como se señala más adelante en el §119, algunas empresas y organizaciones no lucrativas deben presentar informes auditados para propósitos fiscales.  Estos informes deben ir firmados por un contador inscrito en el Instituto Mexicano de Contadores Públicos. 
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El SAT reforzó a últimas fechas su función de control en lo referente a las cuentas de los contribuyentes. A partir del 1 de enero de 2004, los inspectores fiscales deben primero verificar el dictamen del auditor externo con fines fiscales. Utilizando el sistema de evaluación de dictámenes llamado SIPRED (Sistema de Presentación del Dictamen Fiscal), los inspectores fiscales evalúan el dictamen del auditor en términos del riesgo fiscal que sirve como base para su revisión de los documentos de trabajo del auditor. En segundo lugar, por medio de una revisión de escritorio, el inspector puede solicitar al contribuyente información adicional y […] en caso de que la información no sea proporcionada o sea insuficiente para evaluar la situación fiscal del contribuyente, el  inspector puede proceder a realizar una verificación in situ.   

b) Prevención en el sector privado 

Normas contables y de auditoria 
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El equipo de evaluadores revisó las normas contables y de auditoria de México con el objeto de determinar si son adecuadas para detectar pagos de sobornos a servidores públicos extranjeros y si las obligaciones de presentar declaraciones son lo suficientemente estrictas para garantizar que alguna actividad de cohecho transnacional detectada en el transcurso de una auditoria será reportada a las autoridades encargadas de aplicar la ley. 
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México ha dejado en manos de los contadores, a través del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, la elaboración de sus propias normas contables y de auditoría.
 Además, el Código de Comercio, el Código Fiscal de la Federación
 y el Código Penal
 contienen también disposiciones referentes a la contabilidad. 
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En México, todas las entidades, con excepción de los proveedores de servicios, las personas que trabajan por cuenta propia, etc. y ciertas entidades reguladas
 deben mantener la contabilidad de conformidad con los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados (GAAP, por sus siglas en inglés).
 Aun cuando la ley no lo señala expresamente, lo anterior se debe a fallos de los tribunales que señalan que los GAAP mexicanos son principios contables válidos y además a las directrices del Instituto Mexicano de Contadores Públicos que señalan que los GAAP mexicanos son aplicables a todas las empresas. En caso de que alguna cuestión no estuviera incluida en los GAAP mexicanos, los contadores deben seguir las normas internacionales de contabilidad (IAS, por sus siglas en inglés) y si las IAS no señalan nada al respecto, deben apegarse a los GAAP estadounidenses.
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Las empresas inscritas o reguladas por las comisiones mexicanas bancaria y de seguros
 deben tener su contabilidad auditada por un auditor externo.  Además, las siguientes empresas deben presentar reportes auditados para fines fiscales: (i) empresas que tengan, ya sea ingresos superiores a 26 millones de pesos (2.5 millones de dólares estadounidenses) o bien un capital superior a 52 millones de pesos (5 millones de dólares estadounidenses) o más de 300 empleados; (ii) las entidades de propiedad estatal o bajo control estatal
 y (iii) las organizaciones no lucrativas que reciben donativos.  Aproximadamente 80,000 empresas presentan un dictamen de auditoría externa para fines fiscales cada año.  La consolidación es un requisito cuando una empresa controla más del 50% de las acciones de una empresa o si existen otros indicios de control.
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Las PYMES tienen la opción de preparar registros contables bajo un régimen simplificado distinto a los GAAP mexicanos, excepto cuando la cobertura de los requisitos fiscales es con los GAAP mexicanos (artículos 32 y 32A del Código Fiscal de la Federación). Aun cuando estas empresas no están obligadas a someterse a una auditoria externa, deben por ley nombrar a un auditor quien puede ser un accionista.
 Los auditores reglamentarios deben presentar un informe a la asamblea anual de accionistas sobre la situación financiera de la empresa. 
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Las instituciones financieras tales como instituciones bancarias, las instituciones auxiliares de crédito, los seguros, las casas de bolsa y demás intermediarios deben preparar estados financieros según normas contables específicas emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, según sea el caso. 
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De conformidad con el artículo 32A (IV) el Código Fiscal de la Federación, todas las entidades de propiedad estatal y de control estatal deben ser auditadas por un auditor externo independiente nombrado por la SFP. Las entidades de propiedad estatal y de control estatal siguen los GAAP mexicanos, con excepción de aquellas a las que les corresponden normas especiales.  Además, estas entidades son auditadas por la Contraloría Superior de la Federación, así como por la Contraloría del Gobierno.  Cuando un auditor gubernamental (“contralor”) detecta un posible acto de corrupción tiene la obligación de reportarlo a los Órganos Internos de Control responsables de la corrupción dentro de la Administración (SFP).
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En lo referente a los controles internos, la Ley del Mercado de Valores estipula que las empresas inscritas deben tener un comité de auditoría compuesto por un presidente y consejeros, la mayoría de los cuales deben ser independientes. El auditor reglamentario de la emisora debe ser un miembro sin derecho a voto de dicho comité. En el caso de todas las demás empresas un “comisario”, nombrado por el comité de accionistas, debe presentar un informe periódico ante dicho comité. Este informe se basa en el análisis de los registros financieros de la empresa y puede contener los resultados de las operaciones, el balance, los cambios de la situación financiera y las políticas contables. Cualquier accionista puede denunciar ante el comisario cualquier irregularidad del consejo o de la empresa.  El comisario, a su vez, tiene que denunciar la irregularidad al comité de accionistas y hacer una propuesta de las acciones a emprender. La División de Vigilancia de la CNB investiga las posibles violaciones a las leyes de valores, incluyendo los libros y registros y las violaciones a los controles internos. La división recomienda acciones de la comisión cuando resulte pertinente, ya sea ante un tribunal federal o ante un miembro del tribunal administrativo y negocia la conciliación a nombre de la Comisión. Aun cuando la CNBV solamente tiene autoridad civil para hacer cumplir la ley, trabaja en estrecha colaboración con varias autoridades judiciales en todo el país para preparar y llevar casos cuando el comportamiento ilícito merece una acción más severa.  Como se señaló anteriormente, las violaciones intencionales de las disposiciones sobre libros y registros someten a la empresa y a sus funcionarios a la acción penal.

Códigos corporativos de conducta
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La mayoría de las grandes empresas paraestatales y privadas entrevistadas cuentan con códigos internos de conducta o con programas de integridad.  Además, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores estipula que las empresas inscritas están obligadas ad divulgar las “mejores prácticas”. El socio de un prominente despacho legal mexicano afirmó que es de esperar que las PYMES sigan el ejemplo en el futuro. El equipo de evaluadores tuvo oportunidad de discutir los códigos de conducta de varias grandes empresas mexicanas y observó que todas condenaban los pagos ilícitos en términos generales.  Sin embargo, pocas mencionaban específicamente el delito de cohecho internacional en sus códigos de conducta.  Éstas eran en su mayoría subsidiarias de empresas establecidas en Estados Unidos que implementan políticas al nivel de toda la corporación en respuesta a años de experiencia bajo la Ley de Prácticas Extranjeras Corruptas de Estados Unidos o empresas sujetas a las normas de la bolsa de valores de Estados Unidos. Estas empresas señalaron que sus códigos de conducta estaban acompañados por programas de cumplimiento. Las empresas manejan los temas relacionados con la corrupción de distintas maneras: por ejemplo, una estipula que los contratos con los proveedores deben incluir una cláusula prohibiendo el cohecho con referencia específica a la Convención y cuenta con una línea telefónica de atención a quejas y un proceso trimestral de auditoría a sus proveedores y agentes para garantizar el cumplimiento con los términos de la Convención.  Otra, estipula que las asociaciones de empresas en participación en jurisdicciones del extranjero firmen una cláusula prohibiendo el pago de sobornos a servidores públicos.
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Las empresas paraestatales mexicanas también adoptaron iniciativas. PEMEX en particular, ha tenido fama de falta de transparencia. Cerrando filas con la campaña de la Administración para lograr una mayor transparencia y una mejor rendición de cuentas, PEMEX ha iniciado un ambicioso programa de colaboración con la SFP para abrir el proceso de licitación y entenderse directamente con los proveedores.  Esto ha dado como resultado importantes ahorros.  Para este fin, la empresa creó una unidad nueva de “Proyectos e Ingeniería” que maneja todos los procesos de licitación e ingeniería. El sitio Web de PEMEX señala el compromiso de la empresa de luchar contra la corrupción de conformidad con el Plan Nacional de Desarrollo de la Administración a través de la creación de una Comisión de Transparencia en la paraestatal.
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En opinión del socio de un despacho legal participante, existe un movimiento reciente entre los grupos de expertos corporativos para adaptar a las empresas mexicanas las “mejores prácticas” de los códigos de conducta de estilo europeo y estadounidense. Según él, en México prevalecen los códigos corporativos de conducta y los códigos de ética como los que los participantes corporativos le presentaron al equipo de evaluadores y que prohíben específicamente el cohecho.
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Varios códigos de conducta de empresas estipulan que los empleados están obligados a denunciar sospechas de violaciones éticas tales como el cohecho y los protegen contra represalias por reportes o quejas referentes a conductas ilícitas que hayan hecho de buena fe. En una empresa paraestatal, las denuncias pueden hacerse ya sea abiertamente a los departamentos de contabilidad o tesorería, o bien, de forma anónima a un despacho externo, a un comité de ética o vía Internet.  La subsidiaria de una empresa multinacional con sede en Estados Unidos estipula que los empleados recién contratados tienen que asumir por escrito que cumplirán con el compromiso de integridad de la compañía y denunciarán cualquier posible violación a través de los diversos canales establecidos para este fin.  El empleado que viole el compromiso de integridad o tome represalias contra otro empleado por haber reportado un asunto de integridad está sujeto a medidas disciplinarias, incluyendo el despido. 
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[…] Aparentemente los códigos de conducta de una gran mayoría de empresas no contemplan garantías para los denunciantes en sus códigos de conducta. Sin embargo, la subsidiaria de una empresa estadounidense cuenta con procedimientos y garantías en su código de integridad para quien delate, y ofrece acceso directo al comité de auditoría, al asesor jurídico y al ombudsman. Sus procedimientos describen mecanismos obligatorios y diversos métodos de reportar tales como líneas telefónicas para hacer denuncias, correo y correo electrónico. Sin embargo, el equipo de evaluadores observó que esta subsidiaria adoptó al pie de la letra el código de la matriz estadounidense y no fue capaz de evaluar si los procedimientos se adaptan correctamente a las prácticas locales y a las especificidades del clima empresarial mexicano. 

Comentario

Los evaluadores principales reciben con beneplácito estas iniciativas y reformas de las autoridades mexicanas cuya mira es el clima y la cultura de la corrupción de la sociedad mexicana en su conjunto y las alientan para que prosigan con los esfuerzos. Consideran que una estrategia de este tipo puede crear un ambiente conducente a transacciones más limpias en México, con el estímulo de mejorar el comportamiento y lograr una mayor transparencia tanto en el sector público como en el privado, lo cual representaría un beneficio indirecto para las transacciones comerciales internacionales. 

Aprovechando estos cimientos ya establecidos, los evaluadores principales recomiendan que las autoridades mexicanas desarrollen herramientas dedicadas a la prevención del cohecho de servidores públicos extranjeros que estén dirigidas a las empresas mexicanas que exportan e invierten en el extranjero. Los evaluadores principales también alientan a las autoridades mexicanas a elaborar una lista de las empresas que se han visto involucradas en casos de cohecho en el marco de la obra pública y las contrataciones públicas mexicanas y ponerla a disposición de todas las instituciones federales (y eventualmente las estatales) con el fin de informarles sobre el riesgo potencial de tratar con estas empresas, además de considerar la posibilidad de ampliar la lista para incluir a las empresas que han sido sancionadas por cohecho de servidores públicos extranjeros.

Una colaboración más estrecha con el sector privado en el área de las “mejores prácticas” en lo que se refiere a las políticas de corrupción y protección de denunciantes podría mejorar la prevención del cohecho en el extranjero entre empresas mexicanas que operan en el exterior. Además, cursos y capacitación sobre el cohecho transnacional dirigidos a los profesionales de las ramas contable y de auditoría podrían ser de ayuda a los esfuerzos de prevención.

D. INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO 
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México tiene un sistema judicial federal y estatal.  Los delitos con aspectos internacionales como el cohecho de servidores públicos extranjeros los maneja, al nivel federal, la Procuraduría General de la República (PGR), entidad responsable de la investigación y la persecución del delito.
 La policía judicial
 está bajo la autoridad directa del procurador general.  En 2001, la PGR reestructuró a la Policía Judicial Federal y la renombró con el título de Agencia Federal de Investigación (AFI).
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Desde la entrada en vigor en México de la legislación para la implementación en mayo de 1999, no se han presentado casos de cohecho transnacional o de tráfico de influencia en relación con un servidor público extranjero. Las autoridades mexicanas señalaron que esto se debe no a una falta de conciencia o a una falta de voluntad de la PGR, sino al reducido papel que desempeñan las empresas mexicanas en las transacciones comerciales internacionales. Como indicación de su voluntad de investigar todos los supuestos actos de corrupción, las autoridades mexicanas informaron que el año pasado se llevó a cabo una investigación cuando un periódico nicaragüense denunció que una empresa mexicana estaba bajo investigación en Nicaragua por haber sobornado al ex presidente nicaragüense. La PGR se puso en contacto con las autoridades locales de procuración de justicia quienes negaron las aseveraciones. La PGR concluyó que no existía causa para ejercer acción. Además, las autoridades mexicanas también mencionaron que la investigación en curso recae indirectamente bajo el campo de aplicación de la Convención en relación con supuestos actos de cohecho de servidores públicos federales de alto nivel por una empresa extranjera con sede en un país signatario de la Convención (vea el §30 anterior).
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En relación con la corrupción activa interna, aun cuando se ha prestado significativa atención a la toma de conciencia y a la prevención, no puede decirse lo mismo en cuanto a la aplicación de la ley y el procesamiento. […] El Programa Nacional de Lucha contra la Corrupción se centra principalmente en medidas preventivas más que en medidas de aplicación de la ley. […] El equipo de evaluadores observó lo bajo de la cifra de casos de cohecho nacional al nivel federal: La PGR proporcionó información sobre ocho procedimientos penales referentes a corrupción pasiva durante los últimos seis años.
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Así las cosas, el equipo de evaluadores no tiene la certeza de qué tan eficazmente están luchando las instituciones de procuración de justicia y el sistema de justicia penal en los casos complejos de cohecho en las transacciones comerciales. La disponibilidad de recursos y medios de investigación para la aplicación de la ley es una preocupación importante. Adicionalmente, las autoridades encargadas de aplicar la ley observaron dos impedimentos importantes para la persecución eficaz de la corrupción en general: uno relacionado con la detección y otro con obstáculos en la investigación. 

1)
Autoridades responsables de aplicar la ley: la PGR 
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En 2002, la PGR contaba con más de 16,619 servidores públicos (incluyendo ministerios públicos, expertos, agentes policíacos y auxiliares).
 Trabajando bajo la dirección de la PGR, la AFI ayuda a la PGR a investigar y perseguir la corrupción y el lavado de dinero, entre otros delitos.  En 2002, la AFI tenía más de 4,000 agentes policíacos, 1,600 investigadores y 450 expertos forenses y otros especialistas. De conformidad con la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, cuya entrada en vigor fue el 25 de julio de 2003, se creó una Unidad Especializada dentro de la AFI para investigar delitos cometidos por servidores públicos o contra “la administración de justicia”. Está unidad está bajo la responsabilidad del Subprocurador de investigación especializada en delitos federales.  Una de sus funciones es investigar las pruebas que muestren el cohecho de servidores públicos mexicanos o extranjeros. Con tres procuradores y 40 agentes, esta unidad persiguió 600 delitos en 2003, la mayoría de los cuales involucraban el ejercicio indebido de autoridad y el lavado de dinero;  sin embargo, ninguno de los casos fue por cohecho ya fuera nacional o transnacional.  Además de que la unidad maneja los delitos cometidos por los servidores públicos, la PGR tiene una unidad especializada que persigue los delitos económicos, financieros y fiscales, donde queda incluida la corrupción.  La PGR está considerando la posibilidad de crear una unidad que maneje específicamente la corrupción, pero las restricciones presupuestales han impedido llevar a cabo estos planes.
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Desde 2001, el personal de la AFI ha venido recibiendo amplia capacitación sobre los aspectos nacionales e internacionales de investigación del delito, incluyendo análisis de inteligencia y de datos, lavado de dinero y reformas fiscales.  No obstante, los representantes policíacos mencionaron la necesidad de contar con más recursos, incluyendo capacitación adecuada y tecnología apropiada, especialmente para cuestiones relacionadas con el cohecho transnacional.  Efectivamente, al momento de realizar la visita in situ, no existía ninguna capacitación específica sobre el cohecho de servidores públicos extranjeros, ni sobre las distintas etapas donde puede presentarse el cohecho en las transacciones internacionales,
 ni sobre la diferencia entre cohecho de servidores públicos extranjeros y cohecho de servidores públicos mexicanos, ni sobre los distintos mecanismos de detección, etc. Cualquiera que sea el marco institucional actual o futuro, es necesario que se hagan mayores esfuerzos por sensibilizar al personal de la PGR y al de la AFI encargado de lidiar con la corrupción sobre las especificidades del delito de cohecho transnacional. Después de la visita in situ, la PGR indicó que ya incluyó un curso sobre cohecho en negocios internacionales dentro del programa de estudios del Instituto de Capacitación y Profesionalización. El primer curso centrado en el tema del cohecho en las transacciones comerciales internacionales tuvo lugar los días 17 y 18 de junio e incluyó también los temas de lavado de dinero e investigaciones financieras.
Comentario

En vista del enfoque previsto de la Convención, los evaluadores principales alientan al gobierno mexicano a continuar ofreciendo programas de capacitación al personal de la PGR y de la AFI encargados de lidiar con casos de corrupción […] enfocados a las especificidades del delito transnacional. Al respecto, México podría aprovechar los conocimientos técnicos extranjeros para impartir una mejor y más actualizada capacitación a sus agentes públicos.
2)
Detección y proactividad 
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A pesar de la campaña contra la corrupción, la cifra de investigaciones de casos de corrupción es más bien baja, lo que sugiere que los sistemas para detectar el cohecho son deficientes. En principio, la investigación es obligatoria para cualquier supuesto acto de corrupción. De conformidad con el artículo 123 del Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP), en cuanto el Ministerio Público Federal o los funcionarios a su cargo tengan conocimiento de la probable existencia de un delito deben tomar las medidas necesarias para proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas, impedir el ocultamiento o destrucción de pruebas, instrumentos u objetos utilizados para cometer el delito, localizar a los testigos y evitar que se siga cometiendo el delito.
 El ministerio público puede tener conocimiento de la probable existencia de un delito de corrupción por tres medios distintos: ya sea por medio de las personas involucradas en las transacciones corruptas, a través del acopio de información o por personas que descubran y reporten el delito. 

a) Aplicación reactiva de la ley 
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Aun cuando el delito de cohecho no requiere de una denuncia formal para perseguirse, los representantes de la PGR indicaron que generalmente inician una investigación basándose en un reporte o denuncia.  Este enfoque reactivo es lamentable, considerando que el delito de cohecho transnacional es, por lo general, un delito oculto del cual las víctimas potenciales no están concientes y que en México no existe una cultura que favorezca la denuncia.
 La mayoría de los casos de cohecho nacional que llegan a la etapa de juicio han sido denunciados por personas que se negaron a participar en la transacción corrupta. Por lo tanto, las autoridades encargadas de aplicar la ley parecen apoyarse principalmente en denuncias de personas a las que se les hizo la solicitud o por el servidor público a quien se le ofreció un soborno para poder abrir una investigación.  Al parecer, esta situación no ha cambiado radicalmente, a pesar de los esfuerzos de las autoridades mexicanas por alentar a la población y a los miembros de la administración a denunciar  los delitos (vea los apartados b y c, más adelante).  
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Un enfoque reactivo de este tipo debilita considerablemente el alcance de investigación de la PGR.
 Las dudas acerca de la proactividad de la PGR se agravan por la aparente escasa utilización del acopio de información de inteligencia.  Por ejemplo, no resulta claro si la información que se obtiene de las investigaciones de otros delitos se procesa, ni tampoco cómo, para utilizarla en posibles investigaciones sobre corrupción. Aparte de una cuantas investigaciones recientes de lavado de dinero supuestamente ligadas a cohecho, existen pocos indicios de que las investigaciones que, en un principio tuvieron que ver con fraude en licitaciones públicas, aduanas o de tipo contable o de auditoría, etc., hayan conducido a investigaciones sobre corrupción. A pesar de que la AFI obtuvo los medios y la capacitación para reunir información de inteligencia, al equipo de evaluadores le pareció que estos elementos no fueron utilizados tanto como hubiera sido posible. 

136 MACROBUTTON NUMBERING .

Además, la PGR podría incrementar su eficacia mediante el análisis de los casos existentes.  Esto podría comenzar con la recopilación de casos y el procesamiento de la información ahí contenida (las particularidades de los casos y las razones para la absolución, etc.).  La PGR proporcionó información sobre ocho procedimientos penales referentes a corrupción pasiva durante los últimos seis años.  Sin embargo, la información sobre el número y particularidades de los casos de corrupción federal y estatal cada año no estuvo disponible.  El análisis estadístico de los casos de cohecho de servidores públicos mexicanos y extranjeros podría ser una herramienta útil para evaluar la eficacia de la investigación y el procesamiento y para caracterizar la corrupción (es decir, corrupción simple versus casos complejos). El análisis de casos penales también podría ayudar a que las autoridades reevalúen políticas y programas en las áreas de prevención y de toma de conciencia del cohecho.  Hasta ahora, este trabajo parece llevarlo a cabo solamente la SFP, en el marco de los procedimientos administrativos. En la actualidad, la SFP recibe y procesa denuncias, reclamaciones e información sobre corrupción pasiva y, por lo tanto atiende únicamente uno de los lados del problema de la corrupción.  (Vea la sección sobre un sistema simplificado de denuncia administrativa más adelante). 

Comentario

Los evaluadores principales tomaron nota de las explicaciones proporcionadas por México con respecto a la ausencia de casos de cohecho transnacional. Sin embargo, su opinión es que una mayor atención de las autoridades mexicanas a los temas específicos descritos a continuación facilitará la detección e investigación de estos delitos:

- Se invita a las autoridades encargadas de la investigación y del procesamiento a que se apoyen en otras herramientas de detección, además de las denuncias de los informantes, tales como acopio y uso de información de inteligencia como la base para iniciar investigaciones. 

- Los evaluadores principales recomiendan que la proactividad de la PGR (incluyendo a la AFI) se incremente, con un uso notablemente mayor de las herramientas de acopio de información y de análisis. 

- Recomiendan, además, que las autoridades evalúen la eficacia de la capacitación existente sobre acopio de información de inteligencia que recibe la AFI para incrementar su eficacia. 

b) Obligaciones de denunciar y capacitación en la administración pública 

Obligaciones de denunciar según el Código Federal de Procedimientos Penales 
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Todos los servidores públicos mexicanos están sujetos a la obligación general de denunciar según lo indica el artículo 117 del CFPP.
 Sin embargo, esta obligación no parece ser tan eficaz en cuanto a detectar el cohecho.  Por ejemplo, las autoridades mexicanas indicaron que ningún servidor público nacional ha denunciado jamás ante sus superiores, el ministerio público o ante otras autoridades públicas que algún ciudadano o empresa nacionales le haya prometido, ofrecido o entregado un soborno, a pesar de que las campañas alrededor de la Convención de la OCDE señalan esta situación particular.  El equipo de evaluadores considera que la falta de denuncias en apega al artículo 117 se debe en parte desconocimiento de la naturaleza obligatoria, tal y como lo hicieron patente las discusiones con servidores públicos durante la visita in situ.  Aún más, a pesar de que existen sanciones penales para los servidores públicos que no prevengan actos que pudieran ser nocivos para el interés financiero de una institución federal o no informen a sus superiores acerca de éstos, aparentemente las sanciones no se aplican en la práctica.
 

138 MACROBUTTON NUMBERING .

Un ejemplo típico de la actitud de la Administración hacia la detección del cohecho de servidores públicos extranjeros puede ilustrarse a través del enfoque de Bancomext (la institución de crédito a la exportación). En primer lugar, los representantes de Bancomext señalaron que en caso de supuesto cohecho, la obligación de informar a las autoridades encargadas de aplicar la ley se aplica cuando se tienen suficientes pruebas del cohecho. Esto es inconsistente con lo que dicta el artículo 117, que señala que los servidores públicos tienen la obligación de denunciar con el simple “conocimiento de la probable existencia de un delito”. Los representantes de Bancomext no tenían conocimiento de ningún caso de cohecho extranjero que involucrara a una empresa mexicana, a pesar de los esfuerzos por desarrollar la prevención y la toma de conciencia entre las empresas mexicanas.  De nueva cuenta, esto puede deberse al hecho de que, al igual que otras instituciones, Bancomext ha promovido la Convención desde el punto de vista de las transacciones de empresas nacionales y extranjeras en México. En vista de la importancia de Bancomext en la promoción a las exportaciones y su presencia en la comunidad de negocios, en particular con las PYMES, la institución podría desempeñar un papel más activo en la detección de la corrupción, además de los pasos ya tomados.
 Aun cuando el bajo nivel de exportaciones mexicanas podría ser un factor que contribuye, el desarrollo y la implementación de banderas rojas sobre cohecho, similares a las que ya existen en el área de lavado de dinero podrían mejorar la detección.  De manera similar, la detección del cohecho podría mejorar si el personal de Bancomext contara con el mismo nivel de capacitación y metodología que ya ha sido empleado en el área del lavado de dinero, donde sí se han detectado casos. La detección de casos de cohecho podría mejorar si el personal de Bancomext recibiera el mismo nivel de capacitación y metodología. 
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Notablemente, sería conveniente prestar atención a las comisiones de los intermediarios. Al examinar una solicitud de apoyo oficial, Bancomext no exige detalles sobre las comisiones asociadas con las transacciones de los receptores del apoyo oficial que perciben los intermediarios.
 En consecuencia no está en posición de evaluar si el nivel de las comisiones es compatible con la norma de la práctica comercial o si esta comisión podría estar disfrazando el soborno a un servidor público extranjero.  Además, no se examinan a fondo las solicitudes de garantías de los créditos a la exportación provenientes de empresas que operan en áreas donde se sabe que prevalece la corrupción.  Bancomext replicó que debido a que más del 85% de las exportaciones mexicanas están dirigidas a Estados Unidos, esta medida precautoria no se toma en consideración en la actualidad.  Por último, un representante de Bancomext indicó que para las transacciones sospechosas de involucrar al cohecho, la institución simplemente rechazaría el apoyo, sin tomar ninguna medida legal. 

Detección y divulgación del delito por las autoridades fiscales (SAT)
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Cuando un inspector fiscal descubre un posible fraude fiscal, debe presentar una denuncia ante la PGR y transferir todas las pruebas circunstanciales que pudieran indicar otros delitos tales como el cohecho transnacional. El inspector fiscal está obligado a presentar y defender un dictamen contable conteniendo todos los estados de cuenta, las tarjetas de firma, etc., mismo que puede ser impugnado por el contribuyente ante un tribunal.  En 2003, el SAT presentó 140 casos por fraude fiscal. 

141 MACROBUTTON NUMBERING .

El SAT ha emitido lineamientos obligatorios para verificaciones y visitas in situ en un manual para sus inspectores titulado “Lineamientos Únicos para el Auditor” disponible en su sitio Web interno. Además del tratamiento de honorarios, gastos de representación, regalos, viáticos, etc., existen referencias específicas a “indicadores” o técnicas utilizadas o hechos por indagar durante las investigaciones que probablemente podrían conducir a la identificación de pagos no deducibles de sobornos, aun cuando no se hace referencia específica a pagos de sobornos extranjeros. Éstos incluyen ciertas categorías de gastos y métodos de pagos, transacciones fuera del curso habitual del negocio, discrepancias en libros, falta de documentos de apoyo, o documentos alterados, retrasos poco usuales en entregar información, etc. 

142.
Después de recibir una copia del manual de la OCDE para auditores fiscales sobre la detección de cohecho
 durante la visita in situ, el SAT anunció que tomaría los pasos para incorporarlo a sus Lineamientos. El 23 de abril de 2004, la Administración General de Grandes Contribuyentes emitió el “Manual del auditor para la detección de cohecho nacional e internacional” para uso de todos los auditores fiscales asignados a esa unidad.  Sin embargo, no se impartió una capacitación específica a los inspectores fiscales para elevar el grado de conciencia y las habilidades de detección acerca de los indicadores de cohecho transnacional.  Más aún, durante la visita in situ, el jefe de la unidad de tributación internacional expresó la necesidad del SAT en general, de contar con más recursos humanos con las habilidades necesarias (Vg. idioma, experiencia en asuntos internacionales tales como el intercambio de información y cooperación) para manejar con eficacia los delitos económicos tales como el cohecho transnacional,  así como con un programa adecuado de capacitación continua. Después de la visita in situ, las autoridades mexicanas anunciaron la creación de un curso de capacitación sobre la detección de cohecho nacional y transnacional dirigido a la Administración General de Grandes Contribuyentes que comenzará en agosto de 2004. 

La introducción de la obligación administrativa de denunciar ciertos actos sospechosos

143.
En este contexto, la introducción de una obligación administrativa de denunciar sospechas de ciertos delitos (además de los mecanismos generales de denuncia que tienen a su disposición los servidores públicos en su calidad de ciudadanos) en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los servidores públicos es una iniciativa que se recibe con beneplácito ya que el procedimiento administrativo contempla la protección del denunciante (protección de anonimato). Esto podría incrementar la frecuencia de denuncias y, en consecuencia, mejorar la detección del cohecho aunque sigue existiendo la posibilidad de que los servidores públicos sigan reticentes a denunciar a sus colegas debido a la ausencia de protección de testigos cuando el procedimiento se turna al sistema penal. 

144.
Aun cuando esta obligación administrativa de denunciar puede mejorar la detección del cohecho pasivo, abarca al cohecho activo de un servidor público mexicano o extranjero solamente en el caso excepcional de que el sobornante sea un servidor público. En particular, los empleados de las empresas de propiedad estatal y de control estatal que operan en los mercados extranjeros deberían tener la obligación explícita de denunciar todos los casos que involucran al cohecho activo de servidores públicos extranjeros que lleguen a ser de su conocimiento y sin importar la nacionalidad y/o la función de sobornante […]. 

Comentario

Los evaluadores principales recomiendan que las autoridades mexicanas recuerden a sus servidores públicos la importancia de denunciar los delitos, cuya probable existencia llegue a ser de su conocimiento en el desempeño de sus funciones, de conformidad con el artículo 117 del Código Federal de Procedimientos Penales. Además, recomiendan que las autoridades mexicanas consideren la conveniencia de introducir […] sanciones específicas para la no aplicación en términos generales del artículo 117 del CFPP […]. 

Conforme a la recomendación de desarrollar un programa específico contra el cohecho de servidores públicos extranjeros perpetrado por ciudadanos o empresas mexicanas, los evaluadores principales consideran que la obligación administrativa de los servidores públicos de denunciar actos de cohecho nacional podría ampliarse o adaptarse para cubrir la denuncia de cohecho transnacional. 

Los evaluadores principales reciben con beneplácito la consideración de Bancomext de solicitar detalles sobre las comisiones que se pagan a los intermediarios que ofrecen apoyo, en vista de que es común que estas comisiones se usen para disfrazar sobornos a servidores públicos extranjeros. Alientan a la institución a desarrollar la capacitación y la metodología sobre la detección de cohecho de servidores públicos extranjeros.

Debido al importante papel que desempeña el SAT en la detección y procesamiento de delitos económicos, se requiere elevar la percepción y ofrecer capacitación sobre las técnicas empleadas para abarcar el cohecho transnacional. Aun cuando, al parecer,  los inspectores fiscales reciben un grado apropiado de capacitación y especialización con respecto a posibles casos de cohecho pasivo, resultó evidente que aún falta capacitación sobre el cohecho transnacional. Los evaluadores principales recomiendan programas de capacitación más enfocados para los inspectores fiscales del SAT y, en particular, se requiere sensibilizar a los inspectores fiscales acerca de los indicadores y técnicas planteados en el manual de la OCDE manual de la OCDE para auditores fiscales sobre la detección de cohecho.) 
c) Denuncias del público en general

Obligaciones de denunciar según el Código Federal de Procedimientos Penales 

145.
El Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP) establece que los ciudadanos tienen una obligación general de denunciar: “Toda persona que tenga conocimiento de la comisión de un delito que deba perseguirse de oficio, está obligada a denunciarlo ante el ministerio público y en caso de urgencia ante cualquier funcionario o agente de policía.” (Artículo 116).  En cuanto al delito de cohecho de un servidor público extranjero en particular, el folleto de la SFP titulado “Reglas claras, negocios transparentes. Recomendaciones de la Convención anticorrupción de la OCDE” indica que si una empresa sospecha que un competidor violó el artículo 222 bis del Código Penal Federal puede acudir al sistema judicial de los países involucrados (es decir, el país de la empresa que cometió el delito, el país en donde el delito fue cometido o el país al que pertenece el denunciante). Cuando ese país es México, la denuncia puede presentarse ante la PGR.  

146.
Resultó aparente por las discusiones que tuvieron lugar durante la visita in situ que ni los participantes del sector público ni los del sector privado tenían conocimiento de este requisito obligatorio de denunciar. Efectivamente, el folleto de la SFP no señala que los mexicanos están obligados por ley a denunciar actos sospechosos en donde participen otros mexicanos. Es más, los participantes en los páneles mencionaron la renuencia general de la población mexicana a denunciar delitos ante la policía […].
 Las razones dadas fueron diversas, desde la desconfianza general en la policía, hasta el temor a represalias. Efectivamente, las autoridades mexicanas reconocen que las condenas por difamación son frecuentes.
 Según varios representantes de embajadas, debido a que la solicitud de soborno rara vez es directa o explícita y es, por lo tanto, difícil de probar, crea una tierra fértil para cargos de difamación o declaraciones falsas. 

147.
Aun cuando el grado de confianza de los ciudadanos (personas físicas o morales) en el sistema de justicia y en la policía tiene que mejorar – las autoridades mexicanas han, mientras tanto, elegido rodear este obstáculo mediante el desarrollo de medios administrativos alternativos a través de los cuales, los ciudadanos pueden denunciar la conducta ilícita de servidores públicos mexicanos ante la SFP más que ante las autoridades encargadas de aplicar la ley.  Sin embargo, estas herramientas parecen haber sido desarrolladas principalmente con miras a mejorar la detección de la corrupción nacional.

El sistema administrativo simplificado para hacer denuncias

148.
La SFP proporciona dos procedimientos expeditos para los ciudadanos (y personas de negocios) a través de los cuales pueden denunciar supuestos cohechos de servidores públicos mexicanos vía Internet y por teléfono (programa Sactel).
  La denuncia puede ser anónima.  Además existen 221 órganos de control interno dentro de las instituciones y entidades de la Administración Pública Federal fácilmente accesibles para el público; cualquier ciudadano o servidor público interesado  puede presentar quejas o denuncias concernientes a servidores públicos que no estén cumpliendo con sus obligaciones.
 Se pueden utilizar distintos medios para denunciar conductas sospechosas: directamente, por teléfono, correo electrónico, correo y buzón, cuando no existe un órgano interno de control. Existen además procedimientos especiales para los servidores públicos que deseen denunciar sospechas de delitos (vea más adelante). La denuncia es entonces procesada por la Dirección General de Atención Ciudadana dentro de la SFP que tiene poderes de investigación sobre los servidores públicos mexicanos.  En el SAT, por ejemplo, este mecanismo de denuncia fue instalado en el año 2001.  Un representante del SAT señaló que se han presentado un número ‘importante’ de denuncias, principalmente provenientes de empleados del SAT, aunque también de ciudadanos.  Sin embargo, la mayoría de las denuncias eran referentes a fraude fiscal, más que a corrupción.  En general, el CITCC recibió más de 400,000 quejas y acusaciones de ciudadanos contra la conducta de servidores públicos.
 En cuanto a conductas irregulares de servidores públicos, más de 9,000 inspecciones de tramitación y servicios públicos federales fueron realizadas entre 2000 y 2004 y se realizaron 80 operaciones que sorprendieron en flagrancia a servidores públicos corruptos.

149.
El representante de un sindicato aplaudió el enfoque innovador de dar una función de supervisión a la Administración Pública.  Sin embargo, reconoció que se necesita la participación plena para que este tipo de mecanismo funcione adecuadamente y reconoció el desafío que representa cambiar una cultura. Insistió también en la necesidad de realizar evaluaciones para asegurar su eficacia.

150.
Las autoridades mexicanas indicaron que la Dirección General de Atención Ciudadana dentro de la SFP puede establecer referencias cruzadas y correlacionar información y desarrollar estadísticas con el fin de identificar patrones de conducta (incluyendo el cohecho), tendencias, frecuencias relativas, ubicación geográfica, el(los) servidor(es) público(s) involucrados, el procedimiento particular o la institución o entidad de la Administración Pública Federal afectada y, en general, todas las demás variables pertinentes.
 Este tipo de herramienta podría ser de valor incalculable para desarrollar estrategias que mejoren los mecanismos de prevención y detección dentro de la Administración mexicana y para edificar la confianza ciudadana en los mecanismos institucionales. Sin embargo, al parecer este sistema no se aprovecha plenamente de esa forma estratégica. Las autoridades mexicanas, no obstante, recalcaron que, con base en las tendencias reportadas por el sistema, ha sido posible identificar entornos administrativos de alto riesgo con el fin de mejorar los procesos que apoyan la prestación de servicios y el procedimiento, haciéndolos más rápidos y más transparentes, con reglas claras e información completa para provecho del usuario. Agregaron que el sistema ha permitido también la identificación y rotación de servidores públicos que repitieron conductas ilícitas, o su destitución e inhabilitación.

151.
Esta estrategia parece haberse desarrollado principalmente para iniciar los procedimientos administrativos y no parece conducir sistemáticamente a procesamientos penales. Efectivamente, el número de procedimientos administrativos contra servidores públicos corruptos es mucho más elevado que el número de procedimientos penales.  Las autoridades mexicanas informaron que la SFP ocasionalmente informa a la PGR acerca de denuncias recibidas de empresas privadas o personas sobre la solicitud de sobornos por servidores públicos mexicanos, en cuyo caso la SFP y la PGR pueden cooperar en la investigación.  Un ejemplo práctico de esta cooperación que fue presentado al equipo de evaluadores había sido iniciado como resultados de una reunión fortuita entre el empresario al que se le hizo la solicitud de soborno y un miembro de la SFP. 

152.
El equipo de evaluadores recibió con beneplácito esta iniciativa y considera que México podría desear evaluar si la meta de mejorar la detección del cohecho ha sido cumplida.  Sin embargo, este mecanismo está solamente disponible para la denuncia de supuestos delitos cometidos por servidores públicos mexicanos.  Efectivamente, podría usarse para denunciar supuestos de cohecho de un servidor público extranjero solamente cuando éste sea perpetrado por un servidor público mexicano, y no cuando haya sido perpetrado por ciudadanos o empresas mexicanas, tal y como está proscrito en la Convención. 

El procedimiento de inconformidad 

153.
En el área de las licitaciones públicas, el gobierno mexicano ha desarrollado un procedimiento llamado “de inconformidad” para permitir que los proveedores y contratistas informen a las autoridades acerca de irregularidades en los procedimientos de contratación de la Administración Pública Federal o sobre conductas ilícitas de las empresas participantes. La Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, disponen lo siguiente: “Las personas interesadas podrán inconformarse ante la Contraloría por cualquier acto de procedimiento de contratación que contravenga las disposiciones que rigen las materias objeto de esta ley” (artículo 65 y 83, respectivamente). La inconformidad puede presentarse por escrito o a través de medios remotos de comunicación electrónica dentro de los 10 días hábiles siguientes a que ocurra el acto o el inconforme tenga conocimiento de éste. La información puede enviarse a la Unidad de Normas y Reglamentos para Adquisiciones, Obras Públicas y Propiedad Federal para que ésta verifique si las empresas infringieron las normas legales, en cuyo caso las instituciones y entidades deberán abstenerse de contratarlas. Sin embargo, este procedimiento no está disponible para denunciar el cohecho de servidores públicos extranjeros.

Protección general de denunciantes

154.
Las personas que con mayor probabilidad pudieran tener información sobre casos de cohecho son, por lo general, las que están cerca de los perpetradores, tales como los empleados de las empresas sobornadoras o colegas de servidores públicos corruptos. México cuenta con protección de denunciantes para los servidores públicos durante los procedimientos administrativos.  Sin embargo, no existen leyes o normas que protejan a los denunciantes en el sector privado. Durante las reuniones del equipo de evaluadores con miembros de la comunidad empresarial y sindicatos, hubo evidente consenso a favor de una ley para proteger al denunciante, aun a pesar de que no hay la tendencia de incluir la protección del denunciante en los códigos de conducta de la mayoría de las empresas individuales.  Las autoridades mexicanas, no obstante, señalaron que el Código Penal Federal  sanciona toda conducta que pudiera inhibir la presentación de denuncias por actos de corrupción, vía el delito de “intimidación” o “amenaza” (artículo 282). 

155.
En el área de protección del denunciante se han desarrollado algunas iniciativas conjuntas. Por ejemplo, un funcionario de la Dirección General de Atención Ciudadana señaló haber firmado un convenio con los transportistas, los empresarios locales e internacionales para proteger a los quejosos que denuncian delitos económicos vía Internet, mediante la garantía de confidencialidad.  De igual manera, el Instituto Mexicano de Ejecutivos de Finanzas está actualmente redactando recomendaciones sobre protección del denunciante.

Comentario

El equipo de evaluadores recibió con beneplácito la introducción de un sistema administrativo simplificado de denuncias y el procedimiento de inconformidad que podría compensar la ausencia de la posibilidad de hacer denuncias directas a las autoridades encargadas de aplicar la ley.  Sin embargo, estos mecanismos solamente están disponibles para las denuncias de supuestos delitos de corrupción nacional, dejando, entonces, en manos de las autoridades encargadas de aplicar la ley, el sistema general de denuncias (artículo 116 del CFP) como el único canal para denunciar sospechas de delito de cohecho transnacional. En consecuencia, los evaluadores principales recomiendan firmemente que las autoridades mexicanas integren el cohecho transnacional a su sistema existente o bien, de forma alternativa, establezcan un sistema de denuncias específicamente para el cohecho de servidores públicos extranjeros por ciudadanos mexicanos o empresas mexicanas.

Los evaluadores principales observaron con interés que el mecanismo de protección del denunciante ha sido recientemente implementado dentro del procedimiento administrativo y que existe un aparente consenso entre la sociedad civil, la comunidad empresarial y los servidores públicos para adoptar una ley generalmente aplicable sobre protección del denunciante. En este contexto, los evaluadores principales recomiendan que las autoridades mexicanas consideren la conveniencia de adoptar un mecanismo general de protección del denunciante.

d) Detección y divulgación de cohecho ligadas a casos de lavado de dinero

156.
Al estar localizado en el continente Americano, México es un punto de confluencia crítico para el comercio internacional.  Al mismo tiempo, México ha sido un terreno fértil para el crimen organizado, el contrabando, el tráfico de drogas y los crímenes financieros. Como parte de su programa de lucha contra el delito nacional, México instaló los mecanismos en 1997 para prevenir el lavado de dinero, mismos que pueden ser herramientas útiles para impedir y detectar el cohecho transnacional.
 México cuenta con un amplio y bien desarrollado sector financiero.  Las instituciones financieras mexicanas, en apego a las leyes financieras mexicanas,
 son las instituciones principales sujetas a obligaciones de hacer denuncias con respecto a transacciones sospechosas (Reportes de Transacciones Sospechosas, RTS). Las entidades clave que intervienen con éxito en el tratamiento de informes de transacciones sospechosas son las Comisiones Supervisoras
, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través de su Unidad de Inteligencia Financiera (UIF […])
 y la unidad antilavado de dinero de la PGR. Con base en las recomendaciones del Grupo de Trabajo de Acción Financiera contra el lavado de Dinero (FATF, por sus siglas en inglés), la SHCP comenzó a identificar e implementar las acciones que habrá de tomar para mejorar el marco legal, la organización, los procesos y la tecnología de la información.

157.
Las instituciones financieras están obligadas a informar sobre […] transacciones "relevantes", "inusuales" y "preocupantes" (i.e., es decir vía el RTS) a su Comisión Supervisora (Capítulos IV, V y VI de las Disposiciones Generales).
 Durante la visita in situ, la SHCP indicó que la obligación de informar también abarca a las sucursales bancarias […] Esto incluye la norma de “Conocer a su cliente” […] y el reporte automático sobre cualquier transacción que sea igual o superior a 10,000 dólares estadounidenses.
 La Comisión Supervisora o el SAT, después de verificar, están obligados a transmitir la información a la SHCP. El artículo 400 bis del CFP sanciona la falta de observancia intencional por parte de las instituciones financieras obligadas a cumplir con estas obligaciones.

158.
Cuando la UIF recibe un reporte de sospecha, […] primero verifica la información y luego declara si ésta es creíble y suficiente; presenta ante la PGR una denuncia y un informe oficial sobre la información sospechosa y la PGR tiene entonces que conducir una investigación preliminar sobre lavado de dinero y el/los delito(s) predicado(s).
 La UIF tiene acceso a una amplia gama de información de inteligencia y comercial, pero las autoridades mexicanas consideran que podría ser más eficiente si tuviera acceso en línea a algunas de estas bases de datos.

159.
En 2002, la UIF […] inició el registro automatizado de reportes de transacciones del sector financiero e instituyó una serie de verificaciones de integridad.  En 2003, recibió 98 RTS de la Bolsa de Valores, 3,132 del área de cambio de divisas, 4 de instituciones de desarrollo, más de 15,000 de instituciones de la banca múltiple y 400 de sociedades anónimas de responsabilidad limitada.  Hasta ahora, dos reportes han conducido a investigaciones sobre corrupción como delito predicado.  En el primer caso, las investigaciones por corrupción fueron abandonadas debido a que las actividades de lavado de dinero del servidor público mexicano no estaban ligadas a sus funciones oficiales. En el segundo caso, un servidor público extranjero era sospechoso de haber lavado en México con fondos provenientes de un cohecho pasivo que tuvo lugar en el extranjero y por lo tanto se encontraba fuera de la jurisdicción mexicana. Un representante de la UIF señaló que a pesar de que la calidad de los reportes ha mejorado en los últimos años, gracias a la tecnología de las computadoras, todavía se puede mejorar más. Están en estudio nuevas normas, notablemente las relacionadas con la codificación de reportes con el fin de mejorar la calidad y la velocidad de procesamiento.  Las autoridades mexicanas mencionaron que las Comisiones Supervisoras y la UIF han estado muy activas preparando los reglamentos y manuales que son la base para los controles internos y lineamientos para las instituciones financieras. La Asociación Mexicana de Banqueros también ha establecido un programa íntegro de capacitación en el que la UIF participó activamente. De manera similar, la CNBV ha creado manuales del auditor que abarcan al lavado de dinero. Además en las supervisiones in situ que tienen lugar por lo menos una vez al año, se están realizando en la actualidad verificaciones de los controles y políticas antilavado de dinero establecidos por las instituciones.  Las autoridades mexicanas consideran que las medidas existentes son sólidas, en términos generales, aunque podrían realizarse algunas mejoras adicionales.

160.
Aun cuando en su conjunto, las medidas antilavado de dinero relacionadas a la corrupción fueron percibidas favorablemente por el equipo de evaluadores, existen todavía algunas áreas de preocupación. Una inquietud es el largo procesamiento que da como resultado ineficacias debido a la participación de diversas instituciones operativas en el proceso. Efectivamente, representantes de la PGR señalaron que tener un proceso de revisión de dos etapas antes de que un RTS llegue a la unidad antilavado de dinero de la PGR quita demasiado tiempo. Al respecto, el FATF en su informe 1999-2000 ya había mencionado que el sistema podía ser más eficiente si el RTS fuera enviado directamente a la UIF. Además, las autoridades mexicanas indicaron que la lucha contra el lavado de dinero se vería fortalecida por la creación de un plan estratégico más coordinado con objetivos claros, así como por el desarrollo de la cooperación y coordinación al nivel de las políticas, tanto entre instituciones gubernamentales como con el sector financiero.  Otra inquietud está relacionada con los recursos limitados con que cuenta la UIF: solamente seis personas se encargan de revisar la cuantiosa información.  La SHCP señaló, sin embargo, que la Unidad estaba en proceso de reestructuración. Por último, no existe un análisis sistemático sobre este tipo de delito que pudiera ayudar a mejorar la detección.

Comentario

Los evaluadores recomiendan que el procesamiento de RTS sea acelerado y simplificado y recomiendan además, que las autoridades mexicanas tomen las medidas apropiadas para este fin. Los evaluadores principales recibieron con beneplácito los planes de la SHCP de reestructurar a la UIF y recomiendan dar seguimiento a este proyecto con el fin de evaluar si la nueva unidad cuenta con suficiente personal capacitado. Los evaluadores principales alientan a las autoridades mexicanas a que lleven a cabo un análisis estratégico sobre las características del delito de lavado de dinero con el fin de evaluar áreas que puedan mejorarse en cuanto a prevención y detección.

e) La obligación de los auditores de presentar reportes

161.
Los gremios de contadores y auditores están auto reglamentados por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos, un organismo que afilia a 20,000 miembros y está compuesto por 61 capítulos. Este instituto establece prácticas contables y de auditoría, un Código de Ética, procedimientos de certificación y educación continua obligatoria.

162.
En el caso de una empresa inscrita, el auditor externo está obligado a reportar cualquier irregularidad al comité de auditoría que, a su vez, tiene la obligación de informar del asunto al consejo de administración
 En caso de que el comité de auditoría omita reportar irregularidades al consejo, el comisario, quien no necesariamente es miembro del comité de auditoría, puede informar a los accionistas y al consejo de administración acerca de esas irregularidades.  Además, los estados financieros de las empresas inscritas son públicos y el auditor está obligado a anotar en su reporte cualquier irregularidad. De conformidad con la reglamentación que entró en vigor el 1 de enero de 2004, los inspectores fiscales están obligados a investigar cualquier nota del auditor hecha a los estados financieros del contribuyente.

163.
La CNBV consolidó sus normas de inscripción en una circular emitida el 19 de marzo de 2003 que, entre otros, aborda la independencia de los auditores externos como por ejemplo la rotación obligatoria de auditores cada cinco años, un tope de 10% de ingresos atribuibles a un solo cliente o empresa afiliada, normas sobre conflicto de interés, etc.

164.
Los contadores, auditores y abogados están sujetos a normas de confidencialidad que les prohíben divulgar a las autoridades encargadas de aplicar la ley o a las autoridades encargadas de supervisar, las irregularidades que descubran en las cuentas de su cliente o en su conducta.
 Según los representantes de abogados y contadores que se reunieron con el equipo de evaluadores, esto excluye efectivamente a contadores, auditores o abogados del campo de aplicación del artículo 116 del Código Federal de Procedimientos penales que obliga a los ciudadanos a denunciar transacciones sospechosas o delitos de los que tengan conocimiento.  Sin embargo, […] en opinión de las autoridades fiscales (SAT) el artículo 116 deja sin efecto las normas de confidencialidad que se aplican a estas profesiones.
 Al equipo de evaluadores le preocupa que en vista de esta diferencia de opinión, un contador, auditor o abogado pudiera optar por no denunciar un posible delito de cohecho transnacional, poniendo así en riesgo la detección y aplicación de la ley.

165.
Sanciones disciplinarias: Apoyarse en normas de gremios profesionales plantea cuestiones de aplicación legal, en particular con relación a las sanciones que se aplicarían por violar las normas,  Actualmente, los contadores y auditores deben respetar el Código de Ética redactado por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos, revisado en 2001, para conformarlo a las tendencias internacionales respaldadas por la Federación Internacional de Contadores (IFAC, por sus siglas en inglés). Cada uno de los 61 capítulos del instituto en todo México es responsable, a través de su Comisión de Honor, de aplicar sanciones disciplinarias que incluyen el apercibimiento, la suspensión temporal y la expulsión.  La decisión de la Comisión de Honor del instituto no puede ser apelada.  Sin embargo, las sanciones se aplican solamente a personas y no a despachos.
 Más aún, las razones de dichas sanciones no se hacen públicas. El equipo de evaluadores no tuvo oportunidad de revisar el nivel y el rango de las sanciones aplicables por violaciones a las normas profesionales, en particular las referentes a la omisión de reportes o al ocultamiento de pagos de sobornos. El equipo de evaluadores también observó con preocupación que las sanciones aplicadas a los contadores y auditores por violación al Código de Ética pueden no aplicarse según los criterios propios de sus 61 capítulos. En relación con esto, el equipo de evaluadores recibe con beneplácito los planes del Instituto Mexicano de Contadores Públicos de establecer un nuevo e independiente consejo de vigilancia para el gremio de los contadores que evalúe el cumplimiento y promueva el control de calidad.  Sin embargo, aún no se ha establecido el campo de aplicación del nuevo consejo, como tampoco la fecha para su instalación. 

Comentario

La obligación de reportar fraudes contables se ve debilitada por virtud de las normas de confidencialidad que evitan que contadores, auditores y abogados divulguen cualquier delito descubierto en el transcurso de su representación a las autoridades encargadas de la supervisión o a la policía. No resultó claro si el artículo 116 que obliga a los ciudadanos a denunciar delitos a las autoridades deja sin efecto la norma de confidencialidad, siendo éste el punto de vista que sostienen las autoridades. No obstante, los representantes de los contadores y auditores parecían poco dispuestos a reportar los delitos sospechosos a las autoridades judiciales y los evaluadores principales están preocupados de que esto pudiera crear un lazo débil en la detección y aplicación de la ley. A los evaluadores principales también les preocupa que las sanciones disciplinarias por un organismo de auto regulación con 61 capítulos en todo el país resulten en normas diferentes para evaluar las violaciones y en la aplicación de sanciones.  También observó que las causas de dichas sanciones no se hacen públicas, limitando así el efecto disuasivo de las sanciones. Los evaluadores principales reciben con beneplácito los planes del Instituto Mexicano de Contadores Públicos de crear un consejo independiente para vigilar el cumplimiento y así promover estándares comunes, a pesar de que el campo de aplicación y la fecha para que el consejo entre en funciones todavía no están definidos.

3)
Obstáculos para investigar el cohecho 

a) Cooperación entre las autoridades mexicanas y herramientas de investigación

Cooperación entre las autoridades mexicanas

166.
En vista de que son varias las instituciones que participan en la investigación del delito de cohecho a un servidor público extranjero, la cooperación con la PGR es esencial. En conjunto, al parecer existe una cooperación práctica al nivel del trabajo cotidiano entre la PGR, el SAT y la SFP para detectar y/o investigar casos de cohecho nacional y de lavado de dinero. 

167.
De aquí que el SAT apoye y se coordine con la PGR en los procedimientos iniciados por denuncias o quejas del SAT y revisa las razones de la no persecución de los casos.  Muy importante es que el SAT puede liberarse del requisito formal de tener que solicitar información bancaria a través de las autoridades encargadas de la supervisión y transmitir esta información bancaria a la PGR, aun cuando no esté directamente relacionada con fraude fiscal.
 

168.
Cuando la SFP informa a la PGR de denuncias hechas por empresas privadas o personas sobre la solicitud de soborno por servidores públicos mexicanos, la SFP y la PGR pueden cooperan en la investigación, por ejemplo para organizar una acción simulada con el usuario, donde la persona a la que se le solicitó el soborno se reúne con el servidor público corrupto y se graba la conversión o el intercambio.
 El equipo de evaluadores se mostró satisfecho de que este programa haya sido usado en diversas ocasiones, pero señaló que no le queda claro si esto corresponde a una tendencia general ya que el número de procedimientos administrativos contra servidores públicos corruptos es mucho mayor que el número de procedimientos penales. 

169.
Por otro lado, no está claro si otras autoridades federales o estatales cooperan con la PGR y cómo.  Tampoco si la información delictiva se comparte entre los niveles local, estatal y federal de las autoridades encargadas de aplicar la ley y cómo.

Herramientas de investigación 

170.
No existen disposiciones específicas referentes a las técnicas de investigación de los casos de corrupción en el Código Federal de Procedimientos Penales de México.  Por lo tanto, se aplican las disposiciones generales referentes a la investigación de casos delictivos, tal y como está establecido en el CFPP. El rango de herramientas disponibles de investigación incluye las posibilidades de arresto y custodia preventiva, allanamiento y detención y allanamiento oculto y detención, administración de los bienes del acusado, etc. El marco legal sobre el uso de agentes encubiertos y otros medios de instigación sigue, sin embargo, indeterminado. En cuanto a la intervención de las comunicaciones, su uso está constitucionalmente restringido y requiere que un juez federal proceda a realizar un análisis caso por caso antes de conceder este tipo de orden.

171.
Otras herramientas de investigación tales como la protección de testigos o la revocación de la carga de la prueba sobre los orígenes de los fondos
, están disponibles para un número reducido de delitos graves tales como crimen organizado o lavado de dinero, categorías a las que no pertenece el cohecho de servidores públicos nacionales o extranjeros. Debido a que la protección de denunciantes internos ha sido introducida en los procedimientos administrativos de servidores públicos, el equipo de evaluadores identificó la ausencia de la protección de testigos en los procedimientos penales como un impedimento potencial para una mayor cooperación entre la SFP y la PGR. Efectivamente, los servidores públicos que aceptan denunciar y testificar en un procedimiento administrativo donde pueden gozar de anonimato y tener la seguridad de que su carrera no sufrirá ningún impacto, podrían mostrarse más renuentes a hacer lo mismo en un procedimiento penal donde no cuentan con protección alguna.  Las autoridades mexicanas indicaron después de la visita in situ que la protección de testigos sería parte de la reforma del sistema judicial,
 cuando la vida del testigo esté en riesgo y su testimonio sea fundamental para el juicio. El equipo de evaluadores recibe con beneplácito este anteproyecto y espera que sea adoptado en breve.

b) Acceso a la información bancaria 

172.
El artículo 180(2) del Código Federal de Procedimientos Penales señala que los requerimientos de información que formule el Procurador General de la República o la autoridad judicial, etc. deben hacerse por conducto de la autoridad pertinente encargada de la supervisión (es decir, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro). […] 

173.
[…] El acceso a la información bancaria solicitada a través de la Asistencia Legal Mutua (ALM) se rige por un tratado particular vigente con el país interesado y sus disposiciones específicas. Como lo señaló un funcionario gubernamental, el deber fiduciario de mantener la información confidencial es muy estricto en México. En vista de que en este contexto no se pueden hacer requerimientos directamente a  los bancos, sino que tienen que hacerse a través de la autoridad supervisora correspondiente, las demoras en recibir información bancaria son comunes y podrían haber dificultado la investigación y procesamiento de casos.

174.
El equipo de evaluadores se reunió con los jefes de las distintas unidades que tienen que ver con acceso a la información bancaria para determinar si las investigaciones internas o la prestación de ALM podrían  efectivamente verse obstaculizadas por las demoras en suprimir el secreto bancario. Al equipo de evaluadores se le dijo que las demoras en obtener la información bancaria varían desde unos cuantos meses hasta dos años, dependiendo del tipo de información solicitada y de su disponibilidad. Las solicitudes “abiertas” (Vg. Una solicitud de información sobre cualquier cuenta de una persona que pudiera existir en el sistema bancario) toman más tiempo que las solicitudes concernientes a una cuenta específica. Es más, el promedio varía dependiendo de la institución que haga la solicitud: PGR (cinco meses), SAT (cuatro meses) o la unidad de lavado de dinero (dos semanas a un mes
). […] En  respuesta a las inquietudes de que una solicitud de acceso a registros bancarios a través de la comisión encargada de la supervisión podría dar como resultado demoras innecesarias, una representante del SAT señaló que si ese paso fuera retirado, sería necesario hacer la solicitud a través de un juzgado, lo que no necesariamente haría el procedimiento más expedito.  Agregó que con el procedimiento existente, las autoridades encargadas de la supervisión y el cliente no pueden impugnar el procedimiento, y éste no sería el caso si un juzgado estuviera involucrado.

c) Cooperación internacional

175.
El equipo de evaluadores se reunió con funcionarios de la PGR, de la Secretaría de Relaciones Exteriores y de la División General de Extradiciones y Asistencia Legal. A la fecha, México no ha recibido ninguna solicitud de ALM o petición de extradición relacionada con el delito de cohecho de un servidor público extranjero y tampoco ha hecho solicitudes de ALM o de extradición.

176.
En la actualidad, México tiene acuerdos de ALM con diecisiete países y acuerdos de extradición con veintisiete países.
 En ausencia de un convenio, no se apoya en la Convención como base para solicitar ALM, sino que más bien se acoge a la reciprocidad. Un funcionario de primer nivel señaló la falta de pruebas del extranjero como la principal razón por la que no se procesan delitos vinculados con México y expresó la necesidad de mejorar los mecanismos existentes para obtener información del extranjero.

177.
Un tema recurrente durante la visita in situ fue el de las largas demoras para atender las solicitudes de ALM debido a los procedimientos burocráticos en México.  Además, los mismos problemas que se enfrentan en los procedimientos internos para obtener información bancaria también suceden al prestar ALM. 

178.
Al equipo de evaluadores también le preocupó que las demoras que actualmente se experimentan para obtener pruebas de ciertos países miembros de la OCDE y de otras jurisdicciones extranjeras (que van de 7 meses a más de un año) podrían obstaculizar el éxito en la investigación y procesamiento del cohecho transnacional: las autoridades mexicanas señalaron que las investigaciones sobre cohecho nacional se han visto obstruidas debido a que la información proveniente de otras jurisdicciones extranjeras no llega oportunamente.  Al respecto, el gobierno mexicano está actualmente discutiendo formas de mejorar el intercambio de información con el gobierno de Estados Unidos, con el cual tiene más de 200 solicitudes de información y entre 20 y 30 solicitudes pendientes de información financiera relacionada con corrupción en general.  Muchas de estas solicitudes pendientes fueron resueltas en pláticas recientes con Estados Unidos y la resolución de las restantes está en camino.

179.
En el área de la cooperación internacional donde participan tribunales extranjeros, México hace referencia a sus tratados de ALM. En cuanto al fisco, México comparte información con autoridades fiscales con las que tiene celebrados Acuerdos de Intercambio de Información. El SAT también intercambia información con países con los que ha firmado acuerdos en lo referente a doble tributación y evasión fiscal. México intercambia información de manera espontánea con otras jurisdicciones sobre pagos sospechosos detectados a través de auditorías o investigaciones fiscales.

Comentario

Debido a que la protección de testigos como herramienta de investigación ya está disponible para un número limitado de delitos, los evaluadores principales alientan a las autoridades mexicanas en su propuesta de también conceder protección de testigos en el caso de investigaciones de cohecho internacional.

En vista de que una investigación de cohecho de un servidor público extranjero requerirá inevitablemente del acceso a la información bancaria, los evaluadores principales alientan a las autoridades mexicanas a evaluar el funcionamiento del sistema actual con miras a asegurar un acceso rápido y eficaz a este tipo de información. 
En términos más generales, los evaluadores principales invitan a las autoridades mexicanas a reconsiderar la práctica actual de proporcionar ALM con base en la reciprocidad en ausencia de convenios bilaterales con el fin de garantizar que esa práctica no sea inconsistente con el artículo 9 de la Convención.

E. RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO Y SEGUIMIENTO

180.
Con base en los hallazgos del grupo de trabajo sobre la aplicación de la Convención y la Recomendación Revisada, el grupo de trabajo hace las siguientes recomendaciones a México. El grupo de trabajo tiene la intención de dar seguimiento a ciertas cuestiones.

Recomendaciones 

Recomendaciones para garantizar medidas eficaces para prevenir el cohecho transnacional

181.
Con respecto a elevar el grado de conciencia, el grupo de trabajo recomienda que México:

a) Además de la amplia campaña para elevar el grado de conciencia sobre la corrupción en general, lleve a cabo medidas enfocadas para elevar el grado de conciencia sobre el delito de cohecho transnacional y la Convención, centrándose en las obligaciones de las empresas mexicanas que invierten y exportan al extranjero; (Recomendación Revisada, Artículo I)

b) Desarrolle más a fondo programas enfocados para las instituciones y otras dependencias gubernamentales que más probabilidades tienen de entrar en contacto con empresas que hacen negocios en el extranjero, como por ejemplo, Bancomext y las embajadas mexicanas y aliente enfáticamente a estas instituciones a desempeñar un papel más activo en elevar el grado de conciencia entre las empresas mexicanas acerca de la Convención. A este respecto, el grupo de trabajo reconoce las iniciativas de la Secretaría de Relaciones Exteriores, después de la visita in situ, que apuntan a elevar el grado de conciencia de las embajadas mexicanas y alienta a México a proseguir con sus esfuerzos; (Recomendación Revisada, Artículo I)

c) Mejore la toma de conciencia del delito de cohecho transnacional asegurándose de que las políticas federales y las iniciativas sean canalizadas hacia los niveles inferiores de la administración y a los estados y municipios; (Recomendación Revisada, Artículo I) y 

d) Aliente a los gremios de contadores, auditores y abogados a desarrollar un núcleo de cursos y capacitación específicos para elevar el grado de conciencia y el conocimiento sobre el delito de cohecho cometido por personas y empresas mexicanas en el extranjero y, en particular, de las empresas mexicanas multinacionales, en vista de su papel cada vez mayor en las transacciones comerciales internacionales. (Convención, Artículo 8; Recomendación Revisada, Artículo I) 

182.
Con respecto a otras medidas preventivas, el grupo de trabajo recomienda que México desarrolle herramientas específicas para la prevención del cohecho de servidores públicos extranjeros dirigidas a empresas mexicanas que exportan e invierten en el extranjero, y en particular:

a) Desarrolle aún más su asociación en los negocios con la finalidad de identificar y diseminar las “mejores prácticas” en lo referente a políticas anticorrupción para prevenir mejor el cohecho transnacional; (Recomendación Revisada, Artículo I)

b) Considere la conveniencia de establecer una lista de empresas que han estado involucradas en actos de cohecho, incluyendo las empresas involucradas en el cohecho transnacional y distribuya esa lista a todas las instituciones federales con el fin de informarles acerca del riesgo potencial de tener tratos con estas empresas, así como para la posible aplicación de sanciones adicionales no penales, tal y como se señala en la recomendación 6, d)

c) Aliente a Bancomext a requerir detalles sobre las comisiones a intermediarios al momento de proporcionar apoyo, en vista del hecho de que estas comisiones se utilizan comúnmente para disfrazar sobornos de servidores públicos extranjeros; (Recomendación revisada, Artículo II v) y

d) Lleve a cabo análisis estratégicos sobre las características del delito de lavado de dinero con el fin de evaluar áreas de posibles mejoras en su prevención y detección. (Recomendación revisada, Artículo I)

Recomendaciones para garantizar mecanismos adecuados para la eficaz detección, procesamiento y establecimiento de sanciones de delitos de cohecho transnacional

183.
Con respecto a la denuncia de cohecho transnacional a las autoridades apropiadas, el grupo de trabajo recomienda que México:

a) Se asegure que todos los servidores públicos conozcan y cumplan con su deber de denunciar el cohecho transnacional de conformidad con el artículo 117 del Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP) y considere la conveniencia de introducir sanciones específicas por violación a la obligación señalada en el artículo 117 del CFPP; (Convención, Artículo 3, Recomendación revisada, Artículo I)

b) Se asegure que el deber de denunciar delitos de conformidad con el artículo 116 del CFPP (que obliga a los ciudadanos a denunciar cualquier delito a las autoridades) sea ampliado para abarcar a los contadores y auditores, y se asegure que las normas profesionales sobre la confidencialidad no contradigan al CFPP;
 (Convención, Artículo 8; Recomendación revisada, Artículo I)

c) Facilite la denuncia de casos de cohecho transnacional y proporcione canales para la denuncia equivalentes a los que se tienen para el cohecho nacional; (Recomendación revisada, Artículo I) y

d) Agradeciendo el consenso existente entre el sector empresarial, los servidores públicos y la sociedad civil, considere la conveniencia de adoptar una protección del denunciante que sea suficiente para proteger a los empleados de que lleguen a ser despedidos o de que puedan sufrir alguna otra forma de represalia con respecto a la denuncia del cohecho extranjero. (Convención, Artículo 5; Recomendación revisada, Artículo I)

184.
Con respecto a otras medidas para mejorar la detección, el grupo de trabajo recomienda que México:

a) Se asegure que recursos adecuados sean dedicados a la investigación y procesamiento del cohecho de servidores públicos extranjeros y considere la conveniencia de establecer una unidad especializada encargada de atender las cuestiones de cohecho de servidores públicos extranjeros; (Recomendación revisada, Artículo I)

b) Se asegure que la policía y el ministerio público sean más proactivos, en particular aprovechando distintas herramientas de detección además de las denuncias de quejosos, que continúen mejorando su capacitación y que desarrollen herramientas analíticas y técnicas de investigación financiera; (Recomendación revisada, Artículo I) y

c) Acelere y simplifique el procesamiento de reportes por transacciones sospechosas con respecto a un supuesto lavado de dinero. (Convención, Artículo 7; Recomendación revisada, Artículo I)

185.
Con respecto a la investigación, procesamiento y establecimiento de sanciones, el grupo de trabajo recomienda que México:

a) Proporcione  lineamientos internos para uso de la policía y del ministerio público – y aliente al sistema judicial a emitir criterios interpretativos – que resalten las diferencias entre los delitos de cohecho de servidores públicos mexicanos y el cohecho de servidores públicos extranjeros; (Recomendación revisada, Artículo I)

b) Reforme el artículo 222 bis del Código Penal Federal con el fin de asegurar que los terceros beneficiarios estén cubiertos y que la definición de servidores públicos extranjeros esté en armonía con la definición autónoma de la Convención de la OCDE;
 (Convención, Artículo 1)

c) Con el fin de satisfacer la norma de otros signatarios de la Convención, revise las disposiciones actuales sobre personas morales para:

- eliminar el requisito previo de la condena de una persona moral,

- eliminar el requisito previo de que el delito tiene que ser cometido con los medios proporcionados por la persona moral “para tal efecto” y 

- asegurar que las empresas de propiedad estatal y las empresas de control estatal estén sujetas a responsabilidad bajo el delito de cohecho transnacional,

- incrementar significativamente el nivel de las sanciones; (Convención, Artículos 2 y 3; Evaluación de la Fase 1)

d) Considere la conveniencia de introducir sanciones adicionales para las personas morales, tales como la descalificación temporal o permanente de participar en  contrataciones públicas y obras públicas y una exclusión general del derecho a beneficios públicos o a asistencia pública; (Convención, Artículo 3; Evaluación de la Fase i, párrafo 3) 

e) Prosiga con sus esfuerzos de introducir la protección de testigos en las investigaciones de cohecho transnacional dentro del marco de la reforma jurídica; (Recomendación revisada, Artículo I)

f) Revise el sistema actual de acceso a información bancaria con miras a asegurar un acceso rápido y eficaz; (Convención, Artículos 5, 9; Recomendación Revisada, Artículo VII) y

g) Reconsidere la práctica actual de proporcionar asistencia legal mutua con base en la reciprocidad en ausencia de acuerdos bilaterales con el fin de asegurar que esa práctica sea consistente con el artículo 9 de la Convención. (Convención, Artículo 9; Recomendación revisada, Artículo VII)

Seguimiento por parte del grupo de trabajo

186.
En vista de los pocos casos de cohecho al nivel federal y de su naturaleza y en ausencia de una jurisprudencia sobre cohecho de servidores públicos extranjeros, no es posible evaluar con claridad cómo será aplicada en la práctica la legislación mexicana. El grupo de trabajo, por lo tanto, revisará de nuevo la jurisprudencia de una manera general conforme se vaya desarrollando.  Esto se refiere en particular a: 

a) La aplicación del delito de sobornos entregados directamente o a través del servidor público extranjero a terceros beneficiarios y la interpretación del término “servidor público extranjero”; (Convención, Artículo 1; Evaluación de la Fase 1, párrafo 2) y

b) La aplicación de sanciones con vistas a determinar si son efectivas, proporcionadas y disuasivas para prevenir y castigar el delito de cohecho transnacional, en particular: la base sobre la cual se cuantifican los sobornos intangibles con respecto a las personas morales y la aplicación práctica de multas tanto a personas físicas como a personas morales. (Convención, Artículo 3; Evaluación de la Fase 1, párrafos 3, 4)

Anexo 1 – Los delitos de cohecho de servidores públicos nacionales y extranjeros

	Artículo 222.- delito de cohecho
	Articulo 222 bis.- delito de cohecho transnacional

	Cometen el delito de cohecho:

I. El servidor público que por sí, o por interpósita persona solicite o reciba indebidamente para sí o para otro, dinero o cualquiera otra dádiva, o acepte una promesa, para hacer o dejar de hacer algo justo o injusto relacionado con sus funciones, y 

II. El que de manera espontánea dé u ofrezca dinero o cualquier otra dádiva a alguna de las personas que se mencionan en la fracción anterior, para que cualquier servidor público haga u omita un acto justo o injusto relacionado con sus funciones. 

(…)
	Se impondrán las penas previstas en el artículo anterior al que con el propósito de obtener o retener para sí o para otra persona ventajas indebidas en el desarrollo o conducción de transacciones comerciales internacionales, ofrezca, prometa o dé, por sí o por interpósita persona, dinero o cualquiera otra dádiva, ya sea en bienes o servicios: 

I.
A un servidor público extranjero para que gestione o se abstenga de gestionar la tramitación o resolución de asuntos relacionados con las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión;
II. 
A un servidor público extranjero para llevar a cabo la tramitación o resolución de cualquier asunto que se encuentre fuera del ámbito de las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión, o
III. A cualquier persona para que acuda ante un servidor público extranjero y le requiera o le proponga llevar a cabo la tramitación o resolución de cualquier asunto relacionado con las funciones inherentes al empleo, cargo o comisión de este último.

(…)


Anexo 2 – Lista de participantes mexicanos

Secretarías y otros organismos gubernamentales al nivel federal: 

Secretaria de la función publica, SFP 

- Dirección General de Auditoría 

- Unidad de Auditoría Gubernamental

- Dirección General de atención ciudadana 

Secretaria de Relaciones Exteriores, SRE

Secretaria de Hacienda y Crédito Publico, SHCP

- Inspección fiscal, auditores públicos independientes

- Agencia de privatización

- Dirección de Aduanas e impuestos indirectos 

- Sistema de Administración Tributaria, SAT

- Unidad de Inteligencia Financiera, (Dirección General Adjunta de Investigación de Operaciones DGAIO)

Procuraduría General de la Republica, PGR

Auditoría superior de la Federación 

Ombudsman Civil

Fuerzas policíacas

Suprema Corte de la Nación
Bolsa Mexicana de valores, BMV

Comisión nacional bancaria y de valores, CNBV
Comisión Nacional de Derechos Humanos, CNDH

Fiscales de distrito estatales y federales 

Banco Nacional de Comercio Exterior: Bancomext

Secretaria de Economía, SE

Sociedad  civil 

Sindicatos

Transparencia Mexicana

Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey

Centro de Estudios Económicos del Sector Privado

Periodista investigador de delitos económicos

Barra Mexicana de Abogados

Colegio de Abogados

Instituto Mexicano de Contadores Públicos

Sociedad Mexicana de Contadores Públicos

Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX)

Confederación de Cámaras Industriales de México 
Confederación de Cámaras Industriales de los Estados Unidos Mexicanos (CONCAMIN)

Sector privado: empresas que representan a los siguientes sectores de actividad: 

Banca y finanzas 

Telecomunicaciones

Distribución de recursos naturales 

Petróleo y gas

Importaciones/Exportaciones

Bienes manufacturados
Obras Públicas/Construcción

Anexo 3 – Integrantes del Equipo de Examinadores

Examinadores principales

Países Bajos

Sr. Nils LANGEMEIJER 

Alto asesor en políticas

Ministerio Holandés de Asuntos Económicos 

Política de inversiones internacionales

Sr. Dick Pijl
Director 

Departamento de Investigaciones Internas de la Policía Nacional Holandesa (Rijksrecherche)

España

Sr. Víctor QUESADA MORALES

Abogado de Estado 

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña

Sra. Beatriz GONZÁLEZ BETANCORT 

Ministerio de Economía

Instituto de Contabilidad y Auditoria de Cuentas 

Secretaría de la OCDE

Sr. Nicola Bonucci
Director Adjunto

Departamento de Asuntos Legales

Srita. Gwenaëlle LE COUSTUMER

Coordinadora del examen de la Fase 2 para México 

Administradora, abogada – División Anticorrupción

Sra. Patricia Mc Kinstry
Administradora, abogada – División Anticorrupción
Srita. Noémie APOLLON
Pasante, abogada – División Anticorrupción

(La Srita. Apollon no participó en la visita in situ)
� 	Por ejemplo, el ‘Grupo de los Tres’, el ‘Triángulo del Norte’ y ALADI.


� 	México fue admitido como miembro de pleno derecho del foro para la Cooperación Económica Asia- Pacífico (APEC) en 1993. 


� 	México firmó un Tratado de Libre Comercio (TLC) con la Unión Europea en el año 2000.


� 	La industria maquiladora produce una variedad de bienes, incluyendo vehículos, artículos eléctricos, textiles y muebles.  Se trata de plantas ensambladoras, que fabrican bienes terminados para exportación (en general, pertenecientes a empresas que no son mexicanas) y que usualmente aprovechan los bajos costos de la mano de obra y los ventajosos reglamentos sobre aranceles aduaneros. 


� 	Anteriormente, las inversiones se dirigían principalmente hacia la industria manufacturera, notablemente maquinaria y equipo.


� 	La industria maquiladora juega un papel importante para atraer inversión extranjera.


� 	Según datos de la OCDE para 2002, el PIB per cápita en México basado en la tasa de cambio actual era de 6,200 dólares estadounidenses.  Por otra parte, el promedio de los países de la OCDE fue de 23,000 dólares estadounidenses durante el mismo período. 


� 	Vea, Vg., L. Shelley, Corruption and Organized Crime in Mexico in the Post-PRI Transition, Journal of Contemporary Criminal Justice, vol. 17 No. 3. Agosto de 2001. (� HYPERLINK "http://www.american.edu/traccc/Publications/Shelley The Post-PRI Transition.pdf" ��www.american.edu/traccc/Publications/Shelley The Post-PRI Transition.pdf�)


� 	Por ejemplo, una encuesta de TI-México señala que los estados con los niveles más altos de corrupción son el Distrito Federal, el Estado de México y los estados de Puebla y Jalisco que también son los que tienen el mayor número de empresas.  En comparación, el estado de Colima es considerado como el menos corrupto. (Consulte � HYPERLINK "http://www.transparenciamexicana.org.mx/indice_nacional_01.html" ��www.transparenciamexicana.org.mx/indice_nacional_01.html�)


� 	El Informe TI sobre la Corrupción Global 2003 también mencionó la alta tasa de corrupción de los jueces en México.


� 	Ibid. El año pasado, como resultado del alto grado de corrupción percibido por la comunidad de empresas internacionales, los flujos de inversiones de capital disminuyeron en un 25%.


� 	Centro de Estudios Estratégicos del Tecnológico de Monterrey (denominado CEETM, de aquí en adelante. Consulte � HYPERLINK "http://www.revistainterforum.com/espanol/articulos/100702soc_costos_corrupcionmx.html" ��www.revistainterforum.com/espanol/articulos/100702soc_costos_corrupcionmx.html�). El estudio indica que los dos tipos de corrupción más comunes son la corrupción administrativa y la política. 


� 	Según datos de 2002, México contaba con alrededor de 636,526 empresas. (SIEM, consulte � HYPERLINK "http://www.siem.gob.mx/portalsiem/" ��www.siem.gob.mx/portalsiem/�)


�	CEETM.


� 	Vea el artículo: El costo de la corrupción en México, Es Más, 16 de marzo de 2004.


� 	Una calificación de diez indica la percepción de que no hay corrupción.  Esta encuesta mide el nivel de corrupción percibido en el servicio público de varios países a través de encuestas. (consulte � HYPERLINK "http://www.transparency.org/index.html" ��http://www.transparency.org/index.html�)


�	Además, el Capítulo México de TI (Transparencia Mexicana) realizó una encuesta nacional de corrupción y buen gobierno que estima que de 2001 a 2003, los actos de soborno se redujeron de 214 a 101 millones. TI Mexicana, � HYPERLINK "http://www.transparenciamexicana.org.mx/documentos/ENCBG%202003/Encuesta%20Nacional%20de%20Corrupcion%20y%20Buen%20Gobierno%202003.pdf" ��www.transparenciamexicana.org.mx/documentos/ENCBG%202003/Encuesta%20Nacional%20de%20Corrupcion%20y%20Buen%20Gobierno%202003.pdf�.


� 	Programa de Modernización de la Administración Pública 1995-2000, desarrollado bajo la presidencia de Ernesto Zedillo. Sus objetivos generales eran “transformar la administración pública federal en una organización eficaz y eficiente para satisfacer plenamente las necesidades de la sociedad y para luchar contra la corrupción y la impunidad alentando medidas preventivas sin desatender la aplicación firme, rápida y eficaz de medidas correctivas”.


	(� HYPERLINK "http://zedilloworld.presidencia.gob.mx/PAGES/library/od_publicadmon.html" ��http://zedilloworld.presidencia.gob.mx/PAGES/library/od_publicadmon.html�)


� 	� HYPERLINK "http://pnd.presidencia.gob.mx/index.php?idseccion=6" ��http://pnd.presidencia.gob.mx/index.php?idseccion=6� 


� 	La Comisión Intersecretarial para la Transparencia y el Combate a la Corrupción en la Administración Pública Federal, denominada de aquí en adelante CITCC, está integrada por la PGR y por representantes de 18 secretarías, incluyendo la de Relaciones Exteriores, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la SFP.  Vea A. Franco-Barrio (Director General de políticas y estudios de la CITCC), Construyendo un gobierno más transparente y honrado. Reformas institucionales y política anticorrupción, CITCC, Gobierno de México, Junio de 2003. 


� 	Ibid, p.25


� 	Después de este análisis, el gobierno tomó medidas concretas para enderezar la situación. Implementó programas operativos para la transparencia y el combate a la corrupción en las instituciones de la APF – herramientas que permiten la formulación y monitoreo de los resultados y las medidas que las instituciones y organismos alcanzan en cuanto a promover la transparencia y combatir la corrupción (117 en 2001, 155 en 203).  Más de 3,000 medidas específicas para el mejoramiento han sido establecidas a noviembre de 2003, de las cuales, 1,885 fueron “Mejorar los procesos y servicios” y “Otorgar calidad y transparencia a la administración”.  Estas acciones están clasificadas por líneas estratégicas del Programa Nacional para el Combate a la Corrupción y Promoción de la Transparencia y el Desarrollo Administrativo.  En cuando a la transparencia en los procesos de licitación, una de las estrategias incluyó la participación externa al revisar los términos de las ofertas, lo cual ha generado ahorros por 2,343 mil millones de pesos, principalmente en PEMEX y en la Comisión Federal de Electricidad (alcanzando 0.5% del total).


� 	Franco-Barrios, p.34.


� 	En enero de 2002, fue lanzado “Declaranet”, un programa en línea para la declaración obligatoria de los bienes de los servidores públicos, sus cónyuges y todos sus dependientes económicos.  Esta es una obligación para la mayoría de los servidores públicos mexicanos. 


� 	Vea, Vg., el código de conducta de la Secretaría de Salud: � HYPERLINK "http://www.salud.gob.mx/unidades/dgces/" ��http://www.salud.gob.mx/unidades/dgces/�. De las 155 instituciones o entidades federales que firmaron un programa operativo, el 65% ha adoptado un código de ética. 


� 	Durante la visita in situ, al parecer, a la SFP todavía le falta analizar la reciente Recomendación OCDE del Consejo sobre Lineamientos para Manejar Conflictos de Interés en el Servicio Público adoptada en junio de 2003, con el fin de reformar su ley, de ser necesario. 


� 	El SAT cuenta con un programa de integridad, llamado Reto de Integridad, en el cual sus empleados son sometidos anualmente a exámenes.


� 	“� HYPERLINK "http://www.olis.oecd.org/olis/2000doc.nsf/0/c125685b0057c558c12568b7004d7873/$FILE/00075335.PDF" ��Country Chapters of the Ethics Report�” PUMA(2000)2/ANN/REV1. Vea también OECD: “� HYPERLINK "http://www.oecd.org/dataoecd/31/23/1891922.pdf" ��Public spending in Mexico: how to enhance its effectiveness�”; Economics Department Working Papers no. 288, 2001.


� 	Las autoridades mexicanas explicaron que un testigo ciudadano es una persona de reconocido prestigio técnico y moral, perteneciente por lo general a una organización no gubernamental, que participa como observador en el proceso de licitación y que atestigua y certifica si el procedimiento fue transparente y legal.


� 	Conforme a la Ley de Libertad de la Información.  Las autoridades mexicanas también indicaron que más de la mitad de los gobiernos estatales han adoptado ya la Ley sobre Transparencia y Acceso a la Información Pública.  Efectivamente, durante la visita in situ se señaló que las empresas tenían dificultad en averiguar qué condiciones debían satisfacerse para establecerse o comerciar con México. 


� 	A finales de 2001, había 3.64 millones de usuarios de Internet en México, la mitad de los cuales pertenecían a empresas privadas y más de un tercio a hogares.  A finales de enero de 2003, el gobierno mexicano lanzó la primera fase de su proyecto e-México, cuya meta es proporcionar servicios de Internet a alta velocidad vía satélite a 3,200 comunidades.  Vea Mexico: Country Profile 2003, The Economist Intelligence Unit, pp.21-22. Las autoridades mexicanas han señalado, sin embargo, que las comunidades ponen a disposición del público el acceso a Internet.


� 	Al 22 de junio de 2004, $10.00 pesos equivalían a 0.72 Euros y 0.88 dólares estadounidenses. 


� 	Muchas han sido las iniciativas que se han emprendido en años recientes con el fin de combatir el crimen en las fronteras entre México y Estados Unidos. Consulte, Vg. CIA -Factbook y el sitio Web de la Embajada de Estados Unidos (� HYPERLINK "http://www.usembassy-mexico.gov" ��http://www.usembassy-mexico.gov�).


� 	Hay muy pocos casos de cohecho nacional al nivel federal. Por lo tanto, las autoridades mexicanas también hacen referencia a los casos estatales en vista de que el delito estatal y el delito federal son similares. 


� 	“Se entiende por servidor público extranjero toda persona que ostente u ocupe un cargo público considerado así por la ley respectiva, en los órganos legislativo, ejecutivo o judicial de un Estado extranjero, incluyendo agencias o empresas autónomas, independientes o de participación estatal, en cualquier orden o nivel de gobierno, así como cualquier organismo u organización pública internacionales.”


� 	Estos temas incluyen la autonomía hacia la definición nacional de servidores públicos mexicanos, la cobertura de otras personas elegidas que no sean legisladores, y las definiciones de “organismos públicos autónomos” y empresas indirectamente controladas por un Estado extranjero.


� 	[…] México depositó su instrumento de ratificación el 20 de julio de 2004, después de la reunión del Grupo de Trabajo. […]


� 	Después de la visita in situ, una instrucción presidencial fechada el 12 de marzo de 2004, decidió la creación de una subcomisión a este respecto, con los siguientes objetivos: a) diagnosticar el cumplimiento mediante la identificación del marco judicial y de los programas administrativos actuales que operan al nivel ejecutivo federal; y b) elaborar un plan de acción que tome en cuenta tanto las modificaciones legales necesarias para la plena adopción de la Convención de las Naciones Unidas, así como las medidas y acciones administrativas que cada secretaría e institución de la Administración Pública Federal debe cumplir.


� 	En México, el peso de la jurisprudencia es una mezcla entre el sistema jurídico basado en el Derecho Romano y el sistema jurídico anglo-sajón.  Por lo general, al igual que en otros sistemas jurídicos basados en el Derecho Romano, la jurisprudencia no es obligatoria.  Sin embargo, si una interpretación es reiterada por la Suprema Corte o por los circuitos colegiados de distrito en cinco casos ininterrumpidos, se establece una presunción de validez y se genera una jurisprudencia obligatoria.  Esta jurisprudencia es obligatoria en el tribunal que la estableció y en todos los tribunales inferiores federales y en los tribunales estatales.  La Suprema Corte también puede emitir tesis sobresalientes con valor persuasivo pero que no son obligatorias en tribunales inferiores. F. Avalos: “The Mexican Legal System” (2a edición, 2000), citado por “A guide to researching the law of Mexico at the University of Michigan Law Library”.


� 	El Artículo 222 bis se aplica cuando el servidor público extranjero es sobornado “para que gestione o se abstenga de gestionar la tramitación o resolución de asuntos relacionados con las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión” o “para llevar a cabo la tramitación o resolución de cualquier asunto que se encuentre fuera del ámbito de las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión”. El Artículo 222 sobre el cohecho nacional está redactado de forma diferente en cuanto a que se aplica a la persona que busca “que cualquier servidor público [mexicano] haga u omita un acto justo o injusto relacionado con sus funciones”. 


� 	“Es un delito dentro del significado del párrafo 1 sobornar o retener un negocio u otra ventaja indebida sea o no que la empresa en cuestión haya sido el licitante mejor calificado o haya sido, de alguna otra manera, una empresa a la que se le hubiera podido adjudicar legítimamente el negocio.”


� 	Novena época. Instancia: Primer juzgado, Semanario judicial federal y su Diario, Volumen: XIV, Diciembre 2001. Precedente: 1a./J.99/2001 Página: 7


� 	Lo que la fracción II del artículo 174 del Código Penal de Michoacán establece para un delito de cohecho activo de servidor público oficial es similar al delito federal (artículo 222 del CPF). Novena época. Instancia: Segundo tribunal colegiado, Circuito undécimo. Semanario judicial federal y su Diario Volumen XII, diciembre de 2000. Precedente: XI.2ndo.33 P. Página 1376.


� 	El fallo también señala que el cohecho no puede materializarse en la etapa de intento. Durante la Fase 1, las autoridades mexicanas habían indicado, sin embargo, que un intento de soborno podría existir en casos específicos, como por ejemplo, el caso donde una persona deposita fondos en una cuenta bancaria con el fin de sobornar al servidor público extranjero, gira instrucciones a un tercero de que ofrezca los fondos al funcionario, pero el tercero se niega a acatar las instrucciones.  Hasta el momento, sin embargo, no existe jurisprudencia para este tipo de casos.


� 	Legislación de Guerrero; Segundo tribunal colegiado, vigésimo primer circuito; decreto bajo revisión 365/92; 14 de enero de 1993; y Séptima época. Tribunal penal colegiado, Primer Circuito. Semanario federal judicial Volumen 193-198 Sexta parte, página 46.


� 	A lo largo de los últimos 6 años, las condenas por cohecho tuvieron que ver con sobornos de entre 60 y 10,0000 pesos.  Sin embargo, un caso en curso involucra un soborno de 80,000 dólares estadounidenses.


� 	De conformidad con el artículo 222 bis, el sobornador debe contar con que el servidor público “gestione o se abstenga de gestionar la tramitación o resolución de asuntos relacionados con las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión” (Fracción I) o “llevar a cabo la tramitación o resolución de cualquier asunto que se encuentre fuera del ámbito de las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión” (Función II), mientras que en el artículo 222 de CPF el sobornador debe contar con que el servidor público deberá “hacer o dejar de hacer algo justo o injusto relacionado con sus funciones.” 


� 	Época novena. Instancia: Primer juzgado. Semanario judicial federal y su diario Volumen XIV, diciembre de 2001. Precedente: 1a./J.99/2001 Página 7. Incompatibilidad del precedente 109/2000-PS.


� 	Época novena. Instancia: Segundo tribunal penal colegiado, Primer Circuito. Semanario Judicial Federal y su Diario Volumen XV, enero de 2002, Precedente: I.2o.P.52 página: 1273. 


� 	La fracción II del artículo 174 del Código Penal de Michoacán establece para el cohecho activo de un servidor público algo similar al delito federal del artículo 222 del CPF: “Al que dé u ofrezca o prometa dinero, o ventajas pecuniarias a las personas a que se refiere la fracción anterior, para que haga u omita un acto justo o injusto relacionado con sus funciones.” 


	Época novena. Instancia: Segundo tribunal colegiado, undécimo circuito. Semanario Federal Judicial y su Diario Volumen XII, diciembre de 2000. Precedente: XI.2ndo 33 P. Página: 1376”. Decreto judicial en revisión 269/2000. 20 de septiembre de 2000. 


� 	En ese caso, una persona ofreció un soborno a un funcionario de la Procuraduría General de la República con la finalidad de liberar a un familiar.  Pero el detenido ya había sido trasladado al Ministerio Público. Como resultado, el sobornador  no tenía la información pertinente. Sin embargo, el detenido todavía estaba en un lugar donde el servidor público al que se le ofreció el soborno habría podido actuar.


� 	Época novena. Instancia: Tribunal penal colegiado, séptimo circuito. Semanario federal judicial y su diario Volumen II, julio de 1995. Precedente: VII.P.12 P. Página 223: “COHECHO.  CASOS EN DONDE EL DELITO DE NO SE COMETE.  Si los servidores públicos involucrados están actuando arbitrariamente en cuanto a su comportamiento, obviamente el hecho de que el acusado les ofrezca dinero o dádivas con el fin de que cesen dicho comportamiento no puede considerarse que persigue el objetivo de que dejen de hacer algo legal o ilegal relacionado con sus funciones.  Esto significa que la materialización del delito de cohecho de acuerdo a las condiciones indicadas no puede válidamente sostenerse.”


� 	México fue sometido a una revisión del Grupo de estudio de acción financiera contra el lavado de Dinero (FATF) en 2003-04. 


� 	El lavado de dinero se perpetrará cuando la persona, para sí o para el beneficio de un tercero, “adquiera, enajene, administre custodie, cambie, deposite, de en garantía, invierta, transporte o transfiera, dentro del territorio nacional, de éste hacia el extranjero o a la inversa, recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, con conocimiento de que proceden o representan el producto de una actividad ilícita, con alguno de los siguientes propósitos: ocultar o pretender ocultar, encubrir o impedir conocer el origen, localización, destino o propiedad de dichos recursos, derechos o bienes, o alentar alguna actividad ilícita.” La persona encontrada culpable de conformidad con este artículo puede enfrentar de 5 a 15 años de prisión y a una multa de 1,000 a 5,000 mil días de salario mínimo y estará obligada a pagar daños. La misma sanción será impuesta a empleados y funcionarios integrantes del sistema financiero que presten ayuda o auxilien a otro a realizar las actividades antes descritas. La sanción anterior se aumentará en una mitad cuando el acusado sea un funcionario gubernamental encargado de prevenir, detectar, investigar, perseguir o juzgar este delito. (artículo 400 bis)


� 	Segundo tribunal colegiado sobre asuntos penales del primer circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Diario; Época novena; Libro XII, Septiembre de 20000. tesis: I. 2o P.J./13 Página 629.


� 	Vea: “Detección y divulgación de cohecho ligado a casos de lavado de dinero”, más adelante.


� 	Sin embargo, se mencionó en la visita in situ que no es obligatorio para el ministerio público recibir una demanda del SAT para comenzar una investigación siempre y cuando ésta sea presentada en una etapa posterior (es decir, ejercer la acción penal y procesamiento).


� 	“Cuando algún miembro o representante de una persona moral o de una sociedad, corporación o empresa de cualquier clase, con excepción de las instituciones del Estados, cometa un delito con los medios que para tal objeto las mismas entidades le proporcionen, de modo que resulte cometido a nombre o bajo el amparo de la representación social o en beneficio de ella, el juez podrá, en los casos exclusivamente especificados por la ley, decretar en la sentencia la suspensión de la agrupación o su disolución, cuando lo estime necesario para la seguridad pública.”


� 	Ultimo párrafo: “Cuando alguno de los delitos comprendidos en este artículo se cometa en los supuestos a que se refiere el artículo 11 de este Código, el juez impondrá a la persona moral hasta quinientos días multa y podrá decretar su suspensión o disolución, tomando en consideración el grado de conocimiento de los órganos de administración respecto del cohecho en la transacción internacional y el daño causado o el beneficio obtenido por la persona moral.”


� 	Como consecuencia, la investigación en curso relacionada con el cohecho de un servidor público mexicano de alto nivel por una empresa extranjera con sede en un país firmante de la Convención abarca únicamente a los individuos. 


� 	Iniciativa de ley: “Cuando un miembro o representante legal de una persona moral, con excepción de las instituciones del Estado, cometan un delito con los medios que para tal objeto la entidad jurídica les proporcionen, de modo que resulte cometido  a nombre o bajo el amparo de la representación social o en beneficio de ella, el juez con audiencia del representante legal de dicha persona moral, impondrá en la sentencia a la persona moral, mediante el procedimiento previo correspondiente, las sanciones previstas en este Código, sin prejuicio de la responsabilidad en que hayan podido incurrir las personas físicas por los delitos cometidos.” (las reformas están señaladas en itálicas) 


� 	Esto incluye la introducción de disposiciones que permiten a las personas morales beneficiarse de los mismos derechos que las persona físicas en lo que se refiere a audiencias judiciales (es decir, el derecho a ser informado de la investigación preliminar de las acciones penales ejercidas contra las personas morales, la posibilidad de ser auxiliado por un defensor y la capacidad de participar en los actos procesales). Un nuevo capítulo IV sobre las personas morales quedaría insertado en el título doce del CFPP para contemplar categorías particulares de delincuentes. Por ejemplo, el artículo 527 bis propuesto del CFPP especifica que si las condiciones del artículo 11 parecen haberse cumplido, el Ministerio Público  tiene que ejercer acción penal contra la persona moral y la persona física tendrá que responder por el delito cometido.


� 	Según la legislación mexicana: “una persona jurídica, o de una sociedad, corporación o empresa de cualquiera clase, con excepción de las instituciones del Estado”, significando esto que una persona moral o una compañía, una corporación o una empresa, sin importar su clasificación, entraría dentro de este artículo del CPF, excluyendo a las instituciones gubernamentales.


� 	Esto no parece modificar el campo de responsabilidad, puesto que el artículo 11 actual, refiriéndose más adelante a las entidades mencionadas, ya se refiere a “las mismas entidades”. Así, parece que anteriormente había la intención de abarcar a todas las entidades privadas y éstas siguen estando cubiertas en el proyecto de reforma.


� 	A pesar de la falta de responsabilidad de las empresas públicas, los servidores públicos que trabajan para éstas son personalmente responsables por cohecho activo de servidores públicos extranjeros.


� 	De conformidad con el artículo 25(4) de la Constitución: “El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las áreas estratégicas que se señalan en el Artículo 28, párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control sobre los organismos que en su caso se establezcan.” El Artículo 28(4) indica que el Estado ejerce funciones de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: “correos, telégrafos y radiotelegrafía; petróleo y los demás hidrocarburos; petroquímica básica; minerales radioactivos y generación de energía nuclear; electricidad y las actividades que expresamente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión.”  Además, las entidades con participación estatal mayoritaria abarcan a las compañías nacionales de crédito, las organizaciones nacionales auxiliares de crédito y las instituciones de seguros y fianzas.  También son entidades abarcadas, aquellas que tienen a su cargo las áreas estratégicas que se señalan en el Artículo 28 de la Constitución, en particular aquellas cuyo propósito es satisfacer los intereses nacionales y las necesidades de la población, y los fondos fiduciarios públicos.  En 1982, en México existían 1,155 empresas paraestatales en prácticamente todos los sectores de la economía.  La privatización dio inicio en 1985, aunque el 96% de todo el proceso ocurrió de 1989 a 1992.  Con relación a lo anterior, vea, Vg. La Porta y F. López-de-Silanes, The benefits of privatization: evidence from Mexico, (1999) The Quarterly Journal of Economics, 1193, p.1197. Por el contrario, las autoridades mexicanas indicaron que cuando el Estado privatiza las empresas, no conserva los derechos financieros y corporativos. 


� 	La iniciativa de ley no modifica el nivel de las sanciones de prisión que van de 3 meses de prisión para sobornos superiores a 500 veces el SMD a de 2 a 14 años de prisión para sobornos superiores a 500 veces el SMD.


� 	Las autoridades mexicanas también declaran que el quejoso puede proporcionar información a las autoridades que lleve a la determinación de los ingresos reales de la entidad moral. Para este fin, se puede buscar la cooperación de las autoridades competentes nacionales o internacionales con relación a información de cuentas bancarias o se pueden utilizar los resultados de las auditorías fiscales u otros medios para determinar los ingresos reales.


� 	Vea las Respuestas a la “Encuesta 2000 sobre las medidas tomadas para combatir el cohecho en créditos a la exportación apoyados oficialmente” (del 14 de mayo de 2004) preparada por el Grupo de Trabajo sobre créditos a la exportación y garantías de crédito de la OCDE, donde México señala que en caso de una sentencia por cohecho, la negación del acceso a apoyos para todos los negocios (ya sea antes o después de que la decisión de proporcionar apoyo haya sido tomada) estaría disponible, pero no sería obligatoria ni aplicada en la práctica. 


� 	Vea las estadísticas del Instituto Nacional de Estadística Geografía e Informática que indican que el 75% de los delitos no fueron denunciados a las autoridades judiciales en 2001. G. Zepeda Lecuona


� 	Una recomendación similar fue hecha en noviembre de 2001 por el Dr. Alejandro Gertz, el entonces Secretario de Seguridad Pública, en una propuesta para una serie de reformas judiciales.  Entre éstas, una sugerencia era permitir que la policía fuera una parte integrante plena del proceso judicial (con la posibilidad de acusar formalmente) y no un simple ayudante del Ministerio Público.  Vea López-Portillo, p.2


�	Vea Héctor Fix-Fierro, “La reforma judicial en México: ¿De dónde viene? ¿Hacia dónde va?”, Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, Instituto de Investigaciones Jurídicas (UNAM), No.2, Julio-Diciembre de 2003. El autor explica que el gobierno de Zedillo (1995-2000) inició una reforma que era esencialmente institucional, confiriendo mayor poder, autoridad y visibilidad a los tribunales federales,  en general, y a la Suprema Corte, en particular.  Con el fin de alcanzar su objetivo, se reformó la Constitución para garantizar la independencia e irrevocabilidad de los magistrados de los tribunales superiores. 


� 	Vea también el Capítulo 7 del Plan Nacional de Desarrollo 2001-06.


� 	Vea el Programa Nacional de Procuración de Justicia, 2001-06, p. 18; consulte también el desempeño estratégico y el establecimiento de puntos de referencia de la página 94..


� 	Ibid, p.64. La traducción al inglés fue proporcionada por la PGR.


� 	Para atender este problema, el gobierno anunció el 13 de marzo de 2004, su intención de presentar al Congreso una iniciativa de reforma judicial que unificaría notablemente a las policías judicial y preventiva, la AFI y la Policía federal preventiva, respectivamente. Siendo uno de los objetivos principales el mejoramiento de la eficiencia policial, esta unificación proporcionaría, entre otros, mejores medios en cuanto a los procedimientos de investigación y facilitaría la coordinación. Vea Vg. el artículo de J.B. Solis: Ratifica Fox que innovará el sistema de justicia,    � HYPERLINK "http://www.esmas.com/noticierotelevisa/mexico/349962.html" ��www.esmas.com/noticierotelevisa/mexico/349962.html�


� 	Los juicios se basan principalmente en documentos y procedimientos.


� 	Para obtener más material de lectura sobre la reforma del sistema judicial en México, vea, Vg., P. Zabata Zubiaga “El futuro del sistema judicial en México”; y Héctor Fix-Fierro.


� 	Contrariamente a lo que sugiere la palabra “recomendación” utilizada en el título del documento, la Convención es un instrumento obligatorio.


� 	El objetivo principal era alentar a las empresas a adoptar medidas preventivas, tales como normas contables adecuadas y sistemas internos de control.  La Convención también fue discutida con representantes gubernamentales, la comunidad empresarial, contadores y abogados de toda América. 


� 	La SFP ha establecido una Unidad de Vinculación para la Transparencia con el objetivo de construir una cultura de integridad, transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad compartida, además de impulsar una mejor relación entre el gobierno y la comunidad empresarial.


� 	Incluyendo el Grupo Intersecretarial Anticorrupción, la Secretaría de la Administración Pública, la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Procuraduría General de la República, entidades públicas que utilizan el porcentaje más elevado del presupuesto federal (Petróleos Mexicanos – “Pemex”), la Comisión Federal de Electricidad, etc.), los 309 organismos de control interno de la SFP y la rama del ejecutivo.


� 	Incluyendo el Grupo Intersecretarial Anticorrupción, la Secretaría de la Administración Pública, la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Procuraduría General de la República, entidades públicas que utilizan el porcentaje más elevado del presupuesto federal  (Petróleos Mexicanos – “PEMEX”), la Comisión Federal de Electricidad, etc.), los 309 organismos de control interno de la SFP y la rama del ejecutivo.


� 	El paquete enviado a las administraciones contiene el folleto sobre la Convención, una presentación en Power Point sobre la Convención, un folleto sobre programas de integración, notas cortas sobre las obligaciones de los distintos actores de implementar la Convención (servidores públicos, empresas en general, empresas que obtienen contratos públicos, contadores y abogados, así como la sociedad civil en general), además de información sobre un curso virtual acerca de la ética propuesto por la Universidad de Monterrey.


� 	El sitio mismo está vinculado a 49 páginas Web de instituciones privadas y públicas (incluyendo siete secretarías)


� 	Vea la página de presentación de Bancomext y, más específicamente, la carta dirigida por Bancomext a sus afiliados el 5 de septiembre de 2004. (� HYPERLINK "http://www.bancomext.com/Bancomext/index.jsp" ��www.bancomext.com/Bancomext/index.jsp�)


� 	El organigrama interno de la Secretaría de Economía que muestra la extensión de sus actividades aparece en su sitio Web (� HYPERLINK "http://www.economia.gob.mx/" ��http://www.economia.gob.mx/�).


�	Una encuesta nacional realizada en 1999 encontró que solamente el 12% de la población expresó confianza en la policía. Vea a B. Reames “Police Forces in Mexico: A profile”, Project on reforming the administration of justice in Mexico, Center for U.S. Mexican Studies, Mayo de 2003.


� 	Éstos incluyeron “radiosegundos contra la corrupción”, “cinesegundos contra la corrupción” y “cinesegundos para la transparencia” que fueron transmitidos como comerciales de televisión y presentados en 900 cines en 2003 y en 1,000 cines en 2004, así como también difundidos por organizaciones independientes. Más aún, el gobierno creó un Índice de Percepción mediante el cual identificó áreas expuestas a la corrupción con el fin de apuntar los esfuerzos hacia esas áreas.


� 	La SFp también trabaja, entre otros, con la Universidad Iberoamericana y la Universidad Nacional Autónoma de México.


� 	Sin embargo, el equipo de evaluadores no se reunió con miembros del Grupo Oaxaca o de LIMAC, su brazo de monitoreo.


� 	Una coalición de periodistas dedicados a la investigación conocida como Periodistas Frente a la Corrupción está muy activa en cuando a la realización de reportajes sobre corrupción y protección de sus miembros.  La colación tiene un capítulo en México.  Para mayores informes, consulte � HYPERLINK "http://portal-pfc.org/index.php" ��http://portal-pfc.org/index.php�.


� 	Es interesante observar que todas las empresas con las que se reunió el equipo de evaluadores durante la visita in situ opinaron que la ley mexicana sobre cohecho no debería permitir los pagos de facilitación.  


�	Esto incluyó a más de 60 proveedores del gobierno en las Secretarías de Seguridad Pública, Turismo, Economía, Hacienda y Crédito Público, Trabajo y Previsión Social, Administración Pública, Desarrollo Social, Relaciones Exteriores y Educación Pública, así como la Comisión Federal de Electricidad, la Comisión Federal de Telecomunicaciones, la Comisión Nacional del Agua, la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, PEMEX, etc.


� 	Otro ejemplo es Nacional Financiera (NAFIN) que divulgó ampliamente la Convención entre sus proveedores, empleados y clientes (principalmente PYMES).  Como parte de su estrategia, NAFIN creó un sitio Web (� HYPERLINK "http://www.nafin.com" ��www.nafin.com�) donde se plantea la Convención y sus objetivos. La institución estableció un Centro de Llamadas a través del cual su Centro de Atención a Clientes se comunicaba con los clientes para invitarlos a inscribirse en el curso titulado “Integridad como estrategia para ser rentable”. Asimismo informó a sus clientes acerca de la Convención a través de publicaciones electrónicas, correo electrónico, cartas y su revista “Nafinotas”.   


� 	El 26 de febrero de 2001, el Presidente de la República firmó el Acuerdo Nacional de Transparencia y Combate a la Corrupción con 83 organizaciones sociales de los sectores empresarial, laboral, académico y agrícola, sociedades y asociaciones, partidos políticos y organizaciones no gubernamentales. 


� 	Las instituciones contratantes incluyen entidades del gobierno federal y estatal y del gobierno del Distrito Federal.


� 	� HYPERLINK "http://www.funcionpublica.gob.mx/unaopspf/dgasan/indexsan.htm" ��http://www.funcionpublica.gob.mx/unaopspf/dgasan/indexsan.htm�  


� 	No. SACN/300/148/2003.


� 	Consulte: � HYPERLINK "http://www.sre.gob.mx/adquisiciones/" ��http://www.sre.gob.mx/adquisiciones/�. 


� 	Bancomext estipula que todos los solicitantes deben declarar “no haber sobornado a ningún funcionario del país donde se hace la transacción de exportación y que en caso de hacerlo, Bancomext puede negarse a hacer más desembolsos o a solicitar la restitución del crédito”, e incluyó una cláusula en sus convenios de crédito donde estipula que “Si el solicitante o alguna persona a nombre suyo, soborna a un funcionario del país donde se realiza la transacción de exportación, Bancomext puede negarse a hacer más desembolsos o a solicitar la restitución del crédito”. Las autoridades mexicanas agregaron que Bancomext considera la corrupción como un evento de incumplimiento del usuario del crédito, lo que le permite a la institución interrumpir los desembolsos y acelerar la fecha de vencimiento del crédito.


� 	El Servicio de Administración Tributaria (SAT) es la institución responsable de recaudar impuestos y hacer cumplir el Código Fiscal de la Federación. Esta dependencia es una subdivisión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), llamada comúnmente “Hacienda”.  El SAT emplea alrededor de 70 auditores fiscales que manejan específicamente las cuestiones internacionales tales como el delito económico con implicaciones transnacionales.  El SAT tiene también una Unidad de Aduanas que maneja las cuestiones fiscales y de comercio y que tiene varias unidades en todo México, con un total aproximado de 280 personas que auditan, llevan a cabo visitas al sitio, etc.


� 	De conformidad con las leyes fiscales de México, el contribuyente debe conservar los libros y registros durante cinco años.  En caso de que contribuyente deje de presentar una declaración de impuestos, las autoridades fiscales pueden inspeccionar las cuentas correspondientes a un período de diez años.  Al realizar sus auditorías, el órgano de inspección fiscal mexicano se centra en sectores o profesiones particulares. También se apoya en procedimientos internos para obtener información sobre el comportamiento del contribuyente, de un sector o grupo de contribuyentes en particular.  Estos procedimientos identifican áreas donde existe la probabilidad de que se presenten violaciones. Los “grandes” contribuyentes representan aproximadamente el 80% de los ingresos fiscal recaudados.


� 	Después de la visita in situ, las autoridades mexicanas indicaron que, a partir del 1 de junio de 2004, los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados (GAAP, por sus siglas en inglés) mexicanos son a partir de ese momento emitidos por el Consejo Mexicano para la Investigación y Desarrollo de Normas de Información Financiera. Esta entidad tiene entre sus responsabilidades, la armonización de los GAAP de México con las Normas Internacionales de Contabilidad y la armonización de los estándares contables para bancos e instituciones financieras con los GAAP mexicanos. Como se utiliza a lo largo de este informe, el término GAAP se refiere a los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados, o a las convenciones, reglas y procedimientos necesarios para definir las prácticas contables aceptadas en un momento particular y en una jurisdicción particular.


� 	El Código Fiscal de la Federación contiene importantes disposiciones para el establecimiento de sanciones. Las sanciones monetarias van de 180 a 55,901 pesos por falsificar la situación financiera de una empresa (libros, registros, estados financieros). Aun cuando estas sanciones podrían parecer bajas, el Código Fiscal de la Federación aplica una sanción de entre 60% y 90% del monto fiscal omitido a delitos que involucren el uso de documentos falsos, la declaración de operaciones inexistentes o la deducción de montos atribuibles a terceros. Además, las autoridades fiscales pueden ordenar el cierre de las instalaciones del contribuyente por un período de 3 a 15 días. El artículo 111 del Código Fiscal de la Federación también impone una sanción de 3 meses a 3 años de prisión por mantener registros en dos libros separados, por usar sistemas contables diferentes o por ocultar, alterar o destruir los sistemas, libros y documentación relativos a los asientos estipulados en el Código Fiscal de la Federación. El fraude fiscal basado en documentos falsificados, asientos falsos o no llevar los sistemas o registros contables se sanciona de conformidad con el artículo 108 con un 50% de incremento de las sanciones. Las sanciones básicas son de 3 meses a 2 años de prisión para montos que no excedan de 500,000 pesos, de 2 a 5 años de prisión para montos de entre 500,000 pesos y 700,000 pesos y de 3 a 9 años de prisión para montos superiores a 750,000 pesos.


� 	Según el artículo 243 del CPF, la sanción por falsificación de documentos es de 4 a 8 años de prisión y multas de 200 a 360 días de salario mínimo en el caso de documentos públicos y de 6 meses a 5 años de prisión y una multa de 180 a 360 días de salario mínimo para documentos privados. 


� 	Las instituciones reguladas, tales como aquellas bajo la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores están obligadas también a observar los GAAP, modificados en algunos casos por ciertas reglas específicas de evaluación y presentación.  Además, las empresas públicas están obligadas a mantener un sistema interno de controles contables suficiente para proporcionar la seguridad razonable de que todas las operaciones se llevan a cabo en apego con la autorización administrativa y están registradas de forma a permitir la preparación de estados financieros de conformidad con los GAAP.


� 	Los GAAP mexicanos obligan a contabilizar todos los activos, pasivos, ingresos y gastos, estipulando que el posible pago de sobornos sea contabilizado en los libros, registros y estados financieros de la empresa.


� 	Los bancos y las aseguradoras siguen las normas contables establecidas por las comisiones que los regulan.


� 	Las entidades de control estatal son aquellas que tienen más del 50% de participación y donde el gobierno nombra al consejo de administración. El control estatal también puede ocurrir cuando el gobierno posee menos del 50% de participación, en cuyo caso el gobierno monitorea al Consejo a través de un representante nombrado por el gobierno.


� 	Además, de conformidad con el artículo 166 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, todas las Sociedades Anónimas deben nombrar a un auditor reglamentario, estén consideradas o no como PYMES


� 	Vea la nota al pie anterior.


� 	Las autoridades mexicanas señalaron que el Instituto Mexicano de Contadores Públicos ha ayudado a empresas privadas a diseñar programas internos de cumplimiento donde, entre otras disposiciones, se estipula la obligación de ejercer la “debida diligencia” al decidir si harán negocios con consultores o agentes extranjeros y que un comité independiente efectúe revisiones periódicas a la contratación de éstos.


� 	El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sostiene: “La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público, el cual se auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato. (…) Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley.”


� 	En México existen dos tipos de fuerzas policiales al nivel estatal y federal: la policía judicial y la preventiva. La policía preventiva representa más del 87% (alrededor de 330,000 agentes) del total de la policía mexicana y está activa principalmente en estados, ciudades y poblaciones, siendo su mandato primario conservar la ley y el orden. A diferencia de su contraparte, la policía preventiva no tiene derecho de investigar delitos penales pero puede colaborar con el Ministerio Público si éste se lo solicita.  Para obtener mayor información, vea B. Reames y E. López Portillo, Datos mundiales sobres los sistemas de justicia criminal 2003. 


� 	Según el discurso del Procurador General de la República durante la inauguración de las instalaciones de la AFI en junio de 2002, la antigua Policía Judicial Federal era ineficiente debido a su falta de estructura y coordinación. También era conocida por su actitud más de reacción que de acción, afectando indudablemente la calidad de sus investigaciones.  Además, la PGR misma ha reconocido claramente que la Policía Judicial Federal estaba repleta de corrupción policial, dando origen a constantes violaciones a los derechos humanos e impunidad, causando, a su vez, una falta de confianza de la ciudadanía en la policía. Por lo tanto, las autoridades consideraron como crucial la reestructuración, así como el cambio de nombre, esperando con esto mejorar la imagen ante la opinión pública. Sin embargo, durante la visita in situ, un representante de la PGR admitió que la imagen de la AFI, aun cuando es mejor que la de su antecesora, todavía no es enteramente satisfactoria.


� 	Uno resultó en desistimiento, uno está bajo reserva legal, tres están en la etapa de completarse o en la etapa de juicio, dos terminaron en una condena y uno resultó en absolución. 


� 	En 2002, su presupuesto fue de aproximadamente 6 mil millones de pesos.


� 	Por ejemplo, es importante que las autoridades judiciales y policiales sepan que la corrupción puede presentarse no solamente en la fase contractual sino también posteriormente. 


� 	Una investigación puede concluir de tres maneras: el asunto puede irse a juicio o llevar a que el Ministerio Público no ejerza la acción por falta de pruebas, o quedar sujeto a reserva. 


� 	Se estima que en general el 75% de los delitos no son denunciados. Vea: G. Zepeda Lecuona, “La investigación de los delitos y la subversión de los principios del subsistema penal en México,” Proyecto sobre reformas a la administración de justicia en México, Center for U.S. Mexican Studies, Mayo de 2003.


� 	Este enfoque reactivo fue una de las principales deficiencias de la entonces Policía Judicial Federal, que la PGR pretendía específicamente atender con la creación de la AFI. Según el discurso de la PGR durante la inauguración de las instalaciones de la AFI sobre la creación de esta institución en junio de 2002, la policía judicial anterior fundamentaba sus acciones en la reacción y no en la investigación, por lo que el trabajo se basaba más en la oportunidad que en investigaciones serias. 


� 	“Artículo 117.- Toda persona que en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perseguirse de oficio, está obligada a participarlo inmediatamente al Ministerio Público, trasmitiéndole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición, desde luego, a los inculpados, si hubieren sido detenidos.” El cohecho es un delito que se persigue de oficio. 


� 	Artículo 214(3) del Código Penal Federal; no hay sanción para otros casos de omisión de denuncia.


� 	Efectivamente, en el Índice UNICORN anti-cohecho de agencias de crédito a la exportación, que clasifica a las instituciones según la aplicación que tienen de medidas anti-cohecho (es decir, la práctica actual tal y como fue informada en la encuesta 2002 del Grupo de Trabajo de la OCDE), México presentó un desempeño por debajo del promedio al alcanzar 6.5 puntos de los 16.5 posibles y quedando clasificado en el lugar 25 entre las 30 agencias bajo revisión. […]


� 	Respuestas a la Encuesta sobre las medidas tomadas para combatir el cohecho en créditos a la exportación con apoyo oficial (14 de mayo de 2004); Grupo de Trabajo de la OCDE sobre créditos a la exportación y garantías de créditos.


� 	OECD Bribery Awareness Handbook for Tax Examiners


� 	Por ejemplo, un empresario que denunció ante la SFP a un servidor público que le había solicitado un soborno señaló que jamás habría acudido a las autoridades encargadas de aplicar la ley.


� 	El artículo 118 del CFPP señala que la persona que reciba una queja o denuncia tiene que advertirle a la persona acerca de la sanción por falsas declaraciones.


� 	Este programa complementa un programa anterior llamado ¡Ojo Ciudadano! Iniciado en 1997 con el objetivo principal de alentar a los ciudadanos a denunciar conductas ilícitas ante las autoridades encargadas de aplicar la ley. Vea una síntesis de este programa en � HYPERLINK "http://www.coparmex.org.mx" ��http://www.coparmex.org.mx�. El Plan Nacional de Desarrollo 2001-06 indica que los resultados fueron insuficientes. 


� 	De conformidad con el artículo 10 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los servidores públicos de 2002, todas las dependencias e instituciones de la Administración Pública Federal tienen la obligación de crear este tipo de unidades específicas. 


� 	Franco-Barrio, p.34-35


� 	Un sistema electrónico de rastreo (Sistema Electrónico para la Atención Ciudadana)  registra en detalle todas las quejas, denuncias y procedimientos administrativos sobre violaciones hechas por servidores públicos y solicitudes ciudadanas que no son manejadas específicamente por otras secretarías. Se procede entonces a reunir la información y a correlacionarla.


� 	En 1997, la Asociación de Banqueros de México y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público emitieron el “Manual operativo para la prevención y detección de transacciones de lavado ilícito de dinero”. Este manual esboza algunos procedimientos a seguir con el fin de detectar transacciones financieras sospechosas. Ampliamente aplicables a todo el sector bancario, esos requisitos de presentación de denuncias son ahora obligatorios.


� 	[…] Ley de Instituciones de Crédito, Ley para el Ahorro y Crédito populares, Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, Ley de Sociedades de Inversión, Ley del Mercado de Valores, Ley Federal de las Instituciones de Fianzas, Ley General de las Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. Además, la Ley Aduanera establece que toda persona o empresa de mensajería estará obligada a manifestar todo internamiento o extracción de efectivo en moneda extranjera superior a 10,000 dólares estadounidenses (artículo 9). El 28 de enero de 2004, se publicaron varias reformas a las leyes antes mencionadas para ampliarlas con el fin de abarcar la lucha contra el financiamiento al terrorismo e incluir una ampliación de las obligaciones de denunciar para las casas de cambio de moneda y las personas que envían remesas de dinero. 


� 	Se trata de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV con la que se sostuvo una reunión durante la visita), la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas (CNSF), la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro (CONSAR) y el SAT en lo referente a las personas que efectúan remesas de dinero y las casas de cambio sin licencia.


� 	Las autoridades mexicanas señalaron que al parecer se utiliza una amplia variedad de métodos y técnicas de lavado de dinero, tanto dentro como fuera del sector financiero. Por esta razón la SHCP es una de las instituciones clave involucrada en las investigaciones de lavado de dinero.  Según esta institución, el lavado de dinero es el medio, a través del cual, los delincuentes evaden el pago de impuestos sobre ingresos ilegales mediante el ocultamiento de la fuente y el monto de las ganancias. Agregaron que consideran al lavado de dinero como siendo en efecto una evasión fiscal en progreso. 


� 	Diario Oficial de la Federación, […] 14 de mayo de 2004, pp.96-228, […] (la primera emisión está fechada el 10 de marzo de 1997). Las Disposiciones de Carácter General emitidas por la SHCP  tienen el objetivo principal de establecer […] medidas y procedimientos mínimos que las entidades deben observar para prevenir, detector y reportar transacciones que pudieran estar relacionadas con el lavado de dinero y el financiamiento al terrorismo.


� 	De conformidad con las Disposiciones Generales, es obligatorio presentar información tal como nombre, dirección, bienes, acta de nacimiento, profesión, pasaporte, fotografía, información sobre cada co-titular de la cuenta, etc. Las autoridades mexicanas explicaron que después de la adhesión de México al Grupo de Trabajo de Acción Financiera contra el lavado de Dinero (FATF, por sus siglas en inglés) en 2002, las Disposiciones Generales fueron reformadas en noviembre de 2002, conforme a lo cual, las instituciones financieras tienen la obligación de identificar a las personas físicas y morales que realizan transacción múltiples o fraccionadas cuyo monto total equivalga o sea superior a 10,000 dólares estadounidenses (3,000 dólares estadounidenses para los que envían transferencias de dinero). Las instituciones financieras deben también emitir un “Reporte de Transacción Preocupante” en caso de que sospechen que funcionarios y/o empleados de las instituciones financieras han participado y están obligadas a adoptar mecanismos y capacitación referente al cumplimiento. Las autoridades mexicanas informaron al equipo de evaluadores que las leyes o reglamentos necesitan reformarse para establecer la obligación de las instituciones financieras de identificar a los beneficiarios de las cuentas.   


� 	Las autoridades mexicanas especificaron que el Ministerio Público puede integrar una averiguación previa para el delito de Lavado de Dinero sin el requisito de contar con una acusación previa presentada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, puesto que esta acusación es únicamente un requisito para entregar la averiguación previa ante un juez.  


� 	El Boletín 3070 (“Consideraciones sobre fraude que deben hacerse en una auditoría de estados financieros”) emitido por el Comité Mexicano de Normas de Auditoría del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, con fecha de entrada en vigor el 1 de marzo de 2004, señala en su artículo 55: “Si el auditor determina que existen pruebas de la posible existencia de fraude, debe comunicar la situación al nivel administrativo apropiado. Esto se justifica aun en los casos en que el asunto pudiera considerarse de poca consecuencia, como por ejemplo en el caso de un robo menor cometido por un empleado de un nivel bajo de la institución. El fraude donde pudiera estar implicado personal directivo superior o un fraude (ya sea causado por personal directivo superior u otros empleados) que ocasione una distorsión significativa a los estados financieros debe informarse directamente al consejo de administración, al comité de auditoría, o a un organismo similar…” 


� 	El Boletín 3070 (“Consideraciones sobre fraude que deben hacerse en una auditoría de estados financieros”) señala en su artículo 58 que la divulgación de un posible fraude a personas ajenas a la institución es obligatoria (i) para cumplir con ciertos requisitos legales y contractuales, como por ejemplo cuando el servicio de auditoría fue contratado por una institución u organismo gubernamental; (ii) cuando hay un auditor sucesor (bajo ciertas circunstancias); o (iii) en respuesta a una orden judicial.


� 	Las autoridades mexicanas agregaron que cuando un auditor llega a tener conocimiento de ciertas condiciones susceptibles de ser reportadas en relación a controles internos durante una auditoría, incluyendo pruebas de actos ilegales, el auditor tiene la responsabilidad de reportar dichas condiciones a la Secretaría de Hacienda de conformidad con el Código Fiscal de la Federación. 


� 	Las autoridades mexicanas indican que el Instituto Mexicano de Contadores Públicos está llevando a cabo una revisión integral de sus estatutos y de su Código de Ética.


�	El contribuyente no puede impugnar esta solicitud ante el juez.  Sin embargo, los “Lineamientos Únicos del Auditor” señalan que el SAT podrá solicitar información bancaria solamente cuando sea “estrictamente necesario”.  Un inspector fiscal señaló que esto ocurre en alrededor del 10% de las revisiones llevadas a cabo por el SAT. La demora en recibir información varía dependiendo de si la solicitud de una cuenta se hizo “abierta”, es decir, la Comisión Bancaria procede a solicitar a todos los bancos del país que informen si existen cuentas de una determinada persona en ese banco, en cuyo caso la demora puede ir de 6 a 7 meses. Si la solicitud se hace en referencia a información de una cuenta identificada, la demora puede tomar de unas cuantas semanas a un mes. 


� 	Esto permite a la PGR obtener evidencia clara del delito sin que esto constituya una inducción ilícita, en la medida en que la reunión es consecuencia de una solicitud previa y no una provocación a cometer el delito.


� 	Vale la pena hacer notar que la reforma judicial planeada prevé la consolidación de las distintas fuerzas policiales en una sola con el fin de disminuir los problemas de coordinación y cooperación. Vea lo señalado bajo el título de la reforma judicial.


� 	El artículo 16(9) de la Constitución mexicana establece la prohibición de intervenir la comunicación privada.  Para tal efecto, se requiere presentar a la autoridad federal judicial una solicitud escrita muy bien fundamentada en referencia a la persona específica para la que se solicita la intervención, así como los propósitos, métodos y duración. Esta autoridad decidirá entonces si concede o no, conforme a las leyes mexicanas, los principios legales y valores, la autorización correspondiente. Se ha mencionado que una orden de intervención de comunicaciones no puede concederse cuando las cuestiones que están en juego son de carácter electoral, fiscal, civil, administrativo y comercial. 


� 	Artículo 29 de la Ley Contra el Crimen Organizado�


� 	Decreto referente al Código Federal de Procedimientos Penales [y otras leyes] presentado por el Gobierno al Senado el 31 de marzo de 2004, (vea “La reforma judicial”)


�  	Aparentemente existen puntos de vista divergentes con respecto al promedio de demoras declarado por las distintas instituciones. Según los representantes de la PGR, las solicitudes de información financiera llevadas a cabo por la Unidad Especial en Investigación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de la Moneda (Unidad de Lavado de Dinero) se obtienen en un plazo promedio de tres a seis meses, lo cual difiere de la demora promedio de “dos semanas a un mes” señalada por los representantes del SAT durante la visita in situ. 


� 	México tiene tratados de extradición con Australia, Bahamas, Belice, Bélgica, Brasil, Canadá, Corea, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, El Salvador, España, Estados Unidos de América, Francia, Guatemala, Italia, Nicaragua, Países Bajos, Panamá, Perú, Portugal y Reino Unido. México también es signatario de la Convención sobre Extradición junto con Argentina, Ecuador, Honduras y la República Dominicana.


� 	El grupo de trabajo señala que ésta es una cuestión general de muchos signatarios.


� 	El grupo de trabajo reconoce que la iniciativa de ley sometida a consideración del Congreso durante su sesión de primavera aborda satisfactoriamente estas cuestiones.
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